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PRÓLOGO 

Con la aparición del término Gobierno Abierto se levan-
taron numerosas expectativas de mejora de la relación del 
Gobierno y las administraciones públicas con los ciuda-

danos. Su expresión parecía una garantía de mejora, acercamien-
to y transparencia en la relación ciudadanos y administraciones. 
«La confianza va avanzando», señalaban los más optimistas. La 
realidad de los últimos años –agravada por la pandemia este 
2020– es que los graves problemas existen y que la distancia en-
tre instituciones y ciudadanos ha aumentado. Sin embargo, des-
pués de nueve años de la creación de la Alianza para el Gobierno 
Abierto (AGA, u OGP, por sus en inglés para Open Government 
Partnership), la realidad demuestra una complejidad y dificultad 
mayor que aquella que los más optimistas pueden expresar. Ha 
habido avances, mayores o menores, pero estos no pueden predi-
carse de todos los Estados, y ni siquiera en todas las instituciones 
dentro de los Estados que han hecho del gobierno abierto una 
prioridad de sus programas gubernamentales.

El CLAD, organismo internacional especializado en los te-
mas de reforma, modernización y transformación del Estado y 
de la administración pública, en el ámbito de los 23 países que 
lo integran, realiza diversas actividades para ofrecer herramientas 
prácticas acerca del cómo los países pueden llegar a ese horizonte 
normativo del gobierno abierto, priorizando los aspectos esencia-
les de la transparencia, participación y rendición de cuentas. El 
cumplimiento de estos principios, el avance en estas prioridades 
crea valor público, es decir, mejora progresivamente las condicio-
nes de vida de todos los ciudadanos.

El gobierno abierto es una de las mejores herramientas de 
las que puede disponer la administración para poder atender de 
una manera efectiva los grandes desafíos que tiene en el futuro. 
Para ello debe comprenderse en su justa dimensión la amplitud 
y profundidad de esta herramienta, cuya complejidad estriba en 
que son muchos los aspectos de la realidad en los que hay que 
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incidir. Para entender la riqueza y las grandes oportunidades del 
gobierno abierto, para lograr niveles crecientes de confianza en 
las instituciones públicas es necesaria la educación, que, en nues-
tros ámbitos, se trata de la formación y capacitación del principal 
agente de cambio en las administraciones públicas: el servidor pú-
blico o funcionario público, en terminología de Max Weber, de 
cuyo fallecimiento se cumplen justamente ahora 100 años.

Treinta directivos públicos de 14 países de Iberoamérica se 
dieron cita en la 1ra edición del Curso Internacional del CLAD 
«¿Abriendo Gobiernos? Diseño e implementación de estrategias 
e iniciativas de Gobierno Abierto», que se llevó a cabo del 21 de 
junio al 31 de julio de 2020, de manera virtual en el Campus de la 
Escuela del CLAD, bajo una metodología de enseñanza basada 
en el participante, adaptada a las particularidades del ambiente 
virtual y que se dirigió en todo momento a crear y/o fortalecer 
competencias y capacidades duraderas en los funcionarios públi-
cos, para que estos asuman un rol activo de liderazgo transfor-
macional, colaborativo, para realizar los cambios institucionales 
necesarios en términos de las posibilidades del gobierno abierto.

Los alumnos fueron guiados por dos docentes especialistas en 
gobierno abierto, bajo la filosofía del CLAD: Mila Gascó, coor-
dinadora y docente del Curso, directora asociada de investiga-
ción del Center for Technology in Government y profesora de 
investigación asociada del Rockefeller College of Public Affairs 
and Policy, ambos en la Universidad del Estado de Nueva York, 
Albany, Estados Unidos; y Carlos Rodrígues, docente del Curso, 
politólogo por la Universidad Central de Venezuela, con estudios 
de posgrado en Planificación del Desarrollo (Centro de Estudios 
del Desarrollo, Universidad Central de Venezuela), Políticas Pú-
blicas (Flacso, Ecuador) y Gerencia Pública (Universidad Metro-
politana de Venezuela), y actualmente investigador en políticas 
comparadas en Flacso, Ecuador.

Este libro corresponde a la V edición de la colección del 
CLAD denominada Experiencias Escuela CLAD, y cuenta 
con los aportes inéditos de los docentes del Curso, así como 
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de la cuidadosa selección de tres de los mejores papers sobre 
gobierno abierto escritos para el pasado Congreso Internacio-
nal del CLAD, el cual se realizó en noviembre de 2019 en la 
ciudad de Buenos Aires, Argentina: 

•	 Isabel Moya Pérez, subdirectora general de Gobierno 
Abierto del Ministerio de Política Territorial y Función 
Pública de España, ofreciendo el estado de la cuestión en 
dicho país, con especial relevancia en el papel de la educa-
ción como vía necesaria para avanzar en el tema.

•	 José Juan Sánchez y Luis Daniel Plata, profesor de tiem-
po completo definitivo en la Universidad Autónoma del 
Estado de México, el primero; y jefe del Departamento 
de Planeación del Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía de México, el segundo, quienes hacen un re-
levamiento y análisis crítico de los planes nacionales de 
gobierno abierto en su país.

•	 Álvaro Ramírez-Alujas, director académico del Diplomado 
en Gobierno Abierto e Innovación en el Sector Público 
de la Universidad de Chile, quien revisa la situación de 
avance del gobierno abierto en América Latina y su vincu-
lación con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

Finalmente, el libro también cuenta con 5 resúmenes de los 
mejores trabajos presentados por los alumnos durante el Curso y 
que dan cuenta de los proyectos de gobierno abierto que presen-
tarán en sus respectivas instituciones de procedencia:

•	 Marcela Mora, especialista en Gobierno Abierto, 
Dirección de Gobierno Abierto de la Presidencia de la 
República del Ecuador, con su trabajo «Plan de colabo-
ración para el rediseño y actualización del portal de datos 
abiertos de Ecuador».

•	 Daniel Barragán-Terán, director ejecutivo del Centro 
Internacional de Investigaciones sobre Ambiente y 
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Territorio de la Universidad de Los Hemisferios, 
Ecuador, con su trabajo «Propuesta de codiseño de plan 
de transparencia para avanzar en la apertura del sector 
justicia en Ecuador».

•	 Henry Dávila, investigador del Doctorado en Ciencias 
Contables y Financieras de la Universidad de San Martín 
de Porres, Perú, con su trabajo «Plan de Datos Abiertos 
para implementar un Portal de Datos Abiertos en el 
Gobierno Regional de Apurímac».

•	 Manuel Venzor, director general de Agenda Estratégica 
y Profesionalización del Gobierno del Estado de Sonora, 
México, con su trabajo «Sistema de Transparencia para 
el cumplimiento de la Agenda 2030 en el Estado de 
Sonora, México».

•	 Clelia López, administradora gubernamental de la 
Secretaría de Asuntos Estratégicos de la Presidencia de 
la Nación Argentina, con su trabajo «Datos por siempre 
abiertos y archivados».

Francisco Javier Velázquez López
Secretario General del CLAD

Ciudad de Caracas, noviembre de 2020
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NOTA INTRODUCTORIA

Mila Gascó Hernández 
Center for Technology in Government, University at Albany 

(SUNY). EE.UU.

El gobierno abierto se ha posicionado en la última década 
como el nuevo paradigma dominante en materia de go-
bernanza y reforma del Estado. Aunque no es una filoso-

fía genuinamente nueva, su relevancia en el discurso y la agen-
da política internacional escaló tras el ascenso al gobierno del 
presidente estadounidense Barack Obama y su memorando de 
Gobierno Abierto (2009), y la creación en 2011 de la Alianza 
para el Gobierno Abierto (AGA), iniciativa original de ocho paí-
ses que actualmente reúne a 79 gobiernos nacionales y 20 subna-
cionales, además de múltiples organizaciones de la sociedad civil 
y miembros de la comunidad de donantes.

Iberoamérica ha sido la región más entusiasta y activa en la 
agenda de gobierno abierto. La región posee la mayor proporción 
de países afiliados a la AGA, incluyendo a varios «pioneros» que 
actualmente desarrollan su cuarto plan de acción. En este marco, 
han proliferado compromisos e iniciativas que trascienden a los 
ejecutivos nacionales e incluyen a los poderes legislativos y judi-
ciales, los gobiernos subnacionales, las autoridades electorales y la 
sociedad civil. Además, varios organismos regionales han adop-
tado una posición de liderazgo en la promoción de esta agenda, 
entre los que destacan el Centro Latinoamericano de Adminis-
tración para el Desarrollo (CLAD), el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID), la Organización de Estados Americanos 
(OEA) y la CAF–Banco de Desarrollo de América Latina. La 
Carta Iberoamericana de Gobierno Abierto (2016), aprobada por 
los jefes de Estado y de gobierno iberoamericanos, constituye un 
instrumento de referencia de este impulso regional.

Los beneficios atribuidos a las iniciativas de gobierno abierto 
son muchos y están universalmente aceptados. Diferentes auto-
res han hecho referencia al hecho de que un gobierno abierto 
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da lugar a procesos de toma de decisiones más efectivos, protege 
contra la corrupción, permite el escrutinio público y promueve la 
confianza de los ciudadanos en el gobierno. A pesar de estas im-
portantes ventajas, la puesta en marcha de iniciativas de gobierno 
abierto no resulta fácil. Los diferentes significados que adquiere 
el concepto en distintos contextos, la falta de estrategia y la fo-
calización en la apertura de datos como iniciativa estrella en este 
campo, son solo algunos de los factores que condicionan su pleno 
desarrollo. Pero es que, además, el gobierno abierto debe ir de la 
mano de una necesaria transformación interna de las administra-
ciones públicas que debe pasar por el trabajo colaborativo y trans-
versal y por una cultura de apertura que no siempre es sencilla de 
conseguir y difundir. 

En este contexto, este libro, tal como su título indica, hace pre-
cisamente énfasis en el diseño e implementación de estrategias 
e iniciativas de gobierno abierto a través de cuatro interesantes 
capítulos que tienen un doble objetivo: académico y práctico. Por 
un lado, apuntan a proporcionar un mayor conocimiento sobre 
el estado actual del gobierno abierto, haciendo énfasis en retos y 
oportunidades que permitan la identificación de futuros ámbitos 
de investigación que contribuyan a la creciente literatura sobre 
gobierno abierto. Por el otro, pretenden avanzar y mejorar las ca-
pacidades estratégicas de empleados públicos, protagonistas de 
procesos de apertura, así como su comprensión sobre algunas de 
las herramientas operativas que tienen a su disposición. 

En el primer capítulo, Carlos Miguel Rodrigues de Caires, 
después de dejar constancia del origen del término y de sus di-
ferentes definiciones, las cuales han evolucionado con el tiem-
po, aplica la lógica de diseño de políticas al ámbito del gobierno 
abierto. Con lo cual resalta la particular idoneidad de tener en 
cuenta el enfoque institucional en el diseño de políticas de go-
bierno abierto, así como también en su implementación y eva-
luación. Sin embargo, la articulación de esta visión, que no es 
inmediata dada la necesidad de alcanzar consensos –convencer a 
los actores estratégicos implicados de los beneficios potenciales, 
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así como crear nuevos departamentos y adoptar nuevas herra-
mientas a nivel interno–, no debe impedir que se lleven a cabo 
proyectos pequeños de gran impacto que motiven a las agencias 
gubernamentales a proseguir con los cambios y a continuar im-
pulsando la concepción de una política nacional y un sistema 
legal adecuado. Es importante, en este sentido, escoger debida-
mente dichos proyectos para poder maximizar la rentabilidad de 
los escasos fondos disponibles.

El segundo capítulo, es también un capítulo comprehensi-
vo, pero centrado en la realidad iberoamericana. En él, Álvaro 
Ramírez-Alujas discute la evolución del concepto de gobierno 
abierto hacia el de Estado abierto, que va más allá del Poder Eje-
cutivo e incluye al Legislativo y Judicial, pero también a los ni-
veles subnacionales y locales. Con la mirada puesta en la Agenda 
2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, el autor proporcio-
na ejemplos de tipos de compromisos implementados por países 
en el marco de la Alianza para el Gobierno Abierto, poniendo de 
manifiesto que la transparencia, la colaboración y la participación 
no son objetivos per se, sino que están al servicio de la promoción 
de sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, 
el acceso a la justicia para todos y la creación de instituciones 
eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles.

José Juan Sánchez González y Luis Daniel Plata Ramírez 
profundizan en los compromisos comprendidos en los tres planes 
de acción elaborados por México. El análisis de dichos compro-
misos permite identificar las prioridades de dicho país en cuanto 
a gobierno abierto en diferentes etapas políticas. A saber: la presi-
dencia de Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012), la de Enrique 
Peña Nieto (2012-2018) y la de Andrés Manuel López Obrador 
(de 2018 en adelante). Y al hacerlo, al igual que Rodrigues de 
Caires en su capítulo, muestran la importancia del contexto en el 
diseño de políticas de gobierno abierto, materializadas en planes 
de acción, así como también en sus resultados e impacto. Los 
autores van, de hecho, más allá del contexto político y también 
hacen referencia a otros factores contextuales, como la existencia 
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de una importante brecha digital en el país, o retos administra-
tivos. Utilizando el caso de México, que comparan brevemente 
con Brasil y Estados Unidos, Sánchez González y Plata Ramírez 
ponen de manifiesto que el mismo conjunto de determinantes 
que utilizamos para analizar el éxito de iniciativas de gobierno 
electrónico (factores relacionados con los datos, factores tecno-
lógicos, organizativos, institucionales y contextuales) permite en-
tender mejor el diseño, implementación y logro de las políticas de 
gobierno abierto.

El capítulo elaborado por Isabel Moya Pérez también se centra 
en un país concreto, España. Como en el caso de Sánchez Gon-
zález y Plata Ramírez, la autora repasa el diseño y ejecución de 
los tres planes de acción, responsabilidad del Ministerio español 
de Política Territorial y Función Pública, subrayando la impor-
tancia de las medidas de formación y sensibilización dirigidas a 
empleados públicos y a la población en general, que el tercer plan 
de acción prioriza especialmente. Al hacerlo, Moya Pérez pre-
senta una herramienta: el proyecto educativo de gobierno abierto 
en la escuela, cuyo objetivo reside en acercar el conocimiento del 
gobierno abierto a la escuela a través de la elaboración de recursos 
educativos masivos abiertos, partiendo de la formación del profe-
sorado y la organización de actividades educativas para alumnos 
de secundaria. El capítulo es, sin duda, un complemento al resto 
del libro al proporcionar ricos detalles sobre la puesta en marcha 
de un compromiso concreto que, en realidad, es más un medio 
para garantizar el éxito de las políticas de gobierno abierto.

Tomados en su conjunto, los cuatro capítulos proporcionan 
una mirada enriquecedora al diseño e implementación de estra-
tegias e iniciativas de gobierno abierto, con un especial énfasis 
en países iberoamericanos. Al mismo tiempo, también revelan la 
necesidad de seguir trabajando en la elaboración de políticas de 
gobierno abierto que generen cambios reales y que implanten una 
cultura de apertura en el gobierno, la administración y la sociedad 
en su conjunto. Así, los capítulos ponen de manifiesto el gran 
trabajo que los países, sobre todo a nivel nacional, han realizado 
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en el marco de la Alianza para el Gobierno Abierto. Nos per-
miten también identificar brechas de conocimiento, académico 
y práctico, que deberían seguir estimulando el debate intelectual 
y la implementación práctica. Para cerrar esta nota introductoria 
querría referirme a los siguientes: el contexto, el gobierno local, la 
inclusión y la administración pública.

Primero, varios de los capítulos ponen de manifiesto que el 
contexto importa. La relación entre el contexto y el gobierno 
abierto es, de hecho, bilateral. Por un lado, el entorno (demográfi-
co, económico, político, legal, etc.) determina cómo se diseñan las 
políticas de gobierno abierto (qué problemas se priorizan y cómo 
se les hace frente). Al mismo tiempo, dichas políticas impactan 
en el contexto, cambiándolo, modificándolo y, en este sentido, el 
gobierno abierto se convierte también en herramienta para lograr 
un objetivo superior: los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la 
mejora de la calidad de vida de los ciudadanos, y/o el incremento 
de valor público, por poner algunos ejemplos. 

No es suficiente con ser más transparente, colaborativo o par-
ticipativo; es necesario tener un impacto mayor. Por ello, se torna 
esencial priorizar esfuerzos de evaluación de las políticas, estra-
tegias e iniciativas de gobierno abierto, para identificar el valor 
real al que dan lugar. Esta valoración debe tener lugar a nivel de 
productos (outputs), pero sobre todo a nivel de impacto (outcomes), 
y debe realizarse también de manera abierta, implicando a los 
diferentes actores y puntos de vista. Nuevos trabajos académicos 
deberían proponer modelos y evaluación que permitieran ahon-
dar en los resultados de las políticas de gobierno abierto, teniendo 
en cuenta el contexto en el que se implementan, mientras que 
sus responsables políticos y administrativos deberían promover 
diseños de políticas de gobierno abierto que también tuvieran en 
cuenta sus resultados.

En segundo lugar, los capítulos han abordado tímidamente 
el gobierno abierto a nivel local. A pesar de presentar términos 
como el de Estado abierto, los diferentes autores han prioriza-
do el nivel nacional en la descripción y análisis de políticas de 
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gobierno abierto. Esto no es nuevo. La propia Alianza de Go-
bierno Abierto está compuesta sobre todo por países que, en su 
conjunto, han expresado un compromiso nacional hacia el go-
bierno abierto. Pero después de importantes avances a nivel na-
cional, es hora de priorizar el nivel local, donde los procesos de 
apertura pueden no ser tan sencillos y, al mismo tiempo, ser muy 
relevantes, dado que es este nivel de gobierno el que más cercano 
se encuentra a los ciudadanos y, por tanto, el que mayor éxito 
puede tener en la implementación de ciertas iniciativas, sobre 
todo las relacionadas con la colaboración y la participación. 

En tercer lugar, el gobierno abierto, que depende en gran 
parte de la disponibilidad de tecnología digital, debe ser inclu-
sivo. Los gobiernos deben seguir invirtiendo en iniciativas que 
establezcan las bases para que la apertura sea una realidad. Si la 
mayoría de la información se proporciona a través de páginas 
web, los gobiernos deben garantizar que los ciudadanos ten-
gan acceso a dichas páginas web, porque el gobierno abierto 
no puede ser solo de unos pocos. Si los procesos participativos 
o de coproducción tienen lugar en plataformas virtuales, debe 
existir un trabajo previo que permita el acceso de los ciudadanos 
a dichas plataformas. Así mismo, y tal como apunta el Capítu-
lo 4 de este libro, los gobiernos también deben garantizar que 
los ciudadanos tengan el conocimiento y las habilidades que se 
requieren para jugar el papel que les toca en los procesos de 
apertura. El gobierno abierto no tendrá éxito sin ciudadanos 
corresponsables, ciudadanos que demanden transparencia y que 
promuevan la rendición de cuentas, ciudadanos que se impli-
quen activamente en procesos de colaboración y participación. 
Nuevos trabajos académicos, por tanto, también deben seguir 
estudiando cómo estos y otros factores impactan en la posibili-
dad de abrir gobiernos.

El gobierno abierto implica un cambio de paradigma y, por 
ello mismo, debe ir acompañado de transformaciones al interior 
de las organizaciones públicas. Un gobierno abierto requiere una 
administración pública, un aparato público ágil y flexible, abierto 
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hacia fuera, pero también hacia dentro. Un gobierno abierto, en 
definitiva, requiere un cambio en el diseño, estructura y cultura 
organizativa de la administración pública, porque no se puede 
apostar por un cambio de paradigma en el siglo XXI con or-
ganizaciones e instituciones del siglo XIX. Esta necesaria trans-
formación de la administración pública no es fácil, y a menudo 
ni siquiera está en la agenda del gobierno abierto. Entre otras 
cuestiones, se hace necesario abordar la insuficiente cultura de 
la norma, todavía presente en muchas administraciones públi-
cas. Resaltar el papel de los empleados públicos, fomentando su 
participación en los procesos de apertura y apostar por la com-
patibilidad de las administraciones públicas con el concepto de 
gobierno abierto, lo que implica invertir en crear estructuras y 
procedimientos explícitos que inviten a la transparencia, a la co-
laboración y a la participación (interna y externa). En definitiva, 
las políticas de gobierno abierto deben también incluir iniciativas 
que persigan la modernización del aparato público, de su cultura 
y de sus sistemas de gestión.

Deseo que la lectura este libro les resulte de interés y les invito 
a reflexionar sobre los temas presentados en los diferentes capí-
tulos, así como sobre aquellos que apenas quedan apuntados pero 
que devienen fundamentales en el avance de la agenda académica 
de gobierno abierto así como en su práctica.





CAPÍTULO 1
El gobierno abierto desde 
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El gobierno abierto desde la perspectiva del diseño  
de políticas públicas

Carlos Miguel Rodrigues de Caires
Laboratorio de Políticas Públicas Comparadas (Flacso). Ecuador

El gobierno abierto es una idea vieja y nueva a la vez. Como 
proyecto normativo, sus rastros pueden detectarse en las 
demandas de libertad de prensa y el surgimiento de espa-

cios de deliberación pública durante el apogeo de la Ilustración 
(Meijer, 2015). Como paradigma de gobernanza pública, en cam-
bio, su consolidación solo se ha producido en la última década 
(Ramírez-Alujas y Dassen, 2014). 

El tránsito de la raíz filosófica al estatus paradigmático del 
gobierno abierto fue el producto de una configuración singular 
de transformaciones políticas, económicas, institucionales y tec-
nológicas. En el escenario internacional pos-Guerra Fría, el cli-
vaje geopolítico entre regímenes abiertos y cerrados se planteó 
como respuesta a la creciente influencia adquirida por algunas 
potencias autoritarias y el descrédito de la estrategia occidental de 
promoción internacional de la democracia (Eaves, 2011).

En el terreno de las reformas administrativas, este paradigma 
se afianzó sobre el declive de la nueva gestión pública (Peters y 
Pierre, 2018). Las consecuencias negativas de estas reformas en 
términos de erosión de los valores públicos, fragmentación insti-
tucional y debilitamiento de la rendición de cuentas, alimentaron 
la demanda de mayores oportunidades de participación y control 
democrático sobre la gestión de los recursos públicos.

Un agotamiento semejante se registró en el campo de las doc-
trinas de gobernanza y la agenda de reforma del Estado. El apa-
rente consenso sobre un modelo universal de «buena gobernanza» 
empezó a resquebrajarse (Grindle, 2004), abriendo el margen a 
visiones más flexibles de la reforma institucional. Finalmente, la 
producción masiva de datos y su conversión en una fuente prin-
cipal de valor económico, posibilitada por el acelerado desarrollo 
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de las tecnologías de información y comunicación (TIC), crearon 
incentivos sin precedentes a favor del acceso abierto a los datos 
bajo control gubernamental (Ubaldi, 2013). 

El influjo del gobierno abierto se ha extendido en los últimos 
años a muy diversos contextos y su influencia es visible hoy en 
la investigación académica, el debate político y la práctica ins-
titucional. Esta popularidad esconde, sin embargo, importantes 
desencuentros normativos, desacuerdos estratégicos y ambigüe-
dades conceptuales (Yu y Robinson, 2012). En particular, se echa 
en falta una mayor comunicación e integración entre las distintas 
comunidades epistémicas y actores públicos que producen cono-
cimientos y diseñan intervenciones en nombre de la apertura.

Ante la disrupción global causada por la pandemia de Co-
vid-19, se han multiplicado los llamados a proteger y profundizar 
la apertura institucional (AGA, 2020), no solo como parámetro 
coyuntural para la gestión de la crisis sanitaria y la atención de 
sus impactos económicos y sociales, sino como modelo para la 
gobernanza pospandemia. En un contexto de regresión demo-
crática (Brechenmacher y Carothers, 2019), intensificación de los 
riesgos de corrupción y mayores tensiones sociales y limitaciones 
fiscales (Carothers y Wong, 2020), los promotores del gobierno 
abierto enfrentarán el desafío de proteger los avances alcanzados, 
de mostrar su efectividad ante problemas crecientemente com-
plejos, y de desarrollar nuevas iniciativas con recursos económicos 
y niveles de legitimidad aún más limitados.

Con el fin de transitar hacia las etapas más difíciles de las re-
formas y confrontar las adversidades del nuevo escenario, este 
trabajo defiende la conveniencia de reenfocar el gobierno abierto 
desde una perspectiva de diseño de políticas públicas. La lógi-
ca de diseño es útil para capturar la complejidad, conflictividad 
e incertidumbre característicos de los procesos de políticas sin 
perder de vista la búsqueda de resultados efectivos. Implica un 
doble esfuerzo por evadir el abandono de la toma de decisiones 
públicas a la contingencia política (como sugieren los enfoques 
incrementales o el modelo de bote de basura) o su sometimiento 



Gobierno abierto: estrategias e iniciativas en Iberoamérica 23

al determinismo tecnoeconómico (en una lógica de políticas ba-
sadas en evidencia).

La segunda parte de este trabajo aborda los principales de-
safíos confrontados en el estudio y la acción en materia de aper-
tura institucional. Luego se repasa brevemente la naturaleza y 
evolución de la perspectiva del diseño de políticas y se discuten 
algunas de sus contribuciones a la comprensión de los proble-
mas, instrumentos, valores y estructuras de implementación del 
gobierno abierto, lo que constituye la tercera parte del estudio. 
En las conclusiones se resume el argumento y se vierten algunas 
observaciones sobre el desafío de institucionalizar la apertura.

I.	 El gobierno abierto como desafío, o los problemas  
del gobierno abierto

Los beneficios del gobierno abierto para la democracia han sido 
reconocidos en la obra de filósofos políticos y diseñadores cons-
titucionales como Locke, Mill, Rousseau, Madison, Bentham y 
Kant (Fenster, 2005). En la doctrina de la democracia liberal, el 
acceso a la información gubernamental, las libertades de expre-
sión y prensa, y el derecho a participar en las decisiones guber-
namentales se interconectan como características intrínsecas y 
condiciones de efectividad de la vida democrática (Ackerman y 
Sandoval-Ballesteros, 2006).

Así como promotores, la apertura ha tenido históricamente 
detractores. Contra la primacía de la apertura se ha argumentado 
que la transparencia gubernamental amenaza la seguridad nacio-
nal, la privacidad personal y la honestidad de las deliberaciones 
(Etzioni, 2018). La participación pública, en especial cuando se 
plantea como alternativa a la representación política, es cuestio-
nada por agudizar los conflictos y conducir a bloqueos decisorios 
o soluciones ineficaces (Held, 2006). Además de erosionar otros 
objetivos valiosos, los esfuerzos de apertura podrían no condu-
cir a sus fines prometidos, creando fachadas de aparente trans-
parencia, simulaciones participativas y respuestas compensatorias 



Gobierno abierto: estrategias e iniciativas en Iberoamérica24

que contrarrestan o anulan el efecto de la apertura (Hood, 2006;  
Roberts 2006).

La materialización institucional de la apertura no ha esta-
do exenta de obstáculos. El avance de las prácticas de gobierno 
abierto ha enfrentado resistencias derivadas de la propia estruc-
tura del sistema político-administrativo moderno. Por un lado, el 
dominio de la forma representativa de la democracia supuso la 
exclusividad de la participación ciudadana a la selección electoral 
periódica de las élites gobernantes, cuyas decisiones suelen ser 
adoptadas en procesos internos protegidos de las presiones ciuda-
danas (Schumpeter, 1976). Por otro, el modelo burocrático teori-
zado por Weber (2004) legitimó la existencia de una administra-
ción pública opaca y aislada, beneficiaria de suficiente autonomía 
para aplicar impersonal y objetivamente sus estándares profesio-
nales y procedimientos racionales a la tramitación eficiente de los 
asuntos públicos.

En ese sentido, no es casual que la apertura se haya comen-
zado a revalorizar como dispositivo político al calor de la crisis 
dual de la representatividad política y la objetividad burocrática 
(Rosanvallon, 2009). Desde la década de 1960, los promotores de 
la transparencia (Parks, 1957) y la participación (Pateman, 1970), 
ubicados tanto en democracias establecidas como incipientes, han 
encabezado la crítica a las democracias consolidadas exigiendo la 
garantía legal de la libertad de información pública y la puesta en 
práctica de innovaciones participativas. 

El saldo de estas iniciativas, acumuladas al cabo de varias dé-
cadas, alteró sin duda el panorama institucional. El número de le-
yes nacionales de acceso a la información pasó de menos de cinco 
en 1970, a 129 (Open Society Justice Initiative, 2019). Aunque 
varía considerablemente entre los países, la calidad regulatoria de 
estas normas ha mejorado: las leyes más recientes amplían la co-
bertura y disponen de mecanismos de apelación y regímenes de 
sanciones más robustos (Access Info Europe y Centre for Law 
and Democracy, 2020). También se registra una mayor apertu-
ra a la participación de actores no estatales en ámbitos como la 
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elaboración de regulaciones ( Johns y Saltane, 2016) y las políticas 
presupuestarias (Dias, 2018).

Debido a que, durante estas décadas, las comunidades de 
transparencia y participación se organizaron y movilizaron me-
diante coaliciones separadas y estrategias desconectadas, con-
frontando ambas oposiciones y obstáculos severos, sus demandas 
de apertura no llegaron a consolidarse en una agenda integrada 
y coherente de reforma institucional (Berliner, Ingrams y Pio-
trowski, 2018). El paradigma de gobierno abierto solo emergió a 
fines de la década del 2000, fruto de la convergencia en un núcleo 
común de significado de los programas de transparencia y acceso 
a la información, por un lado, y participación ciudadana y control 
social, por el otro.

El surgimiento de un nuevo paradigma es una coyuntura crí-
tica resultante de transiciones científicas y políticas. Implica un 
replanteamiento fundamental del horizonte normativo y las bases 
cognitivas en función de los cuales se elaboran las políticas pú-
blicas (Hall, 1993). En el plano académico, la investigación puso 
en los últimos años el énfasis en el carácter interdependiente de 
la transparencia y la participación (Ingrams, Kaufmann y Jacobs, 
2020). Estudios sobre los efectos de la transparencia han mostra-
do la impotencia del acceso a la información sin acción colectiva 
(Fox, 2016), mientras que evaluaciones de experiencias participa-
tivas han revelado la importancia de contar con información con-
fiable para lograr aportes ciudadanos efectivos (Pares, 2009). La 
apertura ha venido a implicar así un sistema de mecanismos de 
información pública, acción ciudadana y respuesta institucional.

En el plano político, el desplazamiento entre paradigmas de-
riva de una reconfiguración de la autoridad y el discurso domi-
nantes. La ineficacia de los esfuerzos de promoción democrática 
internacional, el creciente desprestigio de los programas multi-
laterales de «buena gobernanza» y el avance de iniciativas mul-
tipartes de cooperación internacional, crearon condiciones para 
el acercamiento de diversos intereses y perspectivas alrededor de 
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un nuevo programa de modernización institucional basado en la 
apertura (Weinstein, 2013).

Aunque es difícil singularizar la emergencia de un paradigma 
y atribuirlo a eventos o actores específicos, la administración de 
Barack Obama jugó un rol fundamental en su articulación. Por 
un lado, el lanzamiento de una política federal de gobierno abier-
to, materializada en el memorando presidencial (Obama, 2009) 
y directiva gubernamental (Orszag, 2009) de enero y diciembre 
de 2009, respectivamente; y por otro lado la convocatoria (Oba-
ma, 2010) y posterior fundación de la Alianza para el Gobier-
no Abierto (AGA, 2011), marcaron el salto de la apertura a un  
estatus global. 

Al cabo de una década de esfuerzos amparados en el paradig-
ma de gobierno abierto, los avances son sumamente relevantes. 
El gobierno abierto ha adquirido una centralidad inédita como 
agenda de referencia a nivel internacional, extendiendo su in-
fluencia a gobiernos de distintas regiones y niveles, así como a 
otras esferas del Estado y agencias de desarrollo (CLAD, 2016; 
OCDE, 2016; AGA, 2019). Gracias al surgimiento de nuevas 
plataformas voluntarias1 y a la proliferación de estándares, códi-
gos y mediciones internacionales2, se han configurado los lazos 
de un ecosistema global de gobierno abierto sumamente activo 
y dinámico, cuyo vocabulario ha permeado el discurso oficial de 
voceros de organismos internacionales, líderes corporativos, re-
presentantes políticos y activistas de la sociedad civil.

El gobierno abierto se ha constituido también en un imán 
que ha atraído el interés de múltiples disciplinas científicas y 
campos de estudio. La producción académica referida al tema 
se ha expandido considerablemente. Una búsqueda del térmi-
no open government en Google Scholar revela que el número anual 

1. Destacan la Iniciativa de Transparencia en las Industrias Extractivas (EITI), 
la Iniciativa Global por la Transparencia Fiscal (GIFT) y la Alianza por las 
Contrataciones Abiertas (OCP).
2. Por ejemplo, la Carta de Datos Abiertos (G8), el Código de Transparencia Fiscal 
(FMI) y el Índice de Gobierno Abierto (WJP).
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de resultados se ha multiplicado por más de cinco entre 2010 y 
2019. Algunas metaevaluaciones de la literatura dan cuenta de 
los refinamientos conceptuales y hallazgos empíricos realizados, 
mostrando una evolución de las definiciones de gobierno abierto 
y una comprensión mejorada de sus causas y efectos (Cucciniello, 
Porumbescu y Grimmelikhuijsen, 2016; Banco Mundial, 2016; 
Criado, Ruvalcaba-Gómez y Valenzuela, 2018).

A pesar de estos avances, subsisten déficits serios en la discu-
sión teórica y la práctica institucional. Varias cuestiones disputa-
das o ambiguas se beneficiarían en particular de la aplicación de 
una perspectiva de diseño y su orientación teórico-práctica. En 
este punto conviene mencionar diez aspectos problemáticos que 
merecen atención: definición, composición, consistencia, evalua-
ción, enfoque, fragmentación, integración, cobertura, aplicación y 
adecuación contextual del gobierno abierto.

La cuestión de qué es el gobierno abierto ha absorbido una 
parte desproporcionada de la discusión. Al igual que otros voca-
blos en boga, como innovación, el gobierno abierto puede consi-
derarse un concepto mágico (Pollitt y Hupe, 2009). Estas cate-
gorías se distinguen por su elevada abstracción, difusión, extensa 
cobertura y carga normativa. Esto les permite diluir u obscurecer 
tensiones constitutivas de la discusión pública, como la oposición 
entre democracia y eficiencia. Si bien el gobierno abierto facilita 
la movilización de coaliciones, el uso de conceptos mágicos tien-
de a ser irreflexivo: no solo dan pie a definiciones múltiples y en 
conflicto, sino que amparan medidas de políticas muy heterogé-
neas y potencialmente inconsistentes.

Un segundo problema deriva de la pobre diferenciación entre 
la definición y la composición del gobierno abierto. Repetida-
mente, el gobierno abierto es definido a través de sus compo-
nentes, es decir, como el resultado de la agregación de deter-
minados factores constitutivos (Mulgan, 2014). Esto diluye la 
idea del gobierno abierto como paradigma, en el sentido de un 
sistema de ideas y postulados cuya lógica no se reduce a la suma 
de sus partes. Además, no hay consenso respecto a cuáles son 



Gobierno abierto: estrategias e iniciativas en Iberoamérica28

estos componentes y cómo se relacionan con el concepto general, 
sea en el sentido de atributos contingentes o factores necesarios 
o suficientes.

Una alternativa para esclarecer la estructura conceptual del 
gobierno abierto es ubicar sus componentes en dos niveles: el nú-
cleo y la periferia conceptual. En el núcleo del significado existe 
cierto consenso en que el gobierno abierto contiene dos vectores 
de apertura: la transparencia (visión o información), y la parti-
cipación (voz o decisión) (Meijer, Curtin y Hillebrandt, 2012). 
Estas condiciones son individualmente necesarias y, en teoría, 
conjuntamente suficientes para abrir un gobierno. Las diferen-
cias, en cambio, se hacen más patentes en el nivel de la periferia 
conceptual, en el que pueden distinguirse al menos dos variantes. 

En una primera óptica, la colaboración completa la tríada 
de la apertura. Abarca iniciativas que incorporan capacida-
des, conocimientos e ideas existentes fuera del gobierno para 
mejorar los servicios públicos o producir soluciones innova-
doras a problemas del desempeño gubernamental, usualmen-
te utilizando TIC (Gascó-Hernández, 2013; Mergel, 2015). 
Esta visión ha adquirido su sentido en el contexto de demo-
cracias consolidadas y economías desarrolladas, en las que 
los promotores del gobierno abierto pueden dar por descon-
tada la existencia de un régimen efectivo de controles demo-
cráticos, una infraestructura administrativa moderna y un 
tejido social y económico relativamente cohesionado. Esta 
perspectiva suele relacionar las agendas de gobierno abier-
to, innovación pública y gobierno electrónico (Noveck, 2009;  
Linders, 2012).

La segunda estrategia ha consistido en incorporar como pi-
lar de apertura la rendición de cuentas o control democrático, 
entendido como el conjunto de mecanismos y procesos insti-
tucionales que permiten supervisar, corregir y sancionar el des-
empeño de las autoridades e instituciones públicas (Isunza y 
Gurza, 2018). Esta perspectiva ha cobrado fuerza en entornos 
marcados por una incipiente institucionalización democrática, 
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elevada desconfianza hacia las instituciones políticas y un pa-
trón predominantemente contestatario y de movilización con-
flictiva en las relaciones Estado-sociedad (Fontaine y Gurza, 
2019). El gobierno abierto se vincula en este caso con las agen-
das de accountability3 social y lucha contra la corrupción (Bauhr 
y Grimes, 2014).

El tema de la consistencia del gobierno abierto se refiere a 
en qué medida sus elementos integrantes son coherentes entre 
sí y a qué tipo de relación guardan entre ellos (Gil-García, Gas-
có-Hernández y Pardo, 2020). Este paradigma ha emergido de 
la fusión de reivindicaciones desarrolladas en distintas comu-
nidades, y muchos de sus postulados causales siguen teniendo 
una base frágil de evidencias (Williamson y Eisen, 2016). La 
consistencia interna del gobierno abierto puede considerarse un 
supuesto en vez de un hecho comprobado. Existen incertidum-
bres, por ejemplo, respecto hasta qué punto y bajo qué condicio-
nes la transparencia conduce a la rendición de cuentas, y en qué 
grado la participación es un mecanismo necesario para lograr 
esta conexión (Peixoto, 2013). Adicionalmente, la apertura suele 
ser necesaria, pero no siempre suficiente, para lograr mejoras en 
la gobernanza y un mayor desarrollo económico y social (Lee, 
Díaz-Puente y Martin, 2019).

El problema de la evaluación se presenta en el paso de la 
conceptualización abstracta a la medición operativa del gobier-
no abierto. No existe una estrategia de medición universalmente 
aceptada; no obstante, se han ensayado varios índices agregados 
(Cejudo et al., 2017; OEA, 2019). Estos intentos reflejan la di-
ficultad de traducir categorías conceptuales complejas en indi-
cadores numéricos simples (Michener, 2015a). Los desacuerdos 

3	 No existe un término singular en español que capture adecuadamente el significado 
de la expresión inglesa accountability. Los términos rendición de cuentas y responsabilidad 
se refieren a facetas y dimensiones de la accountability. Un gobierno accountable rinde 
cuentas de sus acciones y asume la responsabilidad de sus resultados, pero además está 
sometido a mecanismos permanentes de control, sanción y corrección que impiden 
el ejercicio arbitrario del poder y garantizan la persistencia del proceso democrático. 
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dan además cuenta de los intereses políticos y sesgos profesio-
nales que inciden en el diseño de las mediciones, así como la 
influencia que sus resultados –una vez difundidos como clasifi-
caciones comparativas– generan sobre los gobiernos y sus polí-
ticas (Erkkila, Peters y Piironen, 2016).

El gobierno abierto ha interesado a varias disciplinas, pero 
la fragmentación de los debates y la incomunicación entre los 
distintos abordajes han sido persistentes. En particular, tres co-
rrientes de estudios han sido muy relevantes (Oszlak, 2014):

En primer lugar, el análisis desde la ciencia política ha ten-
dido a enfatizar los procesos políticos detrás del gobierno abier-
to, su relación con los distintos regímenes de gobernanza, y sus 
efectos sobre los patrones de interacción entre Estado y socie-
dad (por ejemplo Hansson, Belkacem y Ekenberg, 2015). 

Segundo, los estudios administrativos han contemplado el 
gobierno abierto a la luz de distintas doctrinas de gestión pú-
blica y agendas de reforma administrativa, valorando sus efec-
tos diferenciados para distintas tradiciones institucionales (por 
ejemplo Gascó-Hernández, 2017). 

Los enfoques centrados en las TIC, por último, se han basado 
en la dimensión tecnológica del gobierno abierto, relacionándo-
lo con el gobierno electrónico, los datos abiertos, las redes so-
ciales u otras herramientas digitales (por ejemplo Bertot, Jaeger  
y Grimes, 2012). 

La interacción entre las dimensiones política, administrativa 
y tecnológica en contextos específicos ha sido poco explorada, lo 
cual puede deberse en parte a la falta de un enfoque de políticas 
públicas más bien holístico.

Estrechamente vinculadas a lo anterior se encuentran la frag-
mentación académica y la desintegración política del gobierno 
abierto. Me refiero a una doble tendencia relacionada. Los estu-
dios han tendido a abordar componentes singulares e interven-
ciones específicas (mayoritariamente portales de datos abiertos 
y procesos de colaboración), perdiendo de vista la consistencia 
entre y dentro de los componentes del gobierno abierto. 
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Este déficit se ha manifestado en una desarticulación de las 
políticas mismas, planteadas como compromisos de interven-
ciones específicas a implementarse en un horizonte temporal 
corto. Este estilo se refleja en los protocolos de AGA, consis-
tentes en planes bianuales surgidos de la suma de compromisos 
individuales adquiridos separadamente por diversas entidades 
del aparato estatal. La dificultad estriba en la brecha, en la des-
conexión, entre la ambición paradigmática del gobierno abierto 
y el alcance microinstitucional y microtemático de muchas de 
las acciones realizadas en su nombre (Rodrigues de Caires y 
Unkuch, 2018). 

En respuesta a esta brecha, organismos internacionales y 
académicos han abogado por reconectar los niveles macro (nor-
mativo) y micro (operativo) mediante diseños que reflejen más 
genuinamente el horizonte de transformación institucional 
supuesto por el gobierno abierto. En ese sentido, se identifica 
la necesidad de integrar el gobierno abierto a la planificación 
gubernamental (Cepal, 2018), adoptar una visión estratégica 
nacional (Ramírez-Alujas y Dassen, 2016), facilitar la confor-
mación de ecosistemas de gobierno abierto (Harrison, Pardo y 
Cook, 2012) y aplicarlo en la resolución de los problemas fun-
damentales de la sociedad (OGP, 2019).

Otro aspecto en el que existen desacuerdos es el de la cober-
tura del gobierno abierto y sus confines institucionales. Hay con-
troversias respecto al alcance del gobierno abierto y si realmente 
concierne exclusivamente al gobierno, o vale para el Estado, el 
sector público, o incluso hasta el conjunto de la sociedad orga-
nizada. En el mundo anglosajón, el término government suele 
usarse en sentido lato para referirse al Estado en su conjunto, 
mientras que en la cultura latina se refiere en sentido estricto al 
Poder Ejecutivo (Oszlak, 2013). 

Estas diferencias terminológicas han conducido a acuñar 
la categoría de Estado abierto, bajo la cual se han desplegado 
programas y acciones de apertura en instituciones legislativas, 
judiciales, contraloras y subnacionales (CLAD, 2016). Además, 
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anunque la denominación apunta al ámbito explícitamente pú-
blico, varios autores han subrayado la conveniencia de intervenir 
entidades híbridas surgidas de la colaboración del gobierno con 
socios externos (Park, Longo y Johnston, 2020), e incluso corpo-
raciones y grandes organizaciones privadas (Fung y Weil, 2010).

El problema de la adecuación ha sido relativamente desa-
tendido en la discusión sobre gobierno abierto. Aunque el con-
texto es habitualmente mencionado como condicionante de las 
políticas y reformas institucionales, en los hechos no hay una 
consideración suficientemente sistemática de su influencia (Po-
llitt, 2013). La cuestión reporta una relevancia estratégica, dada 
la aspiración del gobierno abierto a enraizarse en las distintas 
regiones y países, reflejando la peculiaridad de las diversas cul-
turas y regímenes institucionales (Obama, 2010). 

Finalmente, el gobierno abierto ha navegado en tensión en-
tre la discusión teórica y la práctica política. Por un lado, la ca-
tegoría ha circulado principalmente entre las élites globales y 
ha sido abrazada por coaliciones relativamente pequeñas y cen-
tralizadas dentro de los países, conformadas por políticos refor-
mistas, tecnócratas del sector público, centros de investigación 
y organizaciones profesionales de la sociedad civil (Guerzovich 
y Moses, 2016). Este estatus elitista ha estirado la brecha en-
tre las teorías y los discursos oficiales de gobierno abierto, y las 
movilizaciones concretas de demandas de apertura, por el otro 
lado (Rudiger, 2018). En consecuencia, muchos esfuerzos en el 
terreno no apelan aun al rotulo de «gobierno abierto», y siguen 
trayectorias más accidentadas y menos «puras» de lo que el mo-
delo oficial sugiere (Brockmyer y Fox, 2015).

Este conjunto diverso de problemas no tiene una resolución 
unívoca y sencilla, y quizá ni siquiera deseable, en tanto expresa 
el carácter vivo y dinámico del paradigma de gobierno abier-
to. Su problematización, sin embargo, constituye un paso útil 
tanto para la investigación académica como para la acción po-
lítica. Explotar este espacio de oportunidad para el avance de 
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la apertura institucional requiere aprovechar las potencialidades 
de una perspectiva de diseño de políticas.

II.	 El diseño de políticas como respuesta,  
o las soluciones del diseño

La aplicación de la lógica de diseño al gobierno de los asuntos co-
lectivos tiene orígenes remotos. La filosofía política ha consistido 
desde su origen en una crítica a las instituciones políticas estable-
cidas y una consecuente defensa de nuevos diseños institucionales, 
considerados más apropiados para el logro de valores superiores 
como la paz, la libertad o la justicia (Linder y Peters, 1995). 

No sorprende que, en su origen, las ciencias de políticas de 
Harold Laswell (1992) incorporaran de manera implícita una 
orientación de diseño, intentando colocar el formidable desarro-
llo de las ciencias y técnicas de la primera mitad del siglo XX 
al servicio de la resolución de problemas relevantes de la vida 
pública. En contraste con el modelo de planificación soviética, 
estas ciencias prometieron capturar la complejidad de los asun-
tos públicos y adaptarse a las contingencias gubernamentales en 
función de mejorar la calidad de las decisiones y salvaguardar la 
naturaleza plural y democrática de la vida política.

La aproximación a las políticas como disciplina de diseño 
expresa la convicción de que toda política es una manifestación 
más o menos coherente de un esquema o lógica de intervención 
subyacente (Simon, 1996). Esta convicción no es, sin embargo, 
universalmente compartida. La perspectiva de diseño ha sido 
doblemente cuestionada: por una parte es cuestionada por quie-
nes consideran las políticas como procesos racionales y lineales 
de toma de decisiones, y por otro por quienes las asumen como 
procesos altamente contingentes, confusos e impredecibles, resul-
tados de negociaciones políticas y oportunidades ocasionales de 
toma de decisiones (Dryzek, 1983).

El diseño solo alcanzó un estatus teórico explícito en la dé-
cada de 1980, como respuesta al visible divorcio entre la teoría y 
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la práctica de las políticas y a la constatación de que esta brecha 
estaba erosionando la capacidad de contribuir a la resolución de 
los complejos problemas enfrentados por los gobiernos (Linder y 
Peters, 1987). El diseño se propuso de entrada integrar las com-
plejidades técnicas y políticas en esfuerzos conscientes y sistemá-
ticos para producir resultados efectivos (Linder y Peters, 1988).

Estas ambiciosas promesas no condujeron, sin embargo, a un 
consenso inmediato. En realidad, la distancia ontológica entre 
los dos componentes del término produjo inevitables desen-
cuentros. Mientras ciertas perspectivas se han mantenido fieles a 
las raíces ingenieriles y arquitectónicas del diseño, transmitiendo 
al campo de las políticas las expectativas de orden, estabilidad y 
linealidad propias de ese mundo, otras ópticas han destacado la 
naturaleza política de las políticas, subrayando el conflicto y la 
contingencia como rasgos constitutivos de los procesos de dise-
ño (Peters y Rava, 2017). 

Estas diferencias se han manifestado en la ubicación del di-
seño en distintos planos de abstracción, tanto a nivel práctico 
(actividad) como teórico (teoría) y metateórico (marco analítico) 
(Hernández-Luis, 2019). En años recientes, ha ganado fuerza el 
argumento de que el mayor potencial del diseño se obtiene al 
concebirlo como un marco analítico, es decir, una metaperspecti-
va que provee un lenguaje, supuestos y orientaciones básicas para 
disciplinar la investigación y guiar la acción en los procesos de 
políticas (Milán, 2019).

Desentrañando sus posturas metodológicas subyacentes, 
es posible identificar cuatro perspectivas diferentes del diseño 
(Fontaine, 2019). Estos abordajes han evolucionado en el tiem-
po, tendiendo a consolidarse al incorporar nuevas problemáticas 
y precisar omisiones teóricas (Rodrigues de Caires, 2019). Cada 
una ofrece una óptica singular respecto a la naturaleza del dise-
ño, sea como modelo de selección de instrumentos, proceso de 
construcción social de grupos sociales, marco para la gobernanza 
de los problemas públicos y enfoque para la articulación de sis-
temas institucionales.
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La primera perspectiva se enfoca en los instrumentos como el 
componente central del diseño. De acuerdo con este enfoque, el 
diseño implica un proceso de escogencia y ajuste de herramientas 
de políticas, las cuales deben ser coherentes entre sí y consistentes 
con los objetivos propuestos, así como adecuadas al marco insti-
tucional o modo de gobernanza prevaleciente (Howlett, 2019). 
El énfasis se encuentra en la decisión gubernamental, la cual en 
teoría es racional y busca maximizar determinados valores. Se 
dejan en un segundo plano los conflictos políticos y organizacio-
nales que rodean la definición de los problemas, la enunciación 
de los objetivos y la repartición de recursos y responsabilidades 
entre entidades gubernamentales y grupos sociales.

La segunda perspectiva resalta las consecuencias políticas de 
los procesos de diseño. El diseño consiste aquí en un proceso 
simbólico y material de movilización de conocimiento, cons-
trucción de la imagen de los grupos y atribución a los mismos 
de ciertas cargas y beneficios. El proceso materializa los sesgos 
dominantes en la estructura social y el sistema político, y los tra-
duce en valoraciones simbólicas y asignaciones materiales. De 
este modo, el diseño puede provocar procesos degenerativos o 
manipulativos, pero también correctivos y democráticos. Esto 
repercute sobre los parámetros de la convivencia social, con lo 
cual el diseño puede conducir a sociedades más inclusivas y de-
mocráticas, o más excluyentes y desiguales (Schneider, Ingram y 
DeLeon, 2014).

En tercer lugar, el enfoque de la gobernanza de problemas in-
terpreta el diseño como un proceso de construcción colectiva de 
problemas públicos, en el cual entran en juego luchas políticas, 
pero también controversias intelectuales (Bobrow y Dryzek, 1987). 

El objeto del diseño es conducir las necesidades sociales des-
de su surgimiento hasta su procesamiento y atención continua 
por parte de la maquinaria institucional del Estado. Esto pue-
de realizarse de manera más abierta o cerrada, dependiendo 
de la cantidad de actores, marcos interpretativos y argumentos 
incorporados durante el proceso. Un diseño efectivo captura 
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las perspectivas no solo de las autoridades políticas, sino de los  
implementadores, grupos-meta y otros actores interesados, pro-
piciando intercambios y deliberaciones políticas que permitan 
igualar el escenario de discusión, hacer los problemas tratables, 
estimular aprendizajes colectivos y generar soluciones sosteni-
bles (Hoppe, 2011).

Finalmente, la perspectiva institucional concibe el diseño 
como un proceso de articulación de sistemas de acción con el 
fin de producir un cambio institucional (Fontaine, Medrano 
Caviedes y Narváez, 2020). El foco está en la consistencia de la 
política entre los problemas, instrumentos, valores y estructuras 
de implementación, así como su adecuación al contexto. Cada 
uno de estos componentes se refiere a un modelo o sistema del 
diseño: causalidad, instrumentación, evaluación e intervención, 
respectivamente (Peters, 2018). 

El reto estriba en movilizar actores, estructuras y recursos 
para transformar ideas en resultados, teniendo en cuenta que 
el valor de las políticas siempre es una función del contexto 
(Peters, 2016). Este proceso puede sistematizarse en la forma 
de un mecanismo a través del cual se transmiten fuerzas cau-
sales, desde la definición de objetivos al registro de resultados, 
pasando por los sistemas responsables de la formulación, coor-
dinación e implementación (Fontaine, 2019).

Este último enfoque propone una mirada balanceada de los 
distintos componentes del diseño y abstrae la perspectiva ana-
lítica lo suficiente para proveer un lenguaje sensible a la diver-
sidad de problemas que atraviesan los procesos de políticas. Al 
hacer énfasis en los retos del cambio institucional, resulta una 
perspectiva útil para abordar el estudio de las políticas de go-
bierno abierto y confrontar los desafíos identificados en la sec-
ción anterior. Su validez ha cobrado especial vigencia debido a 
la confluencia de un conjunto de tendencias y fenómenos que 
ponen en cuestión el rol de los gobiernos en el escenario actual.

En primer lugar, se ha extendido la consciencia sobre la com-
plejidad, interdependencia, transversalidad e impredictibilidad 
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características de un conjunto extenso de problemas públicos, 
tanto tradicionales (pobreza) como nuevos (cambio climático)  
(Peters, 2017). 

Segundo, los gobiernos siguen teniendo dificultades para con-
trarrestar el deterioro acumulado de su credibilidad y enfrentan 
descontento y escepticismo respecto a su capacidad de proveer 
bienestar, lo que en algunos casos se traduce en cinismo y resis-
tencia frente a los intentos de intervención gubernamental. 

Tercero, la maquinaria institucional del Estado se ha compleji-
zado de manera significativa en estas últimas décadas, consecuen-
cia del emplazamiento sucesivo de programas de reformas y de la 
multiplicación de arreglos e instancias organizacionales de dis-
tinto signo. Además de la propia complejidad de movilizar o ali-
near este inmenso y desordenado aparato de gobernanza (Peters,  
Pierre y Galaz, 2019), se ha vuelto crecientemente difícil deter-
minar el efecto de determinados cambios y ajustes institucionales  
(Pollitt y Bouckaert, 2017). 

Cuarto, en años recientes se ha producido una renovación 
profunda de las perspectivas tecnocráticas que ofrecen recetarios 
de diseño, entre las que se encuentran las técnicas de políticas ba-
sadas en evidencia, los enfoques de economía conductual, el aná-
lisis de grandes datos y las aplicaciones de inteligencia artificial 
(Howlett y Mukherjee, 2018). Estas herramientas amenazan con 
encuadrar las dinámicas de diseño en procesos cerrados y mode-
los rígidos, solo accesibles a especialistas. 

En un sentido contrario, se ha consolidado una amplia gama 
de vías y mecanismos para la participación de actores no estatales 
en los procesos de políticas. Este flujo constante de participación 
puede operar como fuerza positiva para la mejora del desempeño 
gubernamental, pero también puede ser fuente de conflictos, in-
decisiones o sesgos en las políticas. 

Este estado de cosas reafirma la conveniencia del enfoque de 
diseño como marco de análisis y guía de intervención en materia 
de gobierno abierto. A fines de presentar los aportes del dise-
ño institucional de políticas al gobierno abierto, se organiza la 
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revisión en los cuatro componentes principales del diseño: pro-
blemas, instrumentos, valores y estructuras de implementación.

Causalidad: los problemas de las políticas 
en el gobierno abierto
 ¿Cuáles son los problemas para los cuales la apertura institucio-
nal es una solución?, ¿cómo se relacionan entre sí?, ¿están ani-
dados, son equivalentes, se superponen parcialmente o son in-
dependientes?, ¿cuál es la estructura causal de estos problemas?, 
¿responden a una configuración simple o compleja? Estas cues-
tiones son esenciales, pero en la literatura han tendido a asumirse 
implícitamente como resueltas.

Al contrario de lo que suponen los defensores del método 
racional de toma de decisiones, no es raro que primero surja la 
solución y luego el problema: los instrumentos pueden crear su 
propia demanda (Cohen, March y Olsen, 1972). Esto es habitual 
cuando emergen nuevos paradigmas y se reinterpretan las situa-
ciones problemáticas preexistentes en modos que calcen con sus 
procedimientos operativos de intervención. Una vez instituciona-
lizado un determinado estilo de diseño, este tiende a figurar como 
herramienta por defecto y se activa automáticamente para lidiar 
con situaciones nuevas o inesperadas (March y Olsen, 2006). 

Como giro paradigmático, el gobierno abierto acarrea una 
reinterpretación de los problemas fundamentales enfrentados en 
la gobernanza y la gestión pública. La apertura como solución 
guarda correspondencia con la opacidad y la exclusión como 
causas-fuentes de un amplio abanico de problemas, muy diversos 
entre sí. Este rango abarca desde el pobre rendimiento de los 
servicios públicos básicos hasta la pérdida de legitimidad y el 
descrédito de las autoridades políticas e instituciones públicas. 

En ese sentido, el gobierno abierto confronta, más que al-
gunos problemas específicos e independientes, un sistema com-
plejo de problemas. Estos no solo se ubican en distintos niveles 
de abstracción (problemas macro del sistema político, meso del 
sector institucional, y micro de la organización específica), sino 
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que ellos mismos se distribuyen en un arco según sus grados  
de complejidad. 

Si bien la falta de acceso a la información sobre las competen-
cias o servicios de cierta agencia pública puede catalogarse como 
un problema simple, que tiene una solución conocida y que no 
suscita una significativa controversia ideológica o profesional, 
la desconfianza ciudadana en las instituciones gubernamentales 
puede considerarse un problema maligno, en tanto se configura 
en un clúster difuso de brechas e insatisfacciones que se enredan 
confusamente con otros problemas y cuya solución está lejos de 
ser evidente. Además, se carece de suficiente conocimiento para 
predecir el efecto de determinadas intervenciones o la moviliza-
ción de ciertas herramientas.

La perspectiva del diseño permite problematizar la defini-
ción de los problemas y contrastar distintas formas de definirlos 
con miras a su intervención mediante políticas. En particular, el 
gobierno abierto se dirige a un tipo particular de problemas ins-
titucionales. Es decir, problemas referidos a la organización del 
aparato institucional del Estado y al diseño de sus vínculos con 
los actores no estatales. La calificación de «disfuncionalidad ins-
titucional», si bien es crucial para orientar la búsqueda de cono-
cimientos adecuados al diseño de estas políticas, no es suficiente 
para proveer una caracterización integral de dichos problemas.

Es posible desagregar y analizar los problemas del gobierno 
abierto por un conjunto de atributos (Peters, 2005). De manera 
general, son problemas que no son solubles de forma definitiva, 
en tanto cualquier ajuste institucional suele derivar en nuevos 
desequilibrios que demandan sucesivas intervenciones. Son, en 
general, problemas complejos, tanto en sentido político –involu-
cran a múltiples actores e intereses sociales, políticos y adminis-
trativos– como analítico –múltiples factores intervinientes que 
se vinculan confusamente–. En consecuencia, los riesgos de asu-
mir ciertos remedios como soluciones definitivas y confundir los 
síntomas y efectos con las causas del problema son altos y elevan 
las posibilidades de producir intervenciones fallidas.
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Una última consideración se refiere a los múltiples vehícu-
los que trasladan los problemas del gobierno abierto a la agen-
da pública. La inscripción en agenda es un proceso típicamente 
político mediante el cual ciertas necesidades sociales pasan a ser 
integradas al conjunto de responsabilidades gubernamentales. 

Como paradigma dominante, el gobierno abierto tiene ven-
taja en atraer los problemas a su órbita de influencia. Si bien hay 
obstáculos políticos, económicos e institucionales, muy diversos 
eventos focales pueden funcionar como detonantes del acceso 
a la agenda de estos problemas: crisis económicas, escándalos 
de corrupción, exposición pública de mal desempeño, deman-
das sociales o la participación gubernamental en foros e inicia-
tivas internacionales. El tipo de transporte y los actores que lo  
conducen afectan, en última instancia, el tipo de respues-
ta gubernamental, la cual se materializa invariablemente en  
la movilización de ciertos instrumentos. 

Instrumentación: Los instrumentos de las políticas  
en el gobierno abierto
Los instrumentos de políticas están en el centro del diseño. Son 
dispositivos institucionales que organizan y regulan las relaciones 
entre Estado y sociedad, en correspondencia con ciertas repre-
sentaciones y significados (Lascoumes y Le Gales, 2007). Las 
políticas emergen de la combinación de instrumentos, que a su 
vez movilizan recursos estatales de información, autoridad, tesoro 
y organización (Margetts y Hood, 2016). La selección de instru-
mentos responde a diversos factores, de entre los cuales destacan 
los objetivos o fines buscados con la intervención.

El primer desafío es, precisamente, traducir problemas en ob-
jetivos. Esto parece más trivial de lo que realmente es. En general, 
existe un conocimiento deficiente respecto a los orígenes de los 
objetivos que los gobiernos se proponen alcanzar. Las fuentes de 
objetivos suelen ser diversas y sus canales de acceso condicionan 
tanto el modo en que son enunciados como los mecanismos utili-
zados para alcanzarlos. Además, no siempre tienen una conexión 
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obvia con los problemas y muchas veces se expresan de forma 
ambigua y genérica.

La cuestión principal es qué perspectiva u orientación se im-
pone en el proceso de transformación de problemas a objetivos. 
Este es un proceso fundamentalmente político. Pueden existir 
objetivos que se hereden inercialmente, se copien de ámbitos 
de referencia, se pacten en foros políticos o se introduzcan su-
brepticiamente para favorecer intereses particulares. No es raro 
tampoco que se movilicen recursos y formulen políticas sin tener 
objetivos claros. Los atributos «mágicos» del gobierno abierto ex-
plican que sea abrazado de manera frecuente como «compromi-
so» oficial de los gobiernos, más allá de la capacidad o voluntad 
real de materializarlos. En consecuencia, son elevados los riesgos 
de simulación y desacoplamiento institucional.

En la situación ideal, una vez definidos los objetivos de re-
ferencia el desafío fundamental del diseño es adjuntarles ins-
trumentos apropiados. Estos instrumentos deben movilizar efi-
cientemente los recursos disponibles, articularse coherentemente 
entre sí e implementarse de modo consistente. Existen múltiples 
consideraciones, lógicas y estilos de selección de instrumentos. 
En primer lugar, la pertinencia de los instrumentos puede juz-
garse por criterios económicos (costos y beneficios), políticos 
(aceptación política y social), administrativos (simplicidad y fo-
calización) y éticos (grado de coerción y afectación a la libertad 
individual) (Peters, 2018). Cuando hablamos de gobierno abierto, 
una valoración ponderada de estos criterios es esencial para ase-
gurar la factibilidad política, técnica y social de las intervenciones.

En segundo lugar, la selección de instrumentos puede res-
ponder al menos a cuatro lógicas (Linder y Peters, 1998). Bajo 
una lógica instrumental, la tendencia es adoptar repetidamen-
te determinados instrumentos «universales» que se consideran 
apropiados para una amplia variedad de situaciones. Esta prefe-
rencia suele provenir de creencias ideológicas, sesgos profesiona-
les o preferencias políticas. Es una lógica frecuente detrás de la 
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adopción de portales de datos abiertos, considerados señales del 
vanguardismo de los gobiernos. 

Otro enfoque asume que lo más relevante es la adecuación de 
la herramienta al problema, usualmente mediante un proceso ite-
rativo de implementación. Esta lógica procedimental se expresa, 
por ejemplo, en el diseño de procesos colaborativos para la mejora 
de servicios públicos, herramientas que suelen implantarse me-
diante ciclos repetidos de creación, ensayo y revisión de solucio-
nes (Bloomkamp, 2018).

El modelo contingencialista enfatiza la adecuación del ins-
trumento al contexto. A partir de la caracterización objetiva de 
los requerimientos de la situación, se escoge racionalmente la he-
rramienta cuyas características se adapten mejor a estos paráme-
tros. En teoría, los procesos de cocreación de planes de acción de 
gobierno abierto integran esta lógica, especialmente a nivel local 
(Naser, Fideleff y Tognoli, 2020).

Finalmente, la lógica constructivista implica la construcción 
política de los instrumentos en función de los valores y percep-
ciones de los actores involucrados, buscando legitimar simbólica-
mente la intervención para que sea efectiva. Es habitual que esta 
lógica se exprese en procesos participativos, especialmente los 
que incluyen dinámicas de deliberación. En estos, el diseño de las 
interacciones está pensado para crear confianza y sentido de em-
poderamiento en los participantes (Fung y Olin Wright, 2001).

El estilo de la selección de instrumentos es también crucial. El 
empaquetamiento de nuevas políticas para reemplazar a las pre-
existentes es una situación ideal que no siempre resulta factible. 
Habitualmente, las políticas emergen y se insertan en espacios 
ya atiborrados por intervenciones previas y no pueden eliminar 
ciertas herramientas o anular sus efectos. 

En el caso del gobierno abierto, ha sido frecuente que los 
gobiernos miembros de la AGA incluyan en sus compromisos 
acciones que ya se encontraban en marcha o cuyo inicio estaba 
ya previsto en los planes gubernamentales (Fraundorfer, 2016). 
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Esto da cuenta de la tendencia dominante a instrumentar el go-
bierno abierto mediante estrategias de superposición (agregar 
nuevos instrumentos y hacer retoques a las políticas existentes, 
como las de gobierno electrónico y modernización administrati-
va), conversión (cambiar los instrumentos, manteniendo los ob-
jetivos ya establecidos) y deriva (reorientar los objetivos hacia el 
gobierno abierto, pero preservando los instrumentos) (Howlett, 
Mukherjee y Rayner, 2018).

Tres consideraciones adicionales pueden hacerse respecto a la 
instrumentación del gobierno abierto. En cuanto a los objetivos, 
hay serios riesgos de perder de vista el horizonte normativo del 
gobierno abierto debido a la creciente segmentación de los pila-
res y la priorización de subobjetivos como los de transparencia 
y participación. Por su amplitud, la agenda de gobierno abierto 
es susceptible de fragmentarse en programas dispersos que se li-
mitan a administrar una determinada herramienta (portales de 
datos abiertos, por ejemplo).

De igual modo, la multiplicación de instrumentos disponi-
bles, surgidos gracias a la continua innovación tecnológica e ins-
titucional, suele ampliar desmesuradamente el acervo de técnicas 
factibles para el diseño de una intervención. Esto puede produ-
cir dos efectos igualmente adversos: de un lado, el retiro tímido 
de los instrumentos familiares o las buenas prácticas, y del otro 
la superposición de instrumentos que, adoptados con prisa y sin 
análisis previo para «estar al día», se contraponen o duplican, oca-
sionando ineficacias e ineficiencias. 

Por último, hay un alto riesgo de contradicción entre sustancia 
y proceso, en tanto la apertura es perseguida mediante sistemas 
de formulación y decisión cerrados y opacos (Ramírez-Alujas y 
Dassen, 2014). Este sesgo no solo puede restar efectividad a las 
políticas, sino también deslegitimar el gobierno abierto a los ojos 
de representantes de la sociedad civil y ciudadanos. En todo caso, 
la meta última del diseño debe ser buscar sinergias entre instru-
mentos, aprovechando al máximo el espacio de diseño disponible. 
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Evaluación: los valores de las políticas en el gobierno abierto
El diseño de políticas lidia con seres humanos y, por tanto, impli-
ca indefectiblemente símbolos y valores (Peters, 2018). El gobier-
no abierto en particular tiene una alta carga normativa. Se trata 
de una categoría portadora de múltiples visiones normativas. De 
acuerdo al discurso dominante, el gobierno abierto puede signifi-
car un gobierno garante del bienestar, transparente y sometido a 
justificación pública, participativo y promotor del civismo, y co-
laborador y facilitador del aprendizaje (Villoria Mendieta, 2012).

Como metalenguaje, es susceptible de múltiples interpreta-
ciones e inferencias, cuyas fricciones pueden llegar a provocar 
confluencias «perversas». Es decir, aparentes equivalencias que 
ocultan orientaciones y objetivos contradictorios. En efecto, la 
doctrina de la apertura se ha articulado en claves tecnológicas 
(gobierno electrónico y datos abiertos) y político-institucionales 
(participación y control democrático) (Yu y Robinson, 2012). 
Esto permite entender las dificultades de comunicación y diálogo 
existentes entre distintas comunidades, incluso aquellas cognitiva 
y estratégicamente cercanas, como la abocada al acceso a la in-
formación y la especializada en datos abiertos (Berliner, Ingrams  
y Piotrowski, 2018).

Además de reivindicar valor intrínseco, el gobierno abierto 
promete servir a fines sustantivos socialmente valiosos. Sus pro-
motores destacan sus efectos positivos para el fortalecimiento 
democrático, la innovación económica y el desarrollo social, pero 
la base de evidencias que soporta estas relaciones causales es aún 
muy débil y limitada (OGP, 2019). Además, la sobrecarga de ex-
pectativas normativas causa presión sobre la agenda de reformas, 
amenaza su consistencia y es, como ha sido para otros programas 
ambiciosos de reformas, fuente potencial de descrédito. Por otro 
lado, además de valores terminales, el gobierno abierto demanda 
valores procedimentales: las políticas de gobierno abierto deben 
ser ellas mismas fruto de procesos transparentes y participativos.

Estos altos estándares normativos y las tensiones entre ellos 
deben considerarse a la luz del ámbito de surgimiento y circulación 
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de la categoría. El gobierno abierto adquirió consistencia para-
digmática gracias a iniciativas internacionales del más alto nivel, y 
como resultado de la confluencia de representantes de gobiernos, 
organismos internacionales y organizaciones no gubernamentales 
(Gruzd et al., 2018). En ese sentido, el tránsito hacia los ámbitos 
de implementación que más requieren de apertura (gobiernos de 
países en desarrollo, especialmente en niveles subnacionales) no 
se ha completado y persiste cierta desconexión entre la agenda 
global de gobierno abierto y las prácticas en el terreno de grupos 
y movimientos sociales.

Unas preguntas pertinentes son quién decide el valor del go-
bierno abierto, y, más específicamente, qué voces y percepciones 
deben ser tenidas en cuenta. Esto tiene gran relevancia, dadas las 
brechas que existen entre distintos modelos de evaluación, como 
los rankings internacionales, usualmente producidos a partir de 
juicios expertos o percepciones de representantes de alto nivel 
del sector privado y la sociedad civil, la evaluación por pares o 
especialistas, realizada en foros multipartes, y las encuestas a los 
propios ciudadanos.

Por ejemplo, el gobierno mexicano, líder fundador de la AGA 
y protagonista de otras iniciativas internacionales, ha sido am-
pliamente reconocido por sus avances en materia de apertura 
en varias mediciones globales (IBP, 2020). Sin embargo, en una 
encuesta realizada en 2013, solo un 16 % de los mexicanos con-
sideró su gobierno como abierto. Casi un 80 % manifestó que 
desearía que el gobierno fuese más abierto, un 71 % desearía 
obtener más información sobre el gobierno, y 73 % deseaba te-
ner una voz en las decisiones sobre gasto y contratación pública 
(OGP, 2013).

Además de quién evalúa, es crucial la cuestión de en función 
de qué criterios se evalúa: con distintas escalas o ponderacio-
nes, se pueden extraer conclusiones diametralmente opuestas. 
El gobierno abierto puede juzgarse a la luz de consideraciones 
políticas, especialmente respecto a su capacidad de ganar credi-
bilidad para el gobierno, mejorar los prospectos de reelección de 
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los políticos o, incluso, facilitar el monitoreo de los funcionarios  
administrativos (Michener, 2015b). 

En cambio, desde una perspectiva económica el gobierno 
abierto puede servir para reducir costos presupuestarios y fomen-
tar la generación de valor a partir de los datos públicos. En una 
lógica administrativa, puede facilitar la descentralización de fun-
ciones y el traslado de ciertas tareas a los particulares –como en el 
caso del procesamiento y análisis de los datos abiertos o la gestión 
de ciertas tareas en el marco de diseños colaborativos.

Finalmente, también hay decisiones que tomar respecto a 
cómo evaluar el gobierno abierto. Al igual que con la selección de 
instrumentos, su evaluación debe ser transparente y participativa. 
En una lógica de diseño, la evaluación es un proceso continuo de 
aprendizaje y corrección, que permite verificar la consistencia de 
la política, considerar sus efectos y aplicar ajustes. 

La intervención: las estructuras de implementación  
en el gobierno abierto
Este componente se refiere al diseño y operación de las es-
tructuras administrativas responsables de implementar el go-
bierno abierto. Ha sido ampliamente analizado en los estudios 
sobre administración y gestión pública, aunque se ha conside-
rado insuficientemente el vínculo entre el diseño de políticas y 
el diseño de las instituciones responsables de su implantación  
(Linder y Peters, 1989). Esta relación es especialmente impor-
tante, dada la acumulación frenética de innovaciones, rediseños y 
ajustes organizacionales en el aparato gubernamental durante las 
últimas décadas.

Las estructuras de implementación pueden ser concebidas 
como instituciones y, en tanto tales, no se ajustan automáticamen-
te a los cambios de objetivos o los reemplazos de instrumentos, 
sino que tienen sus propias dinámicas de cambio y perduración 
(Peters, 2014). La funcionalidad del gobierno abierto requiere es-
tructuras abiertas, es decir, una reconfiguración institucional pro-
funda de los arreglos burocrático-gerenciales heredados. 
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En los últimos años se ha registrado una irrupción de experi-
mentaciones organizacionales alineadas con los principios del go-
bierno abierto. Aparte de las estrategias de codiseño y cocreación, 
se han multiplicado los laboratorios de innovación, las fuerzas de 
tareas, los equipos multidisciplinarios y los arreglos de crowdsour-
cing4, entre otros dispositivos (Mintrom y Luetjens, 2018). Estos 
avances, sin embargo, distan aun del idealizado modelo de go-
bierno como plataforma (O’Reilly, 2010), y en general enfrentan 
serias resistencias culturales (Gascó-Hernández, 2017).

La implementación del gobierno abierto abarca dos instan-
cias fundamentales. En primer lugar, implica un proceso de coor-
dinación intragubernamental. La experiencia ha mostrado que 
asignar las responsabilidades de gobierno abierto a una entidad 
ubicada en el centro del gobierno (oficinas directivas o despacho 
de la máxima autoridad política del gobierno), que tenga atribu-
ciones en el área estratégica de la reforma del Estado, contribuye 
a una coordinación efectiva, especialmente si se compara con la 
ubicación de dichas competencias en dependencias técnicas de 
gobierno electrónico o estrategia digital (OCDE y BID, 2016). 

En segundo lugar, la implementación incluye el modo de 
procesamiento de las interacciones con otros actores y grupos 
fuera del gobierno, sea en un estilo horizontal y receptivo o ver-
tical y coercitivo. El gobierno abierto tiene en esto una doble 
implicación. Primero, conlleva una dinámica expansiva que, en 
función de un horizonte de Estado abierto, extienda y adapte la 
lógica de la apertura a otros poderes públicos y niveles de gobier-
no (Ramírez-Alujas, 2019). Segundo, la esencia de la apertura 
implica admitir un margen de flexibilidad y adaptación a la pro-
pia dinámica generada con los actores no estatales, integrando 

4	 Del inglés crowd –multitud– y outsourcing –recursos externos–. Se puede traducir 
como colaboración abierta distribuida o descentralizada. Consiste en trasladar tareas 
tradicionalmente realizadas por empleados o contratistas a un amplio número de 
personas o miembros de una comunidad, quienes son convocados de manera abierta 
y colaboran entre sí de manera flexible.
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los resultados emergidos de estos procesos. Esto significa la pér-
dida de cierto grado de control por parte del gobierno, lo que 
nuevamente remite a las tensiones con las lógicas burocráticas 
instaladas en el aparato estatal.

Finalmente, cabe preguntarse por el enfoque de implemen-
tación más apropiado para el gobierno abierto. El modelo de la 
AGA ha sido predominantemente top-down5, en tanto ha surgi-
do de compromisos del alto gobierno a partir de los cuales se ha 
movilizado la maquinaria gubernamental para formular e imple-
mentar distintas acciones. Además, la sucesión de planes bianua-
les ha implicado una perspectiva temporal más bien secuencial  
y acumulativa. 

Sin embargo, es crucial complementar estos esfuerzos con 
procesos bottom-up, de modo de acercar el gobierno abierto a los 
espacios de decisión más próximos a los ciudadanos, y asegurar 
que esta agenda sirva a las distintas reivindicaciones de los grupos 
sociales (Hernández-Bonivento, 2017). Esta necesidad ha sido 
recogida por la propia AGA con el lanzamiento de su programa 
de gobierno abierto subnacional (OGP, 2016). De igual forma, 
aunque un enfoque gradual puede ser especialmente apropiado 
cuando se abordan reformas complejas y hay limitaciones de re-
cursos y capacidades, esto debe enmarcarse en una perspectiva 
estratégica que dote al gobierno abierto de un sentido de conjun-
to y un horizonte claro de mediano y largo plazo (Cepal, 2018). 

III.	Conclusiones

Entre las perspectivas política, administrativa y tecnológica del 
gobierno abierto se observa un vacío teórico y una brecha prácti-
ca que una perspectiva de diseño de políticas puede contribuir a 

5	Top-down  (‘de arriba abajo’) y  bottom-up  (‘de abajo arriba’) son estrategias de 
procesamiento de información características de las ciencias de la información. En el 
campo de las políticas públicas, estos términos son utilizados para referirse a los dos 
estilos clásicos de implementación: el primero, jerárquico y centralizado y el segundo, 
flexible y descentralizado.
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llenar. En este trabajo se han identificado un conjunto de desafíos 
que atraviesan el paradigma del gobierno abierto y, a la luz de los 
mismos, un conjunto de aportes del diseño. Más que proponer 
una respuesta definitiva que clausure la discusión, se trata de ali-
mentar un debate que no tiene visos de extinguirse.

El principal argumento esgrimido es que una perspectiva de 
diseño, particularmente de diseño institucional, contribuye a de-
limitar, esclarecer y afrontar los problemas conceptuales, causales, 
instrumentales, normativos y operativos del gobierno abierto.

Mediante una apelación a la movilización reflexiva del cono-
cimiento, la adecuación de las intervenciones a la naturaleza com-
pleja y cambiante de la acción pública y la búsqueda deliberada 
de resultados valiosos, una lógica de diseño permite reevaluar los 
supuestos implícitos del gobierno abierto, revisar su consisten-
cia interna y adecuación al contexto, cuestionar la relación entre 
sus objetivos e instrumentos, contemplar su efectividad frente a 
distintos problemas públicos, orientar sus estrategias de coordi-
nación e implementación y, en definitiva, crear una perspectiva 
estratégica e integral que sirva de forma más eficaz a las grandes 
ambiciones de esta agenda de reformas.

Aunque se ha revisado una sola dirección de la relación (el 
aporte del diseño al gobierno abierto), es innegable que, en senti-
do inverso, el gobierno abierto ha permeado el propio pensamien-
to de diseño. El llamado «nuevo» diseño expresa una orientación 
a la apertura e intenta incorporar mecanismos de participación, 
colaboración y aprendizaje en función de producir soluciones 
creativas e innovadoras. En ese sentido, un mayor diálogo entre el 
diseño como proceso y el gobierno abierto como sustancia tiene 
un potencial que este trabajo apenas alcanza a esbozar.

Finalmente, cabe preguntarse ¿qué quedará de todo lo que se 
ha escrito y hecho en nombre del gobierno abierto? La institucio-
nalización del gobierno abierto es, sin duda, un reto fundamental. 
El carácter aún incipiente de esta agenda, su abordaje superficial 
como «moda» y los distintos retos mencionados en la segunda 
parte del documento, amenazan la consolidación y continuidad 
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del paradigma, más aún a la luz del complejo escenario global 
al que se enfrentarán los esfuerzos de gobernanza pospandemia. 

La institucionalización del gobierno abierto no es una función 
automática de la continuidad o acumulación de intervenciones, 
sino que consiste en un doble proceso de implantación efectiva 
de los valores de la apertura en el metabolismo institucional, jun-
to al desarrollo de capacidades adaptativas que permitan adecuar 
las estructuras y políticas de apertura a los cambios contextuales. 
Lograr este equilibrio entre cierre y apertura es el reto más im-
portante de un esfuerzo de diseño aplicado al gobierno abierto.
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En la actualidad, los países de América Latina y el Caribe 
se encuentran en una profunda encrucijada. Por un lado, 
desde fines del siglo XX se destaca la consolidación de sis-

temas democráticos y el robustecimiento institucional acompa-
ñado de una ciudadanía mucho más activa y vigilante. Por el otro, 
reiterados casos de corrupción y mal uso de los fondos públicos 
que, sumado a la fuerte desigualdad que ha persistido en la región, 
dibujan un cuadro en el que se ha venido configurando un abismo 
entre la clase política y sus representados, un generalizado senti-
miento de indignación y desencanto que ha favorecido el surgi-
miento de diversas crisis de carácter político, económico y social. 

Frente a este escenario, el paradigma de gobierno abierto se 
ha venido instalando como una respuesta institucional para hacer 
frente a estos desafíos y como espacio que renueva y fomenta un 
esfuerzo más compartido y horizontal para trabajar los asuntos 
públicos y avanzar hacia el bienestar colectivo: una nueva forma 
de gobernar(nos).

En este contexto, uno de los principales desafíos de la Agen-
da 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, lanzada por la 
Organización de Naciones Unidas a fines de 2015 y suscrita por 
193 países, consiste en configurar un nuevo marco de gobernanza 
pública que garantice, de acuerdo al Objetivo 16, el promover 
sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, fa-
cilitar acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, 
responsables e inclusivas a todos los niveles. Sin lugar a dudas 
que ello supone potenciar, desarrollar y profundizar iniciativas, 
estrategias y políticas públicas ligadas al concepto de gobierno 
abierto en nuestra región, así como adecuar la arquitectura de la 
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institucionalidad pública para lograr un esquema de desarrollo a 
escala humana, inclusive más allá del gobierno, hacia otros pode-
res y ámbitos (la emergente distinción de Estado abierto).

El paradigma del gobierno abierto constituye un medio de 
referencia y un eje fundamental para cumplir los objetivos de la 
Agenda 2030, y dados los recientes avances en los países de la 
región que actualmente son parte de la Alianza para el Gobierno 
Abierto (15 en total), pareciera que es necesario transitar hacia 
la idea de Estado Abierto. Es decir, un esfuerzo institucional 
por promover y articular políticas y estrategias en materia de 
transparencia, acceso a la información y datos abiertos, rendición 
de cuentas, participación ciudadana y colaboración e innovación 
cívica más allá del Poder Ejecutivo, hacia el Poder Legislativo 
y Judicial, pero también a los niveles subnacionales y locales de 
gobierno (Naser, Ramírez-Alujas y Rosales, 2017:15).

A continuación se discute acerca del aporte que las estrategias 
de gobierno abierto, y el tránsito a lo que se ha venido llamando 
Estado Abierto, pueden tener para el logro del desarrollo soste-
nible. Tales estrategias representan una caja de herramientas que 
permite configurar espacios de diseño e innovación institucional 
que, articulando los valores de la transparencia y acceso a la in-
formación del sector público, rendición de cuentas, participación 
ciudadana y colaboración (entre los diversos actores que interac-
túan en el ecosistema), puedan servir para consolidar un nuevo 
modelo de gobernanza para el desarrollo sostenible en América 
Latina y el Caribe.

I.	 El rol del Estado y la necesidad de un nuevo modelo 
de desarrollo en Latinoamérica: sostenible, inclusivo  
y con igualdad

La propuesta de una ruta hacia el desarrollo inclusivo y sostenible 
para América Latina y el Caribe requiere un Estado protagónico 
en la conducción de las estrategias de desarrollo, más allá de las 
funciones definidas por el paradigma del Estado subsidiario. La 
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calidad y eficiencia de los mercados dependerán en gran medi-
da de la capacidad de los Estados para regularlos, por medio de 
mecanismos de mercado o de las adecuadas combinaciones de 
regulación, incentivos y orientaciones de política (Cepal, 2014b). 

Asimismo, gran parte de las recientes propuestas de diversos 
organismos multilaterales proponen e implican un Estado fuer-
te, proactivo y partícipe con otros en su función de promotor del 
desarrollo económico, social y ambiental. En este modelo emer-
gente, los representantes del Estado, de la sociedad y del merca-
do deben coproducir resultados para el desarrollo. En cualquier 
caso, se trata de un desafío por construir dichas capacidades ins-
titucionales y los vínculos necesarios entre los distintos actores 
del desarrollo para acometer dichos retos.

En paralelo al pacto político-social que cimienta los acuer-
dos y ruta hacia el desarrollo, existe la necesidad de generar (o 
fortalecer) un pacto fiscal que permita dotar al Estado de mayor 
capacidad para redistribuir los recursos y desempeñar un papel 
más activo en la promoción de la igualdad (Cepal, 2014a). La 
buena fiscalidad, respaldada por instituciones sólidas y una ca-
pacidad adecuada de gestión pública, contribuyen de manera 
significativa a la igualdad distributiva, la equidad y al desarrollo 
productivo. Un pacto fiscal de esta índole tiene implicaciones 
políticas que van más allá de las que se podrían derivar de una 
reforma tributaria o presupuestaria convencional y requiere ex-
plicitar la concepción del papel del Estado y las estrategias que 
los gobernantes intentan promover. En este sentido, el pacto 
fiscal se asocia estrechamente con la recuperación de la idea de 
la planificación del desarrollo, que a su vez expresa la ambición 
de contar con un diseño integral de las políticas públicas y la 
consiguiente estrategia para llevarlas a cabo.

Un Estado orientado al desarrollo inclusivo y sostenible 
tiene la capacidad de formular e implementar estrategias para 
alcanzar metas económicas, sociales y ambientales, apoyándose 
sobre instituciones públicas eficientes y eficaces que operan con 
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probidad, transparencia y un alto grado de rendición de cuentas, 
dentro del marco de lo que entendemos por estado de derecho. 

La capacidad de formular e implementar estrategias involu-
cra a actores dentro y fuera del Estado, depende de factores insti-
tucionales y estructurales y de las relaciones entre dichos actores. 
La capacidad institucional de los gobiernos, en especial en el 
ámbito de la provisión de bienes y servicios –la administración 
pública– se cimenta sobre procesos de fortalecimiento de los sis-
temas de gestión pública y del capital humano en el sector públi-
co. Sin lugar a duda, buenas políticas públicas se complementan 
con instituciones públicas vigorosas y robustas (Cepal, 2014). 

Como se ha venido planteando, las políticas para implemen-
tar la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible requieren un 
nuevo estilo de desarrollo: un cambio estructural progresivo 
centrado en la igualdad y la sostenibilidad ambiental, y basado 
en coaliciones sociales y pactos para la gobernanza regional, na-
cional y mundial. Este cambio exige una visión de largo plazo y 
una nueva correlación de fuerzas sociales y políticas: el desarrollo 
es esencialmente un problema político. También se precisa de me-
dios de implementación como el financiamiento, la tecnología, 
el comercio justo y una arquitectura institucional acorde a los 
requerimientos del siglo XXI. Como toda gran transformación, 
su éxito o fracaso se definirá en el campo de la política y en el 
contexto de una revisión de la ecuación entre Estado, mercado y 
ciudadanía. (Cepal, 2016: 171). 

Por tanto, el papel del Estado en la región no solo debe di-
rigirse a las tradicionales tareas que se le asignan desde el en-
foque clásico: se requiere repensar la institucionalidad pública 
como una plataforma dinámica que permita la articulación de 
los esfuerzos, recursos e iniciativas de los distintos actores del 
desarrollo, dando consistencia a la nueva ecuación entre Estado, 
mercado y sociedad. Bajo esta perspectiva, y en estrecha relación 
con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, es menester confi-
gurar un tipo de Estado que responda al imperativo ético que 
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suponen los desafíos expresados en el texto Horizontes 2030 
(Cepal, 2016; Naciones Unidas, 2015). 

Se trata de trazar una ruta institucional que garantice el lo-
gro de la agenda en los plazos acordados. Ello requiere de nue-
vos modelos de relación entre los actores y una renovada arqui-
tectura organizativa y de gestión que, inclusive, vaya más allá de 
las asociaciones público-privadas, así como requiere también de 
otros enfoques para la prestación efectiva, oportuna y justa de 
los servicios públicos. En este escenario, el Estado ya no posee el 
monopolio exclusivo para dar respuesta al complejo conjunto de 
demandas ciudadanas y por ello, más que nunca, debe sustentar 
el proceso de cambio apoyándose en las capacidades, inteligen-
cia y recursos distribuidos en toda la sociedad. 

El emergente paradigma del gobierno abierto se postula 
como un renovado enfoque de reforma del Estado y moderni-
zación de la administración pública, a partir de una nueva forma 
de articular las iniciativas de transparencia, rendición de cuen-
tas, participación ciudadana y colaboración de diversos actores 
para la coproducción de valor público, social y cívico. 

Las políticas de gobierno abierto deben considerarse como 
un entramado complejo de cambios que operan de manera 
transversal en el andamiaje institucional del sector público. Son 
el sustento de un nuevo tejido de prácticas, valores y cultura que 
favorece la configuración de una plataforma sobre la cual cons-
truir un nuevo modelo de gobernanza abierta y colaborativa 
para, con y a través de los ciudadanos (Ramírez-Alujas, 2012). 

Pasar de un modelo «analógico», hermético y autorreferente 
de gestión pública, que en muchos casos ha contribuido a la 
permanencia de brechas de desigualdad, exclusión y acceso a 
bienes públicos de calidad, a un modelo «digital», abierto, dis-
tribuido e incluyente, supone un profundo cambio en la forma 
y el fondo de cómo entendemos y configuramos el espacio para 
el diseño, implementación y evaluación de políticas públicas 
para el desarrollo. En tal sentido, se trata de responder a las vías 
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para alcanzar el desarrollo sostenible en la lógica del cambio 
estructural progresivo desde la institucionalidad pública (Cepal, 
2016), lo que precisa de una apertura gubernamental asentada 
en tres pilares:

•	 Mejorar la transparencia y acceso a la información me-
diante la apertura de datos públicos (para ejercer control 
social sobre los gobiernos y facilitar la rendición de cuen-
tas) y la reutilización de la información del sector público 
(para promover la innovación y el desarrollo económico);

•	 Facilitar la participación de la ciudadanía en el diseño e 
implementación de las políticas públicas, así como su in-
cidencia en la toma de decisiones; y

•	 Favorecer la generación de espacios de colaboración e in-
novación entre los diversos actores, particularmente entre 
las administraciones públicas, la sociedad civil y el sec-
tor privado, para codiseñar y/o coproducir valor público,  
social y cívico.

Los pilares del gobierno abierto vienen a complementar los 
esfuerzos que se han venido desarrollando en la región para forta-
lecer los mecanismos e instrumentos de gestión pública, que han 
sido un aporte sustantivo para mejorar la calidad de vida de las 
personas en los últimos años (Cepal, 2014b). 

Estos avances de la gestión pública reconocen la importancia 
tanto del diseño del contenido sustantivo de las políticas públicas, 
como de su adecuada implementación en relación con los pro-
blemas y los desafíos de desarrollo, lo que interpela a la planifi-
cación, los ejercicios de prospectiva, la concertación entre actores 
y la generación de espacios de planificación participativa, donde 
la coordinación, la coherencia y el monitoreo, y la entrega de re-
sultados pertinentes y oportunos a la ciudadanía, permiten mejo-
rar los procesos de evaluación y contribuyen a generar un mayor 
impacto de la acción estatal, aportando evidencia y facilitando la 
sostenibilidad de los procesos de aprendizaje y mejora continua, 
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así como de retroalimentación y rendición de cuentas frente a 
una ciudadanía cada vez más demandante, informada y exigente. 
Todo ello, por lo demás, tendrá un impacto directo en ir superan-
do las brechas de desconfianza institucional, el evidente divorcio 
entre la ciudadanía y sus gobernantes y la visible fragmentación 
de esfuerzos que se promueven para configurar un modelo de 
desarrollo inclusivo y a escala humana.

Como bien se plantea en Horizontes 2030, la hoja de ruta 
propuesta por Cepal para efectos de avanzar hacia un cambio es-
tructural progresivo centrado en la igualdad y la sostenibilidad 
ambiental, y basado en coaliciones sociales y pactos para la go-
bernanza mundial, regional y nacional, a partir de entender que el 
problema del desarrollo es esencialmente político, y que se debe resol-
ver la encrucijada en la que los países de la región deben decidir 
entre dos caminos posibles: a) mantener la trayectoria del pasado, 
insostenible y asociada a un conflicto distributivo de creciente 
intensidad, con fragmentación social, institucional y política, o 
b) transitar hacia un nuevo estilo de desarrollo, en que la acción 
colectiva y los pactos de largo plazo en sociedades democráticas 
promuevan la igualdad, la transparencia y la participación, con 
foco en la productividad, el empleo de calidad y el cuidado del 
medio ambiente, a partir de la difusión de las nuevas tecnologías 
en un gran impulso ambiental (Cepal, 2016). Ello requeriría, sin 
lugar a dudas, una nueva arquitectura estatal y el esfuerzo combi-
nado con los múltiples actores del desarrollo para alcanzar dichos 
propósitos, como bien se expresa en el epílogo del documento 
(Cepal, 2016: 173-174):

[…] En América Latina y el Caribe la construcción de coa-
liciones y el logro de pactos para la igualdad, se enfrenta al 
hecho de que las sociedades de la región muestran tensiones 
y problemas estratégicos pendientes de resolver para lograr la 
transición, tales como: pasar de la cultura del privilegio a la 
cultura de la igualdad; superar el dilema entre rentismo extrac-
tivista y una visión productiva dirigida hacia el uso sostenible 
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de los recursos naturales, los ecosistemas y las ciudades. Para 
establecer patrones de producción y consumo sostenibles se 
requiere de un enfoque multidimensional e integral en que 
la inclusión social, la sostenibilidad ambiental y el dinamis-
mo económico se complementen. En la región, implica un 
profundo cambio de paradigma en las formas de operar del 
Estado, el mercado y la ciudadanía, así como el establecimien-
to de nuevas modalidades de colaboración entre ellos. 
Para avanzar en la conformación de la coalición social y polí-
tica del cambio estructural se requiere un Estado democráti-
co fuerte, una estructura productiva y especialización de alta 
productividad y fuerte generación de empleo, lo que implica 
un sector privado maduro que dinamice el crecimiento con 
empleo e innovación y una ciudadanía protagónica, organi-
zada y demandante de sus derechos. El Estado del siglo XXI 
en la región debe ser un Estado democrático que recupera, en 
unos casos, y profundiza, en otros, su autonomía relativa fren-
te a los grandes intereses y los poderes fácticos nacionales y 
trasnacionales. Un Estado con capacidad para escapar y blin-
darse frente a la persistente política de captura por parte de las 
élites, los intereses corporativos y las estructuras clientelares. 
Un Estado, por ende, con capacidad efectiva de imponer una 
cultura de la legalidad, de prevenir y combatir la corrupción y 
de garantizar el acceso a la justicia. Un Estado transparente, 
eficiente y con rendición de cuentas, tal y como se postula en 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, que recupere 
la confianza de la sociedad en sus instituciones. Pero no es 
solo el Estado el llamado a adecuarse a las nuevas condicio-
nes que impone el objetivo de un cambio estructural progre-
sivo, también los mercados y las empresas (particularmente 
las grandes empresas trasnacionales) tienen un papel funda-
mental que desempeñar. Deben moverse hacia el crecimien-
to inclusivo, la innovación y la productividad y redefinir su 
responsabilidad social como el debido cumplimiento de sus 
responsabilidades laborales, fiscales y ambientales. Por ello es 
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fundamental fortalecer todas las iniciativas en esa dirección 
que emergen en sectores de las élites interesadas en un nuevo 
patrón de desarrollo.
En las condiciones del siglo XXI, un Estado democrático 
fuerte no es un Estado cerrado, sino que abre el acceso a la 
información y valora la deliberación social, la concertación 
de acciones, el logro de pactos y la construcción conjunta de 
políticas. Es un Estado que debe desarrollar sistemas poten-
tes de planificación, evaluación y participación para la for-
mulación e implementación de políticas públicas y asumir 
plenamente el paradigma de gobierno abierto. En el accionar 
del sector público y su interacción con la sociedad civil, la 
apertura y el manejo de grandes datos se concreta en el mo-
delo de gobierno abierto que implica la modernización de 
la administración pública, sobre la base de nuevas formas de 
articular la transparencia, la rendición de cuentas, la partici-
pación ciudadana y la colaboración de actores para la copro-
ducción de valor.
Las políticas de gobierno abierto impulsan prácticas, valores 
y culturas que favorecen el establecimiento de una platafor-
ma sobre la cual construir un nuevo modelo de gobernan-
za abierta y colaborativa. Conseguir que los gobiernos sean 
cada vez más transparentes, proporcionen información sobre 
sus actividades, pongan a disposición sus fuentes y bases de 
datos, y publiquen sus planes y estrategias de desarrollo fo-
menta la rendición de cuentas ante la ciudadanía, la perma-
nente vigilancia por la sociedad y una mayor corresponsabili-
dad. Compartir datos disminuye los tiempos de transacción, 
aumenta la eficiencia de los servicios públicos y da lugar a 
beneficios no tangibles, como una mayor confianza de los 
ciudadanos en las instituciones […]

Inclusive en este marco y en un reciente debate realizado en 
Naciones Unidas sobre la necesidad de construir un marco de go-
bernanza eficaz y responsable para el desarrollo sostenible, se ha 
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propuesto entender la (buena) gobernanza como «el ejercicio de la 
autoridad económica, política y administrativa para administrar los 
asuntos de un país a todos los niveles, cuestión que comprendería 
los mecanismos, los procesos y las instituciones mediante los cuales 
los ciudadanos y los grupos articulan sus intereses, ejercen sus dere-
chos jurídicos, cumplen sus obligaciones y resuelven sus diferencias 
y controversias» (CEAP/ONU, 2017:3). De allí que sea primordial 
el identificar las capacidades institucionales que puedan exigirse a 
un Estado para alcanzar, apalancar, sostener y promover el desarro-
llo sostenible, cuestión que, como hemos dicho antes, ha quedado 
reflejada en la Agenda 2030, específicamente en el Objetivo 16: 
Paz, justicia e instituciones sólidas. 

Los ejes fundamentales de esta buena gobernanza que se expre-
san en la Agenda 2030 hacen referencia a: a) Instituciones eficaces 
en todos los niveles; b) Instituciones que rinden cuentas a todos 
los niveles, y c) Instituciones inclusivas a todos los niveles. A ello, y 
tal como lo ha planteado recientemente el Comité de Expertos en 
Administración Pública de la ONU, se pueden agregar10 poten-
ciales principios rectores que sustentan cada uno de los ejes.

Tres ejes y diez principios de la buena gobernanza  
para la Agenda 2030
Gobernanza eficaz

1.	 Competencia
2.	 Políticas Públicas Adecuadas
3.	 Cooperación

Gobernanza que rinde cuentas
4.	 Integridad
5.	 Transparencia
6.	 Supervisión independiente

Gobernanza inclusiva
7.	 No discriminación
8.	 Participación
9.	 Subsidiariedad
10.	 Equidad entre generaciones
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II.	 Del gobierno abierto al Estado abierto en la región: 
un marco de referencia para la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible

La adopción de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 
por los países miembros de las Naciones Unidas en septiembre 
de 2015 ha marcado un hito histórico. La nueva agenda y los 
17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) fueron formulados 
mediante un inédito proceso abierto y participativo liderado por 
los gobiernos, y que involucró a la sociedad civil y al sector pri-
vado. En ella se establece una visión universal y transformadora 
que integra las dimensiones económica, social y ambiental del 
desarrollo, amparada en la premisa de «no dejar a nadie atrás» 
(Naciones Unidas, 2015). Al implementarse en un contexto de 
mayor apertura, transparencia y acceso a información hacia la 
ciudadanía, la Agenda 2030 señala la importancia de fortalecer 
marcos de seguimiento y rendición de cuentas a nivel global,  
regional y nacional.

Esto implica, en primer lugar, fortalecer a las instituciones y 
prácticas de administración y gestión pública. Como se mencio-
naba antes, la región ha logrado avances significativos en los úl-
timos años en materia de políticas públicas, modernización del 
Estado, fortalecimiento de los marcos de transparencia y apertura 
de sus gobiernos. Algunos países y grandes ciudades de la región 
han tomado liderazgo incluso a nivel global al establecer planes 
estratégicos y presupuestos funcionales que incorporan la Agenda 
2030 y los ODS, y aprovechan en forma incipiente las oportuni-
dades generadas por la revolución tecnológica y digital. 

En segundo lugar, es clave seguir consolidando los recientes 
avances regionales en materia de participación e innovación ciu-
dadana, reforzando incluso el papel de la juventud y de secto-
res tradicionalmente más vulnerables. La ciudadanía de Améri-
ca Latina y el Caribe está hoy más empoderada y la respuesta a 
sus demandas de mayor transparencia y rendición de cuentas ya 
no pueden ser postergadas. Para ello, gobiernos e instituciones 
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multilaterales deben seguir profundizando su participación siste-
mática en la implementación de la Agenda 2030 y generar meca-
nismos de información y retroalimentación continua.

En tercer término, el sector privado debe también convertirse, 
aún más, en un aliado duradero de gobiernos y ciudadanía en 
la implementación de la Agenda, promoviendo la difusión de 
innovaciones y nuevas tecnologías, generando y escalando nue-
vos modelos de negocios más inclusivos y sostenibles económica, 
social y ambientalmente; por ejemplo, mediante alianzas públi-
co-privadas innovadoras. 

Se trata de consolidar una nueva ecuación entre el Estado, el 
sector privado y la ciudadanía como un ecosistema de actores que 
permita facilitar y cumplir con los objetivos de la Agenda 2030, 
con el papel central de los gobiernos como eje para apalancar 
el proceso y servir de plataforma catalizadora y así alcanzar los 
resultados esperados. El fortalecimiento institucional del Esta-
do y de las prácticas de gestión pública debe permitir establecer 
progresivamente estas nuevas formas de colaboración entre los 
actores del Estado, del mercado y de la ciudadanía para avanzar 
hacia la provisión de bienes públicos regionales y nacionales de 
mejor calidad. Es en este punto donde el debate sobre la apertura 
estatal cobra relevancia como espacio de diseño, como veremos 
más adelante. 

III.	 Una región en movimiento hacia la apertura: 
 la evolución de los compromisos en los sucesivos 
planes de acción de gobierno abierto en Latinoamérica

La Alianza para el Gobierno Abierto, creada en septiembre de 
2011, ha sido una caja de resonancia de alto impacto en la pro-
moción de los pilares y elementos ligados a la idea de apertura 
gubernamental a nivel global, que a un poco más de cinco años 
de haberse lanzado presenta interesantes avances y, en paralelo, 
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ha permitido el surgimiento de nuevos debates sobre cuestiones 
clave en materia de democracia, desarrollo, bienestar, derechos 
humanos y justicia social. Dichos progresos han tenido una 
extraordinaria acogida y potenciamiento en gran parte de los 
países de América Latina y el Caribe en donde, en el marco de 
la Alianza para el Gobierno Abierto, 15 países (de un total de 
75) han venido formulando e implementando agendas, planes y 
estrategias en la materia, a través de la realización de compro-
misos concretos diseñados en conjunto con actores de la socie-
dad civil y que, poco a poco, han ido transformando la forma de 
gobernar y de resolver la complejidad de los asuntos públicos en 
el contexto de un proceso de cambio y modernización institu-
cional que ha derivado en un potente tejido de iniciativas e in-
novaciones de carácter público, cívico y social (Ramírez-Alujas 
y Dassen, 2014; 2016).

Para disponer de una mirada amplia sobre el avance y evolu-
ción de la agenda de gobierno abierto en la región, en el marco de 
la Alianza, presentaremos una síntesis de un reciente trabajo so-
bre el tema (Ramírez-Alujas y Dassen, 2016) que sirva de visión 
panorámica sobre el estado del arte en la materia. Considerando 
la clasificación de base que sustenta el modelo que promueve la 
AGA, se presenta un desglose que muestra la distribución de los 
compromisos para cada país según la adscripción a alguno de los 
cinco desafíos o ejes estratégicos de la Alianza de 2011 a 2014. 

La suma total de compromisos contemplados en los primeros 
15 planes de acción para los países de América Latina y el Caribe 
asciende a 341, en los cuales se releva un interés especial en los 
ámbitos de integridad y mejora de los servicios públicos.
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País

Argentina 6 11 2 0 0 19
Brasil 4 22 5 0 1 32
Chile 4 11 0 1 3 19
Colombia 8 13 6 0 0 27
Costa Rica 9 11 3 0 0 23
El Salvador 3 14 3 0 1 21
Guatemala 0 1 2 0 0 3
Honduras 7 6 7 0 0 20
México 7 22 19 0 7 55
Panamá 0 5 0 0 0 5
Paraguay 7 3 5 0 0 15
Perú 8 37 2 0 0 47
República 
Dominicana 5 15 4 0 0 24

Trinidad y 
Tobago 10 1 0 0 2 13

Uruguay 7 6 5 0 0 18
Total 85 178 63 1 14 341

Fuente: Elaboración propia actualizada sobre la base de Ramírez-Alujas y Dassen (2014).

Sobre este detalle general, país por país, a continuación ofre-
cemos una visión de la agenda regional, definida a partir de los 
cinco desafíos o ejes estratégicos de la AGA de 2011 a 2014. 
Se destacan: 178 compromisos en materia de integridad pública 
(52,19 %), 85 compromisos en el ámbito del mejoramiento de los 
servicios públicos (24,95 %), 63 iniciativas en materia de gestión 
efectiva de los recursos públicos (18,47 %), 14 compromisos en lo 
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relativo al incremento de la responsabilidad corporativa (4,1 %) y 
un compromiso relacionado con la creación de comunidades más 
seguras (equivalente al 0,29 %).

Parte de los avances más significativos en la región radican 
en la promulgación y entrada en vigor de leyes de transparencia 
y/o acceso a la información pública en los últimos cinco años. 
En particular, se destacan los casos de Brasil (2011), Colombia 
(2014) y Paraguay (2014). Si bien las normativas promulgadas 
difieren en carácter, alcance y medios para garantizar su efecti-
va implementación y aplicación, constituyen un paso clave para 
impulsar la implementación de otro tipo de iniciativas presentes 
en los planes de acción. Por ejemplo, en los ámbitos de rendición 
de cuentas y participación ciudadana, y muy especialmente en la 
esfera de apertura de datos gubernamentales y reutilización social 
y cívica de información del sector público.

Paradojas en planes de acción AGA en Latinoamérica
Adicionalmente, también se identificaban ciertas paradojas de 
base sobre la puesta en marcha de planes y estrategias de gobier-
no abierto ligadas a la AGA a nivel regional, entre ellas encon-
tramos las siguientes:

•	 Primera paradoja: el concepto de gobierno abierto es de-
masiado abierto.

•	 Segunda paradoja: un gobierno digitalizado no es lo 
mismo que un gobierno abierto.

•	 Tercera paradoja: redacción autorreferente (de los planes 
de acción).

•	 Cuarta paradoja: más de lo mismo versus demasiado de 
lo nuevo, en cuanto al nivel de ambición y alcance de los 
compromisos en los planes de acción.

•	 Quinta paradoja: el diálogo entre los actores gubernamen-
tales y la participación ciudadana importan tanto (o más) 
que los compromisos asumidos en los planes de acción.

•	 Sexta paradoja: para avanzar en la consolidación de go-
biernos abiertos se requiere un mayor compromiso, una 
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mayor participación y un mayor involucramiento de los 
actores que, justamente, están fuera de él.

Por otro lado, y considerando aquellos países de la región que 
cuentan con un segundo plan de acción en fase de implemen-
tación (14 en total), se pueden comparar los resultados de los 
primeros planes de acción con los actuales. 

Desglose de compromisos de los segundos planes de acción 
nacionales, por país y eje estratégico, en América Latina y el 
Caribe durante el período 2013-2017
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Argentina 1 2 2 0 1 6

Brasil 11 22 13 4 2 52

Chile 2 9 0 1 0 12

Colombia 2 10 4 3 0 12

Costa Rica 4 13 1 0 0 18
El  
Salvador 4 5 6 3 2 20

Guatemala 9 32 6 1 0 48

Honduras 4 5 5 0 0 14

México 6 6 7 4 3 26

Panamá 2 10 4 2 1 19

Paraguay 0 9 0 0 0 9
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Perú 4 11 2 0 0 17

República 
Dominicana 5 4 0 2 0 11

Uruguay 14 22 4 0 0 40

Total 68 160 54 20 9 304

Fuente: Elaboración propia con información disponible hasta noviembre de 2015.

En tal sentido, de un total de 311 nuevos compromisos, se 
aprecia que se mantiene la tendencia observada previamente. Es 
decir, que las mismas iniciativas cuentan con el mayor desarrollo. 
Las iniciativas sobre el incremento de la integridad pública su-
maron 160 (51,45 %), seguidas de las relacionadas con el mejora-
miento de los servicios públicos con 68 iniciativas, equivalentes a 
un 21,86 %; y en tercer lugar la gestión más efectiva de los recur-
sos públicos cuyas 54 iniciativas son un 17,36 %. 

Cabe destacar que además aparecen 20 compromisos (un 
6,43 %) vinculados a la creación de comunidades más seguras  
–muchos más en comparación con la primera fase de los planes– 
y solo nueve compromisos vinculados a incrementar la responsa-
bilidad corporativa (poco menos de 3 %).

Con estos datos, y en perspectiva comparada, puede afirmarse 
que se han venido consolidando tres ejes temáticos como foco 
prioritario en la promoción de políticas de gobierno abierto en el 
contexto regional. Considerando la muestra de primeros y segun-
dos planes de acción, sobre un universo total de 652 compromisos 
a la fecha, tenemos que los ámbitos de integridad pública alcan-
zan casi un 52 % del total de compromisos, la mejora de servicios 
representa 23 % del total, y la gestión efectiva de los recursos pú-
blicos es de casi 18 %. 
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Primer 
plan

85 178 63 1 14 341

Segundo 
plan

68 160 54 20 9 311

Sumatoria 153 338 117 21 23 652
Porcentaje 23,47 % 51,84| % 17,94 % 3,22 % 3,53 % 100 %

Fuente:  Elaboración propia a noviembre de 2015.

Para cerrar, los principales desafíos en la región a partir de esta 
mirada comparada son:

•	 Orientar los planes de acción hacia las necesidades de  
la gente; más allá de cumplir compromisos, el demos-
trar y obtener resultados que impacten en la vida de  
las personas.

•	 El gobierno abierto no se agota en lo estrictamente gu-
bernamental: se debe transitar hacia un nuevo modelo de 
sociedad: el Estado abierto.

•	 Se debe incorporar el debate entre el acceso a la informa-
ción, la privacidad y la seguridad; entre otros temas, como 
las miradas de actores y agendas como género, comunidad 
Lbgti, campesinos, indígenas, entre otros. 
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Desglose de compromisos de los terceros planes de acción 
nacionales, por país y eje estratégico, en América Latina y el 
Caribe durante el período 2016-2018

Ejes estratégicos de la AGA
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Argentina 7 31 5 1 0 44
Brasil 12 3 1 0 0 16

Chile 14 4 1 0 0 19
Colombia 1 19 4 2 0 26
Costa Rica 2 8 1 1 0 12
El Salvador 2 9 1 2 0 14
Guatemala 10 7 5 0 0 22
Honduras 5 4 2 2 0 13
México 2 4 0 1 0 7
Panamá 2 5 2 0 0 9
Paraguay 6 4 0 0 0 10
Perú 11 2 0 5 0 18
República 
Dominicana

3 7 1 0 0 11

Uruguay 7 52 9 3 4 75
Total 84 159 32 17 4 296

28,38 % 53,71 % 10,81 % 5,74 % 1,36 % 100
% Fuente: Elaboración propia con información disponible hasta marzo de 2018.
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El total agregado por eje estratégico de gobierno abierto man-
tiene la tendencia de concentrarse en compromisos vinculados al 
ámbito de incremento de la integridad pública y mejoramiento 
de los servicios públicos. De este modo, a la fecha, los países de 
América Latina y el Caribe que son miembros de la Alianza para 
el Gobierno Abierto presentan un total de 948 compromisos en 
las tres fases de planes de acción nacional, y mantienen el foco en 
configurar compromisos ligados a generar y fortalecer institucio-
nalidad y capacidades en materia de integridad pública, así como 
un foco permanente en el mejoramiento de servicios públicos y la 
gestión más efectiva de los recursos.
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Primer 
plan 85 178 63 1 14 341

Segundo 
plan 68 160 54 20 9 311

Tercer 
plan 84 159 32 17 4 296

Sumatoria 237 497 149 38 27 948

Porcentaje  25 % 52.42 % 15.71 % 4 % 2.84 % 100 %

Existe una marcada tendencia en el eje de incremento de la 
integridad pública en los planes de acción de la AGA en estos 
7 años. Ello pone de manifiesto que los países latinoamericanos 
han orientado sus esfuerzos de manera preferente a lograr con-
cretar compromisos que no solo se vinculen estrechamente a los 
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principios o valores de la Alianza –en especial a la transparencia 
y el acceso a la información pública, la participación ciudadana 
y la rendición de cuentas–, sino que además se ha privilegiado el 
foco en construir institucionalidad, ya sea desde la formulación  
y aprobación de proyectos de ley y/o perfeccionamiento de nor-
mas y estándares relacionados a los temas de integridad pública.

No obstante, todo indica que queda un largo camino por reco-
rrer en lo que respecta a los diseños institucionales y, en algunos 
casos, organizacionales o de gestión que van de la mano con los 
procesos de implementación efectiva de estas nuevas leyes y tejido 
normativo. Ello conlleva el entendimiento del contexto en el que 
se promueven y llevan a la práctica esos dispositivos instituciona-
les. Se sigue expresando la paradoja de concebir a las políticas de 
gobierno abierto como un tipo de software muy sofisticado que 
trata de funcionar en el marco y contexto de un hardware insti-
tucional en algunos casos insuficiente o derechamente obsoleto. 

IV.	 El tránsito hacia la configuración de una caja de herra-
mientas en el horizonte 2030: Estado abierto para el  
desarrollo sostenible a escala humana

Con la Agenda 2030 como marco de referencia global y con la 
mirada puesta en buscar opciones que permitan promover el en-
foque de gobierno abierto como una vía para favorecer y poten-
ciar el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la 
Alianza para el Gobierno Abierto ha venido impulsando diversas 
iniciativas que faciliten dicha articulación y favorezcan el aprove-
chamiento de los planes y políticas en actual implementación en 
la región, como plataforma para dicho propósito en el corto y me-
diano plazo. Es así como a febrero de 2016, doce países latinoa-
mericanos han suscrito la Declaración Conjunta sobre Gobierno 
Abierto para la implementación de la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible: Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, El 
Salvador, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana y Uruguay (OGP, 2016). Allí se esbozan una serie 
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de compromisos de políticas de gobierno abierto que permiti-
rán contribuir al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (Ramírez-Alujas y Dassen, 2016). En dicho marco de 
acción, los países adherentes se comprometieron a:

1.	 Promover el Estado de derecho en consonancia con las 
normas internacionales en el ámbito nacional y regional  
a través de la transparencia, la apertura, la rendición de 
cuentas, el acceso a la justicia y a instituciones eficaces 
e inclusivas. Esto es consistente con la Meta 16 de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.

2.	 Promover el acceso público a la información oportuna 
y desagregada y datos abiertos sobre las actividades del 
gobierno relacionadas con la implementación y la finan-
ciación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, 
de conformidad con la legislación nacional y los compro-
misos internacionales, así como también brindar apoyo al 
desarrollo de la Carta Internacional de Datos Abiertos 
con la intención de explorar su aplicación en los países 
que suscriben.

3.	 Apoyar la participación ciudadana en la ejecución de 
todas las metas y objetivos de la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible, incluyendo la toma de decisiones, 
la formulación de políticas, el seguimiento y el proceso  
de evaluación.

4.	 Defender los principios de gobierno abierto, tal como se 
describe en la Declaración de Gobierno Abierto, en la de-
finición de indicadores internacionales, regionales y na-
cionales para medir la aplicación de la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible, teniendo en cuenta las circuns-
tancias nacionales y las prioridades de desarrollo, iden-
tificando y compartiendo lecciones aprendidas y buenas 
prácticas para fortalecer la capacidad de los países para  
su implementación.

5.	 Utilizar los planes de acción nacional en el marco de  
la Alianza para el Gobierno Abierto, para adoptar así 
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compromisos que sirvan como herramientas eficaces para 
promover la aplicación transparente y responsable de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.

En este contexto, uno de los principales desafíos de la Agen-
da 2030 para el Desarrollo Sostenible (Naciones Unidas, 2015) 
consiste en configurar un nuevo marco de gobernanza pública 
que garantice, de acuerdo al Objetivo 16, «promover sociedades 
pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar acceso 
a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables 
e inclusivas a todos los niveles». 

Es evidente que este objetivo supone desarrollar y profun-
dizar iniciativas, estrategias y políticas públicas ligadas al con-
cepto de gobierno abierto en nuestra región. Este objetivo debe 
incluso facilitar el camino para vincular de manera más estrecha 
y sustantiva el desafío del desarrollo sostenible con la infraes-
trutura institucional que se requiere para gobernar la compleji-
dad del presente. Así como también debe contribuir a solventar 
los espacios de diseño en la configuración de una nueva arqui-
tectura de los asuntos públicos que no se limita ni agota en lo  
meramente estatal.

Sobre esta base, la Alianza desarrolló una guía especial de go-
bierno abierto (OGP, 2015) enfocada en la implementación de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible que, desde el punto 
de vista práctico e ilustrativo, resulta ser una herramienta de base 
que permite articular cada uno de los objetivos con una breve 
explicación que ayuda a identificar las esferas que le vinculan al 
paradigma de gobierno abierto, entregando una fundamentación 
y una serie de ejemplos e ideas de iniciativas que pueden ser lle-
vadas a cabo.

Para efectos de poder mostrar el potencial inherente del en-
foque de gobierno abierto en el logro de los objetivos de desa-
rrollo sostenible, hemos querido tomar como ejemplo uno de 
ellos para visibilizar cómo, en los hechos, se puede trabajar con-
cretamente este desafío.
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Objetivo 16: Paz, justicia e instituciones sólidas
Promover sociedades pacíficas y no excluyentes para el desarrollo 
sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y construir ins-
tituciones eficaces, responsables e inclusivas en todos los niveles.

1.	 Gobierno abierto: Los principios del gobierno abierto se 
abordan directamente en las metas del objetivo 16. El 
aumento de la disponibilidad de información sobre las 
actividades del gobierno, lo que permite y profundiza la 
participación ciudadana, garantizando que el gobierno 
no sea corrupto y sea responsable con los más altos es-
tándares de servicio, y el aprovechamiento de las nuevas 
tecnologías para fortalecer la gobernabilidad, son sinóni-
mos de gobierno abierto. El objetivo de la Alianza para 
el Gobierno Abierto es desarrollar esos principios cla-
ve –transparencia, participación ciudadana, instituciones 
públicas responsables (rendición de cuentas) y tecnolo-
gías e innovación– con el fin de fortalecer el Estado de 
derecho y la construcción de instituciones justas, eficaces 
y responsables.

2.	 Tipos de compromisos implementados por países en el 
marco de la Alianza para el Gobierno Abierto relaciona-
dos al logro del Objetivo 16:

•	 Liberia: Aumento de la transparencia judicial. Liberia 
está aumentando la transparencia del Poder Judicial a 
través de la publicación proactiva de documentos de la 
Corte con el fin de facilitar el control de los ciudadanos y 
fomentar la confianza en el sistema de justicia.

•	 Brasil: Fortalecimiento del sistema ombudsman federal. 
Brasil está empleando un enfoque de colaboración para 
desarrollar el Sistema Federal de Defensoría del Pueblo 
(ombudsman). La elaboración participativa de la regula-
ción para establecer principios y mecanismos institu-
cionales del Sistema Federal de Defensoría reflejará las 
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prioridades públicas y fortalecerá la rendición de cuentas 
en todo el gobierno.

•	 Serbia: Fortalecimiento del organismo contra la corrup-
ción. Serbia está mejorando la capacidad de su organis-
mo de lucha contra la corrupción para evitar conflictos 
de interés a través de una mayor transparencia sobre los 
derechos y obligaciones de los funcionarios públicos, y un 
seguimiento más preciso de las declaraciones de bienes.

3.	 Compromisos ilustrativos que pueden servir de ejem-
plo o marco de orientación para el logro de este obje-
tivo de desarrollo sostenible, adaptados de la Guía de  
Gobierno Abierto:

•	 Participación ciudadana. Establecer una legislación y di-
rectrices sobre las mejores prácticas en materia de consul-
ta pública en el proceso de formulación e implementación 
de políticas públicas.

•	 Divulgación de activos (declaración de patrimonio) y 
conflictos de intereses. Establecer un sistema sólido de 
supervisión y rendición de cuentas, y declaraciones de ac-
tivos y sobre conflictos de interés.

•	 Derecho de acceso a información. Asegurar que todas 
las autoridades e instituciones públicas en todo el go-
bierno pongan en funcionamiento sistemas básicos para 
permitir el ejercicio del derecho de acceso a la informa-
ción de manera efectiva, mediante procesamiento de las 
solicitudes, quejas y apelaciones de reparación (amparo), e 
informar sobre el desempeño del modelo.

Finalmente, en el marco de la Agenda 2030 y su relación con 
las estrategias y herramientas de gobierno abierto, se han venido 
promoviendo diversas iniciativas que conviene tener presentes 
para la adecuada implementación y logro de los objetivos de de-
sarrollo sostenible, entre ellas queremos destacar dos:
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1.	 La Iniciativa de Datos SDG16: Dada la peculiaridad de 
que las metas establecidas en el Objetivo de Desarrollo 
Sostenible Nº 16 son, en el fondo, parte constitutiva del 
tejido que compone el paradigma de gobierno abierto, y 
en la perspectiva de entender este objetivo como un marco 
de acción que sirva de sustento al logro del resto de los 
objetivos de la Agenda 2030, se ha impulsado la creación 
de una plataforma digital con datos actualizados que per-
mitirían monitorear y asegurar el proceso de avance en el 
logro de las metas asociadas a este propósito.

2.	 Carta Internacional de Datos Abiertos: Obedeciendo 
a la necesidad de trabajar activamente sobre la llamada 
«revolución de los datos», a fines de 2015 se aprobó la 
Carta Internacional de Datos Abiertos (International 
Open Data Charter, 2015). En ella se define que los 
datos abiertos (open data) son datos digitales puestos a 
disposición con las características técnicas y jurídicas ne-
cesarias para que puedan ser usados, reutilizados y redis-
tribuidos libremente por cualquier persona, en cualquier 
momento y en cualquier lugar.

En su preámbulo se da cuenta de la transformación global de 
la que somos testigos, favorecida por la tecnología y los medios 
digitales e impulsada por los datos y la información. Allí se plan-
tea expresamente que para construir sociedades más prósperas, 
equitativas y justas se requiere de gobiernos transparentes que 
rindan cuentas y colaboren de manera regular y significativa con 
los ciudadanos. 

En este sentido, existe una revolución global de datos que 
avanza hacia la colaboración en torno a los desafíos sociales clave: 
proporcionar una supervisión eficaz de las actividades guberna-
mentales y apoyar la innovación, el desarrollo económico soste-
nible y la creación y expansión de políticas públicas y programas 
eficientes y efectivos (International Open Data Charter, 2015). 
Con este panorama, los datos abiertos constituirían un insumo 
fundamental ya no solo como parte constitutiva de las políticas, 
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planes y estrategias de gobierno abierto, sino como un eje esen-
cial en el logro de los objetivos de desarrollo sostenible. La Carta 
propone seis principios que sustentan las bases para el acceso a los 
datos, para su publicación y su uso. Estos principios indican que 
los datos deben ser: 1) abiertos por defecto; 2) oportunos y ex-
haustivos; 3) accesibles y utilizables; 4) comparables e interopera-
bles; 5) para mejorar la gobernanza y la participación ciudadana; 
y 6) para el desarrollo incluyente y la innovación.

V.	 Una nueva esperanza en el horizonte regional:  
Carta Iberoamericana de Gobierno Abierto (CLAD)

Uno de los principales hitos recientes en el contexto regional lo 
constituyó la aprobación de la Carta Iberoamericana de Gobierno 
Abierto (CIGA), promovida por el Centro Latinoamericano de 
Administración para el Desarrollo (CLAD) y adoptada en la 
XXV Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, 
el 28 y 29 de octubre del 20166. En esta se propone un marco de 
referencia único, coherente, consistente y adaptado a las particu-
laridades y contexto de los países iberoamericanos. En la CIGA 
se entiende el gobierno abierto como «el conjunto de mecanismos 
y estrategias que contribuye a la gobernanza pública y al buen 
gobierno, basado en los pilares de la transparencia, participación 
ciudadana, rendición de cuentas, colaboración e innovación, cen-
trando e incluyendo a la ciudadanía en el proceso de toma de 
decisiones, así como en la formulación e implementación de po-
líticas públicas para fortalecer la democracia, la legitimidad de la 
acción pública y el bienestar colectivo» (CLAD, 2016:37).

Además, se establecen cuatro pilares que constituyen el go-
bierno abierto y que operan bajo una lógica sistémica. Esto quiere 

6	 En ella se da cuenta del resultado de un proceso de construcción colectiva que 
contó con la participación de la representación de los 23 países que son miembros 
del CLAD y que, como documento de orientación y marco de referencia para los 
países de la región, también hace suyo el llamado a avanzar hacia un enfoque de 
Estado Abierto.
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decir que cada uno contribuye al logro de los otros de manera 
orgánica e interdependiente. Ellos son: 

1.	 Transparencia y acceso a la información pública. La 
transparencia deberá orientar la relación de los gobiernos 
y administraciones públicas con los ciudadanos en el ma-
nejo de los asuntos públicos. La transparencia implicará 
dos ámbitos cruciales: el derecho de acceso a la informa-
ción que está en poder de las instituciones públicas y que 
puedan solicitar los ciudadanos, y también la obligación 
de los gobiernos de poner a disposición de la ciudadanía, 
de forma proactiva, aquella información que dé cuenta 
de sus actividades, del uso de los recursos públicos y sus 
resultados, con base en los principios de la publicidad 
activa, tales como la relevancia, exigibilidad, accesibili-
dad, oportunidad, veracidad, comprensibilidad, sencillez 
y máxima divulgación.

2.	 Rendición de cuentas públicas. En un sentido amplio, 
este pilar se basa en las normas, procedimientos y me-
canismos institucionales –como el deber legal y el deber 
ético– que obligan a las autoridades gubernamentales a 
fundamentar sus acciones y asumir la responsabilidad so-
bre sus decisiones, responder oportunamente e informar 
por el manejo y los rendimientos de fondos, bienes o re-
cursos públicos asignados, y por los resultados obtenidos 
en el cumplimiento del mandato conferido.

3.	 Participación ciudadana. Se entenderá la participación 
ciudadana como el proceso de construcción social de po-
líticas públicas que, conforme al interés general, canalice, 
dé respuesta o amplíe derechos fundamentales, reforzan-
do la posición activa de la ciudadanía en la gestión de los 
asuntos públicos, en concordancia con lo establecido en la 
Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la 
Gestión Pública (2009), en lo que respecta a su capítulo 
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primero, donde se define la participación ciudadana en la 
gestión pública y se señalan sus principios orientadores.

En el plano del gobierno abierto, la participación ciudadana 
como pilar deberá permitir no solo la construcción social de las 
políticas públicas, sino también el aumento de las capacidades 
ciudadanas en el seguimiento y control de las mismas. Además, 
los países deberán velar porque todo proceso de participación 
ciudadana garantice espacios de mayor igualdad y pluralismo so-
cial y tomarán en cuenta al menos tres elementos básicos para 
su promoción: 1) dentificación y creación de incentivos para la 
participación y reducción de los costos indirectos o las barre-
ras asociadas; 2) construcción de las capacidades necesarias para 
que los ciudadanos participen de forma eficiente y efectiva; y 3) 
producción y publicación de información completa, imparcial, 
oportuna y entendible, capaz de resumir de manera sencilla las 
diferentes dimensiones del desempeño del Estado, así como in-
formar claramente a los ciudadanos sobre sus derechos y el uso 
de los mecanismos de participación existentes.

Para efectos de la CIGA, se reconoce la existencia de dis-
tintos niveles de participación. A saber: informativo, consultivo, 
decisorio y de cogestión o coproducción, dentro de los cuales las 
instituciones públicas deberán identificar aquellos mecanismos 
o medios que garanticen una mayor democratización, eficiencia 
y efectividad de sus decisiones y acciones, privilegiando el desa-
rrollo de las formas de participación colaborativas por encima de 
las meramente consultivas.

4.	 Colaboración e innovación pública y ciudadana. El pi-
lar de la colaboración se entiende como la generación de 
nuevos espacios de encuentro, diálogo y trabajo que fa-
vorezcan la cocreación de iniciativas y la coproducción 
de nuevos servicios públicos. Ello supone, por un lado, la 
promoción de nuevos enfoques, metodologías y prácticas 
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para potenciar y fortalecer la innovación al interior de 
las instituciones públicas y favorecer la colaboración con 
otros actores de la sociedad: el sector privado, las orga-
nizaciones de un tercer sector, entre otros. Por otro lado, 
supone reconocer las capacidades disponibles en la propia 
sociedad y los beneficios que estos pueden aportar en el 
diseño e implementación de políticas públicas, dejando 
atrás el enfoque de una ciudadanía receptora pasiva de 
acciones institucionales, para convertirse en protagonista 
y productora de sus propias soluciones.

Esto conlleva la corresponsabilidad, cooperación y traba-
jo coordinado no solo con la ciudadanía sino con las empresas, 
asociaciones, academias, organizaciones de la sociedad civil y de-
más actores, así como el esfuerzo conjunto dentro de las propias 
administraciones públicas, entre ellas y sus funcionarios. En el 
marco de la CIGA se asume a la innovación ciudadana como 
el involucramiento y compromiso activo de los ciudadanos en 
iniciativas que buscan contribuir al interés general, con el fin de 
alcanzar una mayor inclusión y promover la cultura de la igual-
dad mediante prácticas colaborativas y trabajo en red. En dicho 
espacio, se reconoce por ello el papel clave de las organizaciones 
públicas como entidades facilitadoras de la apertura y dinami-
zación de estas plataformas colaborativas, así como su papel de 
promotoras de espacios que favorezcan una innovación efectiva, 
robusta y sostenible. Los criterios que orientan la CIGA se basan 
en la apertura de datos e información pública y en la apertura 
de procesos públicos y de gobierno a través del uso intensivo de 
las tecnologías de la información y comunicación, en especial de 
las emergentes plataformas digitales y redes sociales. A tal fin, se 
deberá diseñar y poner en marcha una nueva arquitectura de rela-
ciones entre los diversos actores, donde el Estado genere espacios 
de interlocución, deliberación y creación para trabajar de manera 
conjunta con la sociedad –no exclusivamente «para ella»– en la 
búsqueda de soluciones a los problemas públicos. 
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Adicionalmente, la Carta Iberoamericana de Gobierno Abier-
to se inspira en 10 principios que deben entenderse de manera 
articulada con los pilares propuestos: 

1.	 Principio de apertura: disposición y actitud al interior de 
un Gobierno y las instituciones públicas que enfatiza la 
importancia de la transparencia y el acceso a la informa-
ción pública, con el propósito de promover el trabajo co-
laborativo entre las diferentes áreas de la administración 
pública, la participación ciudadana y la adopción de nue-
vas ideas, métodos y procedimientos que permitan mejo-
rar la capacidad de respuesta y la adecuada resolución de 
demandas y problemas públicos.

2.	 Principio de legitimidad democrática: el gobierno abierto 
está inspirado en valores democráticos y, en tal sentido, este 
principio descansa en el cumplimiento de la ley, la defensa 
a las instituciones y la protección de las libertades públicas 
consagradas a la ciudadanía, atendiendo y buscando satisfa-
cer necesidades con foco en el interés general.

3.	 Principio de la calidad del servicio público: supone pro-
mover una cultura transformadora que impulse la mejora 
permanente y la excelencia de los servicios públicos, para 
satisfacer cabalmente las necesidades y expectativas de la 
ciudadanía con justicia, equidad, objetividad y eficiencia 
en el uso de los recursos públicos, a partir de un enfoque 
centrado en el ciudadano y para la obtención de resultados.

4.	 Principio de ética pública e integridad: entendido como 
la observancia de valores y el deber de los servidores pú-
blicos de actuar con rectitud, lealtad y honestidad, pro-
moviendo la misión de servicio, la probidad, la honradez, 
la integridad, la imparcialidad, la buena fe, la confianza 
mutua, la solidaridad, la corresponsabilidad social, la de-
dicación al trabajo en el marco de los más altos estándares 
profesionales, el respeto a los ciudadanos, la diligencia, la 
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austeridad en el manejo de los fondos y recursos públicos, 
así como la primacía del interés general sobre el particular.

5.	 Principio de la transversalidad y coordinación interins-
titucional: las instituciones públicas deben actuar de ma-
nera cooperativa, coordinada y articulada en la consecu-
ción de sus objetivos y la satisfacción de las demandas de 
la ciudadanía, aprovechando la generación de sinergias y 
evitando solapamientos y duplicidades.

6.	 Principio de interoperabilidad: se entiende como la ca-
pacidad de las entidades públicas de trabajar y compartir 
recursos (infraestructura, datos e información fundamen-
talmente) y transacciones con las demás de forma con-
sistente, mediante procesos coordinados y automatizados, 
con el fin de lograr intercambios eficientes, simples y se-
guros de datos, información y conocimiento.

7.	 Principio de eficacia y eficiencia: se buscará la consecu-
ción de los objetivos, metas y estándares orientados a la 
satisfacción de las necesidades y legítimas expectativas del 
ciudadano, a través de la optimización de los resultados al-
canzados en relación a los recursos disponibles e invertidos 
para su consecución en un marco de compatibilidad con la 
equidad y con el propósito de servir al interés general.

8.	 Principio de responsabilidad pública y corresponsabi-
lidad con la ciudadanía: los Gobiernos y las administra-
ciones públicas tienen que responder por su gestión, estar 
abiertos al escrutinio público, ser receptivos a la crítica 
y permeables a las propuestas de mejora continua y de 
cambio e innovación provenientes desde la ciudadanía. 
Asimismo, se promoverá la creación de espacios de tra-
bajo conjunto con los actores de la sociedad para generar 
valor público.

9.	 Principio de innovación pública: supone promover e im-
pulsar nuevas metodologías, procesos, procedimientos y 
herramientas que permitan aprovechar ideas y crear valor 
público, especialmente mediante el uso de las tecnologías 
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de la información y comunicación y la constante adaptación 
de su funcionamiento y estructura a las nuevas necesidades.

10.	 Principio de inclusión y multiculturalidad: es la condi-
ción de reconocimiento de la heterogeneidad y diversidad 
cultural que coexiste en la sociedad y de inclusión como 
parte sustantiva de la misma, que conviven y se expresan 
a través de diversas dinámicas, realidades y formas de 
complementariedad cultural (Carta Iberoamericana de 
Gobierno Abierto, CLAD, 2016).

En términos más operacionales, la CIGA propone una serie 
de componentes que articulan una estrategia de mediano y largo 
plazo sobre el tema, a partir de entender que se trata de un pro-
fundo cambio cultural en nuestras instituciones y comunidades. 
Dichos componentes son:

•	 Marco jurídico y normativas vinculadas al gobierno 
abierto: supone la formulación, promulgación y promo-
ción de leyes y/o marcos normativos específicos en ma-
teria de transparencia y acceso a la información pública, 
participación ciudadana, probidad e integridad en la fun-
ción pública, lucha contra la corrupción, regulación de los 
grupos de interés o lobbys, financiamiento de partidos 
políticos, entre otros, que en su conjunto constituyen la 
base institucional que sustenta el desarrollo y consolida-
ción legal del gobierno abierto, adecuada a cada contexto 
normativo e institucional de los países de la región, en ob-
servancia a los estándares internacionales para este efecto. 
Entre otros, se destacan los ejes de poner en marcha y/o 
perfeccionar leyes, normas y/o mecanismos que regulen y 
garanticen el derecho de acceso a la información pública 
(por su contribución al fortalecimiento de la democracia y 
al desarrollo de una ciudadanía informada y responsable, 
así como también por constituir un mecanismo y con-
dición fundamental para garantizar el ejercicio de otros 
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derechos políticos, económicos, sociales y culturales). Ello 
supone avanzar en materia de transparencia pasiva (obli-
gación legal de los organismos públicos de responder a 
las solicitudes de información por parte de la ciudadanía), 
activa (obligación legal y la estrategia de publicación de 
información en formato abierto en poder de las institu-
ciones públicas, la cual debe ser suficiente, relevante y ac-
tualizada para conocer el funcionamiento y desempeño de 
las mismas), y focalizada (que comprende las estrategias 
de liberación de información pública en formato abierto 
relacionada con cuestiones específicas, cuyo propósito es 
mejorar el conocimiento sobre algún problema público, 
con el objeto de fortalecer el proceso de toma de decisio-
nes ante situaciones complejas y una adecuada rendición 
pública de cuentas). Así como también comprende la ge-
neración de acciones que fomenten la reutilización de esa 
información, a fin de impulsar la rendición de cuentas y 
elevar el acceso a información considerada por los usua-
rios como útil y relevante. 

Lo anterior se complementa con iniciativas en materia de ges-
tión documental y de archivo, y el fortalecimiento en el ámbito de 
normas sobre protección de datos de carácter personal y todo lo re-
lacionado con resguardar el derecho a la privacidad. Se debe lograr 
un adecuado y justo equilibrio entre la promoción de una cultura 
de transparencia institucional acorde a los temas de seguridad, y la 
no vulneración de otros derechos humanos fundamentales.

•	 Diseño y arquitectura organizativa para el gobierno 
abierto: se requiere de un ente responsable capaz de di-
rigir, articular y coordinar la implementación de la agen-
da de gobierno abierto en cada uno de los países de la 
comunidad iberoamericana. Tal ente debe contar con el 
necesario mandato institucional, las capacidades y los re-
cursos necesarios y suficientes para liderar este proceso.  



Gobierno abierto: estrategias e iniciativas en Iberoamérica 103

Se busca en todo caso transitar hacia un diseño y arqui-
tectura institucional menos jerárquica y más horizontal, 
en red y orientada al trabajo colaborativo, y que ello vaya 
transformando la lógica tradicional con la que opera el 
ciclo de políticas públicas, permitiendo que la ciudadanía 
sea un actor protagónico en todas las fases del proceso.

•	 Datos públicos para el desarrollo incluyente y soste-
nible: supone promover la apertura de datos bajo una 
ecuación que combine y articule marcos normativos, me-
todologías y herramientas (portales), en correspondencia 
con generar y nutrir un ecosistema de actores que sean 
parte del proceso. Para lo anterior, la CIGA se apoya en 
lo planteado en la Carta Internacional de Datos Abiertos 
y asume sus 6 principios como propios: datos abiertos por 
defecto; oportunos y exhaustivos; accesibles y utilizables; 
comparables e interoperables; para mejorar la gobernanza 
y la participación ciudadana; y orientados al desarrollo in-
cluyente y a la innovación (ODC, 2015).

•	 Gobierno electrónico y plataformas tecnológicas para 
el mejoramiento de los servicios públicos: implica pro-
mover el desarrollo de infraestructura tecnológica y mar-
cos legales que garanticen el efectivo ejercicio de los dere-
chos fundamentales en entornos digitales, e incrementar 
el uso de tecnologías para mejorar la prestación de servi-
cios (ventanillas únicas y portales de servicios, interopera-
bilidad, etc.).

•	 Aplicación efectiva de altos estándares de integridad 
y ética pública: supone el cumplimiento de altos están-
dares éticos y códigos de conducta que pauten el com-
portamiento de las autoridades y funcionarios públicos y 
conduzcan al establecimiento de una genuina cultura de 
integridad y transparencia.

•	 Mecanismos de participación y colaboración para la in-
novación ciudadana: implica la promoción de normas, 
reglamentaciones y/o mecanismos institucionales para 
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facilitar y potenciar espacios de participación ciudadana, 
en especial aquellos que puedan aprovechar la innovación 
ciudadana y la colaboración activa de los actores en el mar-
co de los llamados procesos de cocreación, corresponsabi-
lidad y gobernanza colaborativa de los asuntos públicos7. 
Finalmente, se plantea que el gobierno abierto «no es un 
fin en sí mismo, sino un medio para fortalecer la democra-
cia, robustecer la institucionalidad pública y promover el 
mejoramiento de la calidad de vida de todas las personas». 
Es por ello que se debe procurar su promoción y aplica-
ción más allá de las fronteras del gobierno y la adminis-
tración pública (Poder Ejecutivo), hacia otros sectores de 
la sociedad y poderes del Estado (CLAD, 2016). Es de-
cir, transitar hacia lo que se ha denominado como Estado 
Abierto. Para ello se proponen cuatro consideraciones fi-
nales que son clave para la adecuada puesta en marcha de 
la apertura institucional:

•	 La voluntad política y el avance del gobierno abierto 
como una política de Estado.

•	 Transformación cultural y ética pública. Liderar un 
profundo cambio cultural en la forma de hacer las cosas, 
en las vías de interacción y diálogo y en las actitudes 
de las autoridades y funcionarios públicos frente a los 
ciudadanos, lo cual va de la mano con aspectos ligados a 
marcos de ética pública y espacios de corresponsabilidad 
entre los actores.

7. Tal y como se plantea en la misma Carta Iberoamericana de Gobierno Abierto: 
«Los gobiernos deberán a su vez ampliar el uso de mecanismos innovadores, tanto 
tecnológicos como colaborativos, tales como laboratorios ciudadanos o de innovación 
pública, así como promover y llevar a cabo maratones de datos abiertos (hackatones) 
para el desarrollo de aplicaciones o servicios Web; instancias colaborativas para 
la búsqueda de soluciones a problemas públicos específicos (campamentos de 
innovación ciudadana, wikigobierno); y el uso de licencias libres que fomenten la 
reutilización de los productos que deriven de los resultados.» CLAD, 2016.
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•	 Apropiación y sensibilización ciudadana. El diseño, de-
sarrollo e implementación de planes, políticas o estrate-
gias de gobierno abierto constituyen un proceso que solo 
puede tener éxito y ser sostenible si los conceptos clave 
y los objetivos generales son bien comprendidos y com-
partidos. Se requiere concebir el gobierno abierto como 
una política de Estado, transversal, que supere la lógica 
temporal de los gobiernos de turno y ciclo político, y que 
se instale como sostén de los permanentes esfuerzos por 
modernizar la gestión pública (estrategia de largo plazo 
y con visión de conjunto), de la mano de un férreo com-
promiso y voluntad política (mandato, recursos y capa-
cidades) no solo de quienes gobiernan sino de todos los 
actores políticos. Dentro de este ecosistema de actores y 
grupos interesados se sitúan los ciudadanos, las organiza-
ciones de la sociedad civil, grupos comunitarios, políticos, 
funcionarios de gobierno y la administración pública, así 
como la academia y el sector privado. 

•	 Apoyo multilateral, buenas prácticas y trabajo en red: 
Aprovechar al máximo la disponibilidad de redes y plata-
formas de trabajo horizontal de carácter bilateral, regio-
nal y multilateral que han venido configurándose bajo el 
avance de planes, políticas y estrategias de gobierno abier-
to en todo el mundo. En especial los esfuerzos desplega-
dos, recursos disponibles y la madurez alcanzada por ini-
ciativas internacionales como la Alianza para el Gobierno 
Abierto, además del papel de otras organizaciones inter-
nacionales e iniciativas de prestigio en distintos foros in-
ternacionales de difusión e investigación en la materia. 

VI.	El nuevo escenario en la región: hacia el Estado Abierto

Se podría afirmar que el año 2018 marca un punto de inflexión 
en el camino recorrido por el concepto y estrategias de gobier-
no abierto, desde la creación y lanzamiento de la Alianza para el 
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Gobierno Abierto (AGA) en 2011, hacia una mirada mucho más 
amplia e integral a la que se ha denominado Estado abierto, al 
menos en el contexto latinoamericano. 

Esto ha quedado confirmado en el último informe publica-
do por OECD a fines de 2016, donde se ofrece una perspectiva 
comparada de los avances de las políticas de gobierno abierto a 
nivel global y se proponen diversas directrices de futuro. Entre 
ellas, y tal vez la más importante, la propuesta de avanzar hacia 
la construcción de un Estado Abierto (OECD, 2016), entendido 
desde el compromiso por difundir y aplicar los beneficios de la 
transparencia, la rendición de cuentas y la participación en todos 
los poderes y niveles del Estado. 

Es bien sabido que el concepto de gobierno abierto abarca 
varios enfoques, definiciones y principios y tiene en cuenta di-
versos aspectos jurídicos, históricos o culturales de los países de 
todo el mundo. Aún así, el enorme y creciente despliegue de nue-
vas iniciativas y acciones hace que, pese a los esfuerzos, cualquier 
intento por articular alguna noción más comprensiva, acotada y 
cohesionada, quede sobrepasada rápidamente por un fenómeno 
cuyas dinámicas y evolución mutan de manera acelerada, y hasta 
contradictoria en algunos casos. Al respecto, la misma OECD 
define el gobierno abierto como «una cultura de gobernanza ba-
sada en políticas públicas y prácticas innovadoras y sostenibles 
inspiradas en los principios de transparencia, rendición de cuen-
tas y participación que fomentan la democracia y el crecimiento 
inclusivo» (OECD, 2016:24).

En tal sentido, y a fin de articular las propuestas que recien-
temente se han esbozado para ir configurando un entendimiento 
más claro y preciso sobre lo que significaría avanzar hacia un mo-
delo de Estado abierto, se propone un esquema de base que –con-
siderando la ampliación del paradigma de gobierno abierto a otros 
poderes y niveles estatales, e incluyendo los pilares, contenidos y 
consideraciones expresados en la Carta Iberoamericana de Go-
bierno Abierto– permita tener un punto de referencia inicial para 
identificar y debatir sus alcances y sus elementos constitutivos, 
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asumiendo las particularidades, especificidades y contexto de cada 
país. Teniendo en cuenta el enfoque de Estado Abierto, se requie-
re de un urgente llamado a rearticular las dispersas narrativas que 
surgen en este nuevo escenario. Desde la irrupción de nuevos ac-
tores y prácticas en el territorio de la política que contribuyan o 
faciliten la configuración de un relato para afianzar la visión de la 
comunidad de destino que como latinoamericanos podemos lle-
gar a compartir en la búsqueda por mayor justicia social, igualdad  
y bienestar colectivo. 

Asimismo, no solo regenerar los espacios de confianza y los 
vínculos entre ciudadanía e instituciones, que son la base esen-
cial en el mantenimiento y sostenibilidad de nuestras sociedades, 
sino además incidir en la necesidad de instalar modos o formas 
de cuestionar permanentemente las bases desde las que nuestros 
sistemas democráticos se van renovando y actualizando: desde la 
experiencia cotidiana, desde el estar presentes, desde el imperati-
vo de escuchar y ser escuchados, desde la legitimidad de construir 
proyectos en conjunto, para todos, con todos, entre todos. 

Como bien plantea recientemente IDEA Internacional: la in-
clusión política es vital para la democracia sostenible. La demo-
cracia depende de la participación y representación de todos los 
ciudadanos (sus intereses y preocupaciones) en las instituciones 
y procesos políticos. Lo cual se debe manifestar en que ninguna 
voz debe ser silenciada. Nadie debería quedarse atrás. Nadie de-
biera estar sujeto a ninguna forma de retórica excluyente. Es por 
ello que en estos tiempos de cambio, la innovación política, en el 
amplio sentido de lo que ella significa (o puede llegar a significar 
para nuestras comunidades), constituye aire fresco para recrear 
nuestras instituciones, contribuir a la construcción de un Estado 
más abierto que, dicho sea de paso, pueda tener su correlato en 
sociedades más abiertas, inclusivas y justas y, en definitiva, ser-
vir de plataforma para configurar y afianzar una nueva forma, 
más holística e integral, de democracia. Una democracia en la 
que se refuerce el démos y se distribuya y comparta más poder, con 
menos asimetrías y mayor inclusión. Transitar hacia un modelo 
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de desarrollo sostenible a escala humana, recuperando la política 
como espacio para construir comunidad entre todos y todas, por 
y para todos y todas.
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La transición del gobierno electrónico (e-government) al 
gobierno abierto (open government) ha tenido implicacio-
nes técnicas, administrativas, pero también sociales y polí-

ticas (Sánchez, 2014). El tema del gobierno abierto aparece en la 
agenda de la administración pública como asunto central por los 
elementos que la integran: la transparencia, la participación y la 
colaboración de los ciudadanos en las políticas públicas, en don-
de la información y el uso de las Tecnologías de la Información 
y la Comunicación (TIC) tienen un rol esencial. Aislados estos 
instrumentos, tendrían resultados parciales y efímeros, mien-
tras que juntos constituyen una estrategia de transformación 
administrativa y rinden mejores resultados para los ciudadanos 
(Sánchez, 2017: 255).

El gobierno abierto es un nuevo movimiento en cuya base se 
encuentra un fuerte cuestionamiento a la forma en que se tra-
bajan los asuntos públicos, que pone de relieve el fenómeno del 
uso intensivo de las TIC y las redes sociales (o Web 2.0). Pro-
mueve una activa y comprometida participación de la ciudada-
nía y presiona a los gobiernos e instituciones públicas a ser más 
transparentes, a facilitar el acceso a la información que poseen 
y a guiarse por nuevos códigos de conducta en cuyo trasfondo 
residen las nociones de buen gobierno, de apertura de la sociedad 
y de cambio paradigmático hacia un modelo emergente que esté 
en concordancia con la configuración de la sociedad en red de la 
que forma parte (Ramírez-Alujas, 2011: 104).

El gobierno abierto es aquel gobierno que entabla una cons-
tante conversación con los ciudadanos con el fin de oír lo que ellos 
dicen y solicitan, que toma decisiones basadas en sus necesidades 
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y preferencias, que facilita la colaboración de los ciudadanos y 
los funcionarios en el desarrollo de los servicios que presta y que 
comunica todo lo que tiene, que decide y hace de forma abierta y 
transparente (Calderón y Lorenzo, 2010: 9-10).

El propósito de la ponencia es analizar el desarrollo del go-
bierno abierto como iniciativa multilateral promovida por los Es-
tados Unidos, Brasil, México y otros países fundadores, para des-
cribir su implementación en México, analizando los tres planes 
de acción implementados en el gobierno federal, para determinar 
las realidades de su puesta en marcha y las tendencias en el futuro 
en el nuevo gobierno de Andrés Manuel López Obrador. 

Por ello la ponencia se divide en cuatro apartados. En el pri-
mero, se realiza un sucinto análisis comparativo del gobierno 
abierto en Estados Unidos, Brasil y México, para conceptualizar 
el tema en una perspectiva comparada. En el segundo, se describe 
el desarrollo del gobierno abierto en México, por lo que se hace 
una revisión de sus tres Planes de Acción. En el tercer apartado se 
analizan los tres elementos del gobierno abierto en México: go-
bierno electrónico, participación y colaboración limitada. Cuarto, 
se realizan algunas precisiones sobre las realidades y tendencias 
del gobierno abierto en México en prospectiva, en particular en 
los gobiernos subnacionales y locales.

I.	 Realidades del gobierno abierto en México en prospec-
tiva. Un comparativo con Estados Unidos y Brasil

La iniciativa multilateral de gobierno abierto ha sido impulsa-
da en gran medida por el gobierno de los Estados Unidos de 
América, con el Memorando sobre Transparencia y Gobierno 
Abierto (The White House, 2009), firmado por el entonces pre-
sidente Barack Obama. En este documento, que se remitió a los 
departamentos y agencias ejecutivas del gobierno estadouniden-
se, se sentaron las bases de la apertura gubernamental basada en 
la transparencia de los asuntos públicos, la participación de los 
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ciudadanos en las decisiones del gobierno y la colaboración entre 
diversos sectores públicos y privados.

Derivado de lo anterior, la Alianza para el Gobierno Abierto 
(AGA) surgió en 2011, con 8 países fundadores: Brasil, Indone-
sia, México, Noruega, Filipinas, Sudáfrica, Reino Unido y Esta-
dos Unidos. En la actualidad, más de 80 países y 20 gobiernos 
subnacionales se han incorporado a los trabajos de la AGA, sus-
cribiendo diversos Planes de Acción, con compromisos en torno 
a las necesidades de cada región. Tanto México, como Brasil y 
Estados Unidos presentaron en el año 2011 un Primer Plan de 
Acción de Gobierno Abierto, con las siguientes consideraciones:

1. El gobierno abierto en México, Brasil y Estados Unidos

México
•	 Ingreso: Septiembre 2011.
•	 Temas: Mejorar los servicios públicos (3). Aumentar la 

integridad pública (6). Administración efectiva de los re-
cursos públicos (3). Incrementar la rendición de cuentas 
corporativa (2).

•	 Compromisos: 14.

Brasil 
•	 Ingreso: Septiembre 2011.
•	 Temas: Aumentar la integridad pública (21).

Administración más eficaz de los recursos públicos (6). 
Mayor responsabilidad corporativa (1). Mejorar la pres-
tación de los servicios públicos (5).

•	 Compromisos: 33.

Estados Unidos
•	 Ingreso: Septiembre 2011.
•	 Temas: Promover la participación ciudadana; modernizar 

la gestión de los registros del gobierno; mejorar leyes de 
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acceso a la información; desclasificar información de se-
guridad nacional; apoyar y mejorar la implementación de 
planes de gobierno abierto; fortalecer y ampliar las pro-
tecciones de los informantes para el personal del gobier-
no; mejorar el cumplimiento de las regulaciones median-
te una mayor divulgación de la información; mejorar la 
transparencia en las agencias del gobierno.

•	 Compromisos: 26 (Quintanilla y Gil, 2013).

En suma, los primeros planes de acción de los países seña-
lados demuestran dos cuestiones fundamentales. La primera de 
ellas es que México y Brasil retomaron compromisos de manera 
general, lo que implicó que su implementación tuviera diversas 
complicaciones –México, por ejemplo, realizó un Plan de Acción 
Ampliado, para especificar el sentido que querían promover en 
sus compromisos. En segundo lugar, es posible observar que Es-
tados Unidos retomó compromisos con una mayor especificidad, 
lo que permitió evaluar y construir los siguientes planes y sentar 
las bases institucionales de la AGA en su país.

Resultados a nivel federal en forma comparativa
En México los esfuerzos realizados a nivel federal han sido poco 
significativos en el sentido de transformar e institucionalizar el 
gobierno abierto, de dar seguimiento puntual a los compromisos 
y de generar espacios colaborativos para su implementación. A 
pesar de ello, se han formulado tres planes de acción y se ha parti-
cipado en la AGA desde su fundación. Respecto al caso de Brasil, 
ya se encuentran implementando el Cuarto Plan de Acción 
(2018-2020), que gira en torno a 10 compromisos tendientes a 
la mejora del gobierno abierto a nivel local, datos abiertos, cien-
cia abierta, cambio climático, transparencia legislativa y políticas 
nutricionales (OGP, Brasil, 2019b). Por su parte, Estados Unidos 
está trabajando en 8 compromisos derivados de su Cuarto Plan 
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de Acción, correspondiente al período 2019-2021 (OGP, United 
States, 2019c), entre los que destacan temas como datos abiertos, 
participación ciudadana y acceso a la información.

Finalmente, en México se están llevando a cabo diversos fo-
ros y espacios colaborativos para definir los compromisos que 
se expondrán en la AGA, con miras a presentar el Cuarto Plan 
de Acción 2019-2021. En ese sentido, el gobierno abierto en 
México presenta un retraso respecto de Brasil y Estados Unidos, 
toda vez que en esos países ya están trabajando en torno a los 
compromisos de un Plan de Acción reciente. En suma, la salida 
de las OSC8 de la AGA México dificultó en gran medida el de-
sarrollo e implementación del gobierno abierto, toda vez que se 
frenó la posibilidad de colaboración entre el Gobierno Federal y 
las OSC, con lo que el Tercer Plan de Acción no pudo tener el 
seguimiento adecuado.

Resultados a nivel subnacional y local en forma comparativa
La AGA diseñó, en el año 2016, el Programa Piloto para 
Gobiernos Subnacionales (OGP, 2019d), con la finalidad de 
promover una participación más directa con los ciudadanos y 
para mejorar la provisión de servicios a nivel local, reconocien-
do la labor que diversos gobiernos alrededor del mundo estaban 
promoviendo desde el ámbito local. 

Para poder ser elegidos como gobiernos subnacionales en la 
AGA, los interesados deben cumplir una serie de requisitos, ta-
les como: contar con al menos 250 000 habitantes, que su país 
forme parte de la AGA y que este no se encuentre suspendido. 
Además, los gobiernos subnacionales deben cumplir con los cri-
terios de elegibilidad: demostrar compromiso político del líder 
del gobierno; contar con recursos humanos necesarios; demos-
trar compromiso con la implementación del gobierno abierto; 
expresar interés por recibir apoyo de la AGA Internacional; tener 
experiencia en el trabajo con la sociedad civil; y tener voluntad 

8 Organizaciones de la Sociedad Civil. Nota del editor.
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por compartir sus experiencias con otros países y gobiernos inte-
resados (OGP, 2019e). 

Actualmente, hay 20 gobiernos subnacionales en la AGA 
(AGA, Jalisco, 2019). 9 Respecto a la implementación de gobier-
no abierto a nivel subnacional, es posible encontrar casos concre-
tos en los tres países estudiados. En primer lugar Jalisco, México; 
en segundo, Austin, en Estados Unidos; y finalmente, São Paulo, 
en Brasil. A continuación se explicarán algunos de los esfuerzos 
más significativos en estos gobiernos locales. 

El gobierno abierto en Jalisco, México
En el caso de Jalisco destacan los siguientes compromisos:
Inseguridad:

•	 Proyecto de intervención en la Colonia Lomas de Polanco 
a través de la Coordinación vecinal con policía y espacios 
abiertos del municipio de Guadalajara.

Empleo y Desigualdad:
•	 Reducción de la brecha salarial entre hombres y mujeres en 

el estado de Jalisco.
•	 Padrón estatal de habilidades para personas con  

alguna discapacidad.
•	 Padrón estatal de jornaleros agrícolas.

Educación:
•	 Plataforma tecnológica para la formación continua  

de docentes.
•	 Ampliación de la cobertura de educación media superior 

con base en necesidades y vocaciones productivas regionales.

9	. Gobierno abierto en gobiernos locales: Austin, Estados Unidos; País Vasco, 
España; Bojonegoro, Indonesia; Buenos Aires, Argentina; Elgeyo Marakwet, Kenia; 
Iași, Rumania; Jalisco México; Estado de Kaduna, Nigeria; Kigoma-Ujiji, Tanzania; 
La Libertad, Perú; Madrid, España; Nariño, Colombia; Ontario, Canadá; París, 
Francia; São Paulo, Brasil; Escocia, Reino Unido; Sekondi-Takoradi, Ghana; Seúl, 
Corea del Sur; Cotabato del Sur, Filipinas; y Tbilisi, Georgia.
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Combate a la corrupción:

•	 Plataforma para publicación de contrataciones del gobier-
no de Jalisco (con base en el Tablero de Compromisos de 
la AGA Jalisco, 2019).

El gobierno abierto en Austin, Estados Unidos 
Respecto al estado de Austin, en Estados Unidos, podemos res-
catar los siguientes compromisos:

•	 Cambio climático: fomentar la transparencia y partici-
pación ciudadana mediante la creación conjunta de una 
visión comunitaria para las tierras y recursos de propie-
dad de la ciudad, con inversión pública y privada para la 
administración de la red regional de espacios verdes en el 
sudeste de Austin.

•	 Inclusión en la contratación judicial: fomentar la trans-
parencia, la responsabilidad y la participación ciudadana 
mediante la creación de estrategias conjuntas para maxi-
mizar la experiencia de los usuarios en los tribunales co-
munitarios y en los servicios que presta.

•	 Acciones y esfuerzos por combatir el desplazamiento de 
la ciudad: mejorar el acceso a los servicios de vivienda de 
manera presencial y en línea.

•	 Análisis de datos de seguridad pública: mayor utilidad y 
disponibilidad de los datos de arrestos de la policía, en el 
portal de datos abiertos de Austin (traducción propia con 
base en OGP, Austin, 2019).

El gobierno abierto en São Paulo, Brasil 
La ciudad de São Paulo contempló los siguientes compromisos en 
su Segundo Plan de Acción Local (el primero de ellos formó parte 
de una estrategia local, que no participó formalmente en la AGA):

•	 Presupuesto: creación de registro público de organiza-
ciones y ciudadanos para la divulgación de información 
de las acciones y discusiones de presupuesto participativo. 
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Lo anterior, en el marco de la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático.

•	 Descentralización y desarrollo local: priorizar la discu-
sión, participación social y deliberación colectiva sobre 
los territorios, respetando consejos municipales, agentes 
y usuarios públicos y promoviendo la regionalización  
del presupuesto.

•	 Sistemas de información, comunicación participativa 
y transparencia: desarrollar la integración entre el diario 
oficial, el portal de transparencia y el sistema presupues-
tario financiero con lenguaje e interfaces accesibles, por 
medio de comunicación digital y física.

•	 Educación: mayor transparencia, tecnología e innovación, 
para que la comunidad educativa pueda participar en las 
decisiones y asignación de presupuesto.

•	 Combate a la corrupción: garantizar la accesibilidad de 
los datos públicos de forma abierta, por medio de inte-
gración y calificación de informaciones disponibles sobre 
contratos, licitaciones y ejecución presupuestaria / finan-
ciera del municipio de São Paulo (traducción propia con 
base en OGP, Brasil, 2019).

En conjunto, los tres gobiernos subnacionales de México, 
Brasil y Estados Unidos, son un referente fundamental del go-
bierno abierto a nivel local, no solamente por su labor en torno 
al Programa Piloto desarrollado por la AGA, sino por las accio-
nes tendientes a mejorar la prestación de servicios, la transpa-
rencia, el acceso a la información y el combate a la corrupción. 

II.	 El gobierno abierto en México:  
una revisión de sus planes de acción

En el contexto de la AGA en México, se ha avanzado en la cons-
trucción de tres Planes de Acción para dar cauce a dichos princi-
pios. El Primer Plan de Acción Ampliado (2011-2013), conjugó 
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36 compromisos y fue el esfuerzo inicial por abrir el diálogo y 
buscar un espacio de interlocución horizontal. El Segundo Plan 
de Acción (2013-2015), con 26 compromisos cumplidos, mar-
có la pauta para avanzar la agenda más allá del ámbito federal y 
con una mayor incidencia en la calidad de vida de las personas. 
Mientras que el Tercer Plan de Acción (2016-2018) fue producto 
de un ejercicio participativo sin precedentes en el que un grupo 
amplio y plural de actores de la sociedad civil, de la academia 
y del gobierno –a través de mecanismos como la consulta am-
plia, las jornadas abiertas y las mesas de trabajo– contribuyeron 
a identificar 11 compromisos públicos más urgentes dentro de 
los temas que se decidieron abordar (AGA, México, 2018: 2). 
A continuación, una descripción de estos tres planes de acción 
implementados en México.

Planes de Acción en el gobierno  
de Felipe Calderón (2006-2012)
En México, durante la primera etapa de gobierno abierto, se 
realizaron dos planes de acción (PA), aunque formalmente el 
primero fue descartado en la práctica. El segundo terminó 
concentrando la atención, los esfuerzos y los recursos para su 
implementación, ya que fue reformulado para tener un ma-
yor alcance integrando propuestas de las OSC que no habían 
sido incluidas en el primer plan. No queda del todo claro si se 
sumaron los compromisos de ambos o si el segundo Plan de 
Acción Ampliado (PAA) sustituye al anterior (Quintanilla y 
Gil, 2013: 94). 

Lo cierto es que el PA original contenía 14 compromisos 
establecidos en un formato de políticas transversales, tendien-
tes en su mayoría a mejorar la transparencia. Estos compromi-
sos y el plan de acción original no contaron con el aval de las 
OSC porque consideraron estas que hubo falta de compromi-
sos puntuales y de integración de varias propuestas presenta-
das por ellas (Sánchez 2016: 26-27).
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La Secretaría de la Función Pública (SFP) buscó un acer-
camiento con las OSC que habían participado en la consul-
ta inicial con el objeto de escuchar y atender sus inquietudes 
(Sánchez, 2016: 27). Se acordó establecer un mecanismo de 
coordinación en el que tuvieran voz y voto las OSC y no solo 
los funcionarios, por lo que la SFP propuso crear un Secre-
tariado Técnico Tripartita (STT), que quedó conformado en 
diciembre de 2011 con tres instancias: 1) el secretario ejecu-
tivo del Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI); 
2) el director de Estudios y Evaluación de Políticas de Trans-
parencia y Rendición de Cuentas de la Unidad de Políticas de 
Transparencia y Cooperación Internacional de la SFP; y 3) un 
representante de las ocho OSC participantes en la consulta 
inicial. Los primeros acuerdos del STT en esta etapa fueron: 
1) establecer procedimientos para su adecuado funcionamien-
to; y 2) modificar el primer plan de acción original para incluir 
nuevos compromisos que reflejaran las propuestas que las refe-
ridas OSC habían presentado originalmente.

Después de cinco mesas de trabajo, con más de 40 sesiones 
entre distintas dependencias y OSC (incluso la Conferencia 
Nacional de Gobernadores, instancia política de los goberna-
dores de los estados), el 28 de marzo de 2012 se presentó el 
nuevo Plan de Acción Ampliado (PAA), que quedó concluido 
en mayo de 2012 con 36 compromisos (Mesina, 2013: 149). 
La ventaja de la versión ampliada fue que se otorgó una mayor 
importancia al aprovechamiento de las TIC y la relevancia de 
crear sitios web específicos:

Compromisos de PA: 
Fecha de ingreso: Sept. 2011 (PA) / N° de compromisos: 14.
Objetivos: 

•	 Mejorar los servicios públicos, 3.
•	 Aumentar la integridad pública, 6.
•	 Administración efectiva de los recursos públicos, 3. 
•	 Incrementar la rendición de cuentas corporativa, 2.
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Dependencias de gobierno: 18 Secretarías de Estado coordi-
nadas por:

•	 Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección 
de Datos, Presidencia de la República, Secretaría de  
Relaciones Exteriores.

Compromisos de PAA: 
Fecha ingreso: Abril 2012 (PAA) / N° de compromisos: 36
Objetivos: 

•	 Mejora de servicios, 3.
•	 Aumento de rendición de cuentas corporativas, 4.
•	 Administración eficiente de los recursos públicos, 16.
•	 Aumento de la integridad pública, 13.

Dependencias de gobierno: 22 dependencias gubernamentales 
coordinadas por Secretariado Tripartita:

•	 Representantes del IFAI.
•	 Secretaría de la Función Pública.
•	 Representantes de organizaciones civiles.

Organizaciones de la sociedad civil del PA y PAA: Centro de 
Investigación para el Desarrollo A.C. (Cidac); Cultura Ecológica, 
A.C; CitiVox; Fundar; Centro de Análisis e Investigación, A.C.; 
Gestión Social y Cooperación, A.C. (Gesoc); Instituto Mexicano 
para la Competitividad A.C. (IMCO); Transparencia Mexicana 
(Quintanilla y Gil, 2013: 97). 

En lo que se refiere a los resultados alcanzados en la primera 
etapa, el «Reporte de cumplimiento del primer año de trabajo», 
de la AGA en México, reportaba los avances de los compromisos 
asumidos por el país (AGA, 2012: 3). El PAA se integró con 36 
compromisos y uno de carácter general, referido a un Premio a la 
Innovación en Transparencia para la mejora de la gestión institu-
cional (Sánchez, 2016: 28). Dos de los compromisos iban dirigi-
dos hacia actividades de carácter gubernamental: 1) inclusión de 
México en la Iniciativa Internacional de Industrias Extractivas; y 
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2) elaboración de un plan de trabajo para la publicación de padro-
nes de beneficiarios de programas de subsidios gubernamentales. 
Los demás compromisos –34– se ubicaban en las categorías de 
transparencia y transparencia electrónica, los cuales estaban enfo-
cados a la solicitud de publicación y acceso a la información, así 
como a la creación de sitios web para albergar información sobre 
aspectos específicos (Quintanilla y Gil, 2013, 112-113).

Retos AGA y compromisos Plan de Acción Ampliado (PAA)*
•	 Mejora de los servicios públicos: 2 compromisos.
•	 Aumentar la integridad pública: 11 compromisos.
•	 Manejo de recursos con mayor eficiencia y eficacia:  

18 compromisos.
•	 Aumento de la rendición de cuentas corporativa:  

4 compromisos.
•	 Construcción de comunidades más seguras: 

 3 compromisos.
(*AGA, 2012: 3).

El PAA se gestó en la administración de Felipe Calderón Hi-
nojosa y los mayores esfuerzos por implementarlo se realizaron 
entre mayo y diciembre de 2012, ya que posteriormente iniciaría 
la nueva administración de Enrique Peña Nieto (Sánchez, 2016: 
29). Además de que fue un período de tiempo reducido por la 
veda electoral –establecida para no influir en el voto de los ciuda-
danos– durante los meses de abril, mayo y junio, y que obligó a las 
dependencias a dejar de publicar información relacionada con el 
quehacer gubernamental, influyó negativamente en el avance del 
cumplimiento de los compromisos. 

Además, el trabajo que se genera en las dependencias guber-
namentales por el cierre de administración y entrega de oficinas 
fue otro factor que no favoreció el cumplimiento total del PAA.10 

10 Para la valoración del cumplimiento de los 36 compromisos, las OSC definieron 
cinco aspectos a evaluar: a) disponibilidad y actitud del gobierno; b) programa 
de trabajo específico; c) tiempo de respuesta; d) avances sobre planes de trabajo; 
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Estos dos factores influyeron absolutamente en el cumplimiento 
de los compromisos del PAA. El Reporte respectivo señalaba que 
de los 36 compromisos 21 obtuvieron una evaluación global de 
cumplimiento total, 15 fueron calificados como cumplidos par-
cialmente, y 2 con complimiento nulo (AGA, 2012: 3-4). Entre 
los resultados relevantes destacaba la creación del portal web Trá-
mite Fácil, que permite conocer los 300 trámites y servicios ofre-
cidos por el gobierno federal de forma ágil y sencilla. También la 
organización de datos abiertos por parte de la Procuraduría Fe-
deral del Consumidor (Profeco) y la SFP en 2012, son ejemplos 
visibles de los resultados obtenidos en el marco de la AGA en 
México (Pérez, 2013: 1). Como puede inferirse, en estos tres ca-
sos el gobierno abierto se convirtió en gobierno eletrónico al dar 
cumplimiento de su compromiso con usos de las TIC en portales 
electrónicos (Sánchez, 2016: 30).

Cabe señalar una segunda evaluación: el Informe de Avance 
2011-2013 presentado por el Mecanismo de Revisión Indepen-
diente (MRI). En este se exponía que, de un total de 37 com-
promisos, se había cumplido totalmente con 20, mientras que 14 
estaban en progreso y 2 no se habían comenzado. Existen dife-
rencias en cuanto al número total de compromisos, la cantidad de 
compromisos cumplidos y en proceso de cumplimiento, porque 
algunos fueron divididos en la última etapa para facilitar su eva-
luación (STT, 2013: 6). 

Por lo anteriormente expuesto, se puede afirmar que el PAA 
puso énfasis en los implementos de acceso a la información, la 
transparencia presupuestaria y la transparencia en el sector pri-
vado y los datos abiertos. El propósito era manejar los recursos 
públicos con mayor eficacia y eficiencia (Sánchez, 2016: 30). Re-
sultado de ello fueron las adecuaciones tecnológicas, políticas y 
legales para las políticas públicas dirigidas hacia la apertura gu-
bernamental (Mesina, 2013: 155). 

y e) calidad del cumplimiento de la propuesta. Cada uno de estos aspectos fue 
valorado a partir de tres criterios: cumplimiento total (CT), cumplimiento 
parcial (CP) y cumplimiento nulo (CN).
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En esta primera etapa, y considerando que el gobierno abier-
to constituye una política de carácter transversal, los miembros 
participantes en esta experiencia proponían cinco acciones para 
fortalecer la AGA en México durante la siguiente administración 
en los siguientes términos**: 

1.	 Refrendar al Secretariado Técnico Tripartita (STT) como 
el espacio permanente e institucional de toma de decisio-
nes de la AGA, con participación de autoridades y OSC.

2.	 Impulsar de manera coordinada entre las tres instancias 
una consulta nacional para recibir propuestas adicionales 
de otras OSC, y sobre esa base elaborar el Segundo Plan 
de Acción a presentarse en el primer semestre de 2013.

3.	 Incluir el compromiso general de darle continuidad a la 
AGA en el Plan Nacional de Desarrollo (2013-2018).

4.	 Trabajar en la implementación del Segundo Plan de 
Acción mediante la adjudicación de recursos financieros 
y humanos, así como la socialización de la iniciativa en 
las dependencias y entidades de la administración pública 
federal, los poderes Legislativo y Judicial, así como en las 
entidades federativas.

5.	 Desempeñar un papel más activo y propositivo en el 
Comité Directivo de la AGA a partir de septiembre de 
2013, fecha en que México debería asumir la copresiden-
cia de esa iniciativa multinacional.

(**AGA, 2012: 12-13.)

Para los participantes de las OSC en la AGA México la pre-
ocupación fundamental era la transición del gobierno de Felipe 
Calderón Hinojosa a la de Enrique Peña Nieto. Preocupación re-
lacionada con la continuidad de los compromisos pendientes y el 
inicio del proceso participativo para la conformación del Segun-
do Plan de Acción 2013-2015. Adicionalmente, México debía 
asumir la copresidencia de la AGA en septiembre de 2013 (Pérez, 
2013: 2). Los resultados del primer PA como parte de la AGA 
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en México, sentaron las bases de los siguientes PA con un mayor 
nivel de participación de las OSC participantes.

Planes de Acción en el Gobierno  
de Enrique Peña Nieto (2012-2018)
Ante la duda de la continuidad de la AGA en México, el 
compromiso del gobierno abierto de Enrique Peña Nieto fue 
expresado desde el primer discurso como presidente de la 
República. Este compromiso se había expresado en dos formas  
(STT, 2013: 3-4).

Primero, mediante la inclusión de los principios de gobier-
no abierto como ejes rectores del Plan Nacional de Desarrollo 
(2013-2018), además del reconocimiento de la AGA como el 
marco para la realización conjunta de proyectos entre sociedad 
civil y gobierno que tuvieran un impacto positivo en la sociedad. 
Segundo, el compromiso se había materializado mediante la de-
cisión del gobierno federal de ratificar a la STT como órgano 
permanente e institucionalizado de la conducción y toma de de-
cisiones de la AGA en México (Sánchez, 2016: 31-32).

A continuación se describen de forma general los compromi-
sos del Plan de Acción 2013-2015, o PA15 (STT, 2013: 7). El 
11 de abril de 2013, en una reunión presidida por Julián Alfonso 
Olivas Ugalde, encargado del Despacho de la SFP, y con la pre-
sencia del comisionado Presidente del IFAI, Gerardo Laveaga 
Rendón, así como de los ocho representantes del Comité Coor-
dinador de la Sociedad Civil (CCSC), se dio inicio formal al 
proceso de elaboración del PA15 (Sánchez, 2016: 32).

Se pactó que los compromisos del PA15 provendrían de dos 
fuentes. La mitad de ellos se generaría en nueve mesas de trabajo 
temáticas, a las cuales se convocó a funcionarios públicos, exper-
tos y actores clave para determinar compromisos en áreas temáti-
cas prioritarias. La otra mitad estuvo conformada por iniciativas 
de transparencia, rendición de cuentas, participación ciudadana y 
gobierno electrónico de alto impacto ciudadano, propuestas por 
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el gobierno federal, mismas que se presentarían a OSC para su 
acompañamiento y seguimiento (STT, 2013: 7-8).

A partir de la metodología descrita, se integró el PA15 con 17 
compromisos asumidos por las dependencias del gobierno fede-
ral en las mesas de trabajo temáticas, y nueve seleccionados por 
la SFP a partir de dicho proceso (Sánchez, 2016: 32). El docu-
mento establecía nueve propuestas, las cuales estaban en proceso 
de asimilación por parte de la sociedad civil; en el marco de los 
principios de la AGA, las propuestas deben transitar por un diá-
logo abierto y permanente con la sociedad civil (STT, 2013: 12). 

Una de las lecciones del PA15 es que se quiso evitar el nú-
mero excesivo de compromisos para lograr un listado más aco-
tado y realista (Sánchez, 2017: 268). Para llegar a esa definición 
metodológica resultó útil el Mecanismo de Revisión Indepen-
diente (MRI), que muy pronto acusó que una agenda de com-
promisos muy extensa generaría problemas de seguimiento y  
cumplimiento. En esta segunda etapa existió una mayor partici-
pación de las OSC, dependencias de gobierno y actores relevan-
tes en el PA15.11

El resultado final del proceso para elaborar el PA15 fue la 
definición de 17 compromisos en las mesas de trabajo temáticas, 
así como la selección de nueve proyectos propuestos por diferen-
tes dependencias del gobierno federal. Por lo que el PA15 quedó 
integrado por 26 compromisos. 

11 En el cumplimiento de este segundo PA15, por parte de la sociedad civil 
participaron el Centro de Investigación para el Desarrollo A.C. (Cidac), Artículo 
19, Fundar, el Centro de Análisis e Investigación A.C., el Instituto Mexicano para 
la Competitividad A.C., Gestión Social y Cooperación A.C. (Gesoc), Transparencia 
Mexicana, SocialTIC y Cultura Ecológica. Por parte del gobierno federal 
participaron la Secretaría de la Función Pública (SFP), la Secretaría de Economía 
(SE), la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público (SHCP), la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT), 
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarn), la Secretaría de 
Educación Pública (SEP), la Secretaría de Energía (SE), la Secretaría de Gobernación 
(SG), Petróleos Mexicanos (Pemex), Procuraduría General de la República (PGR) y 
Presidencia de la República (AGA, 2015: 5).
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Compromisos y resultados del PA15
En cuanto al seguimiento y evaluación del PA15, se estableció 
una metodología que contemplaba la elaboración de planes de 
trabajo para cada compromiso acordados entre funcionarios y 
OSC responsables, quienes establecieron metas semestrales e 
indicadores (Sánchez, 2017: 270).

Los planes de trabajo se llevaron a cabo conforme al «For-
mato para el seguimiento y la evaluación del PA15», que se 
acordó para este fin, el cual contempló la habilitación de un 
«Tablero de Control Público» en la página de Internet de la 
AGA México. En este Tablero las dependencias del gobierno 
federal y las OSC responsables debían reportar los avances en 
el cumplimiento de cada uno de los compromisos del PA15 
(AGA, 2015a: 1).

Al mes de octubre de 2015, en el Tablero se habían hecho 
tres reportes de avances. El primero con fecha 27 de octubre de 
2014, el segundo fechado el ocho de marzo de 2015 y el tercero 
actualizado al 22 de julio de 2015. En este último se reportaba 
que había dos compromisos que finalizarían sus actividades en 
una fecha posterior al 22 de julio. Se trataba de los compromi-
sos «Adhesión de México a la Iniciativa para la Transparencia 
de las Industrias Extractivas» (compromiso 26), y «Registro de 
detenidos» (compromiso 4) (AGA, 2015b: 2). Sin embargo, se 
alcanzaron la mayoría de los compromisos suscritos.

En esta segunda etapa de la AGA mexicana resalta la sus-
pensión provisional de la Secretaría de la Función Pública en 
el momento de creación de la instancia denominada Comisión 
Nacional Anticorrupción (CNA), que implicaría la redistribu-
ción de sus funciones a diferentes Secretarías de Estado, des-
tacando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP). 
Esta situación implicaba al PA15, ya que de los 26 compromisos 
la SFP participaba en 7, en los que tenía un papel relevante 
como responsable de los mismos. La SFP formaba parte incluso 
del STT desde su creación, y la pregunta era: ¿Qué instancia 
ocupará su lugar en el STT? (Sánchez, 2017: 270).
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Adicionalmente, ante la polémica de la «Casa Blanca»12 de la 
esposa del presidente Enrique Peña Nieto, este designo, a la mi-
tad de su sexenio, a un funcionario de su confianza para retomar 
plenamente el funcionamiento de la SFP, y ante la negativa del 
Poder Legislativo de aprobar su propuesta para crear la CNA, 
los trabajos de la AGA mexicana comenzaron a realizarse de 
forma normal y tradicional ya que la SFP tenía titular y una 
representación en los trabajos de la AGA México. 

En la experiencia del gobierno abierto en México, desde su 
integración hace cinco años, se habían establecido dos planes de 
acción. Uno de ellos en 2011, el cual fue ampliado en 2012, y otro 
para el período 2013-2015. El aprendizaje para su definición y 
cumplimiento había sido gradual pero sostenido. Esto explica que 
del 58 % de cumplimiento del PAA (2011-2012) se haya pasado 
al 100 % del PA15. El próximo Plan de Acción 2016-2018 estuvo 
sometido a consulta pública en su momento (Salas, 2015: 8-9). 
Era de esperarse que tomará en cuenta las experiencias de los 
planes de acción previos y permitiera una mayor participación 
deliberativa de las OSC (Sánchez, 2017: 270).

A partir de la experiencia de los dos planes de acción anterio-
res, en noviembre de 2015 se inició la elaboración del Tercer Plan 
de Acción (2016-2018) con una consulta pública para determinar 
los temas. Estos fueron los temas planteados: 1) derechos hu-
manos y fortalecimiento del estado de derecho; 2) igualdad de 
género; 3) Sistema Nacional Anticorrupción; 4) gobernanza de 
recursos naturales y cambio climático; 5) pobreza y desigualdad; 
y 6) servicios públicos. El Tercer Plan de Acción contaba con 11 
compromisos que deberían haberse cumplido entre julio y octubre 
de 2018. Lo ocurrido representó un obstáculo para determinar el 
grado de avance del PA 2016-2018. Sin embargo, es prudente 
mencionar que a tan solo unos meses de que el sexenio termi-
nara, no se habían visibilizado resultados tangibles del gobierno 

12. Escándalo político en México por una casa valuada en más de siete millones de 
dólares, propiedad de la Primera Dama y el Presidente, con larga trayectoria política 
en su país. Nota del editor. 
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abierto, por lo que es incierto saber el nivel del cumplimiento de 
los 11 compromisos contraídos por el gobierno mexicano.

En el contexto de la AGA, México se ha caracterizado por 
sus procesos de consulta pública incluyentes y participativos en 
la construcción de sus planes de acción nacionales de gobierno 
abierto. Particularmente, la elaboración de su segundo plan de 
acción fue reconocida como un proceso de consulta pública des-
tacado entre los países de la Alianza. Asimismo, durante la 69° 
Asamblea General de la ONU, México asumió la presidencia de 
la AGA por un período de un año, el cual finalizó en octubre de 
2015 durante la Cumbre Global de la Alianza, celebrada en Ciu-
dad de México. Además de los resultados logrados como presi-
dente de la Alianza, México concluyó su segundo plan de acción 
nacional de forma satisfactoria con el cumplimiento total de sus 
26 compromisos (AGA, 2018: 4).

Sin embargo, las sospechas de espionaje a algunos miembros 
dentro del gobierno abierto provocó la salida de los miembros 
participantes. El 11 de febrero de 2017, The New York Times ex-
puso en su artículo «Programas de espionaje fueron usados contra 
promotores de un impuesto a los refrescos en México», el supues-
to espionaje del gobierno federal a diversos activistas, dos de ellos 
luchadores de las causas del gobierno abierto. En este artículo se 
retomó el informe técnico elaborado por Citizen Lab, en conjun-
to con las ONG SocialTIC y R3D, en el que se manifestaba la 
intención de autoridades mexicanas de espiar a diversos activistas 
de ONG y defensores de derechos digitales.

Como consecuencia, los miembros de la ONG solicitaron una 
investigación profunda para indagar a quienes realizaron las ac-
ciones de espionaje. Después de tres meses sin obtener respuesta 
del gobierno federal, las 10 organizaciones que conformaban el 
núcleo de la sociedad civil decidieron abandonar el Secretaria-
do Técnico Tripartita (STT) –conformada por la Secretaría de la 
Función Pública, el IFAI y la sociedad civil–, argumentando que 
no existían las condiciones necesarias para cocrear acciones de 
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manera conjunta con el gobierno mexicano. En suma, hay avances 
y claroscuros en las experiencias del gobierno abierto en México. 

México se había incorporado a los desafíos y metas y fue  
ineficaz, especialmente con el Primer Plan Ampliado (2011-
2013). Sin embargo, los compromisos del Segundo Plan de Ac-
ción, con el tablero online, se pudieron observar en detalle con 
los avances presentados por cada dependencia gubernamental. 
Además, en el Tercer Plan no existía una plataforma para dar 
seguimiento a las acciones, aunque sí puedan vislumbrarse en do-
cumentos oficiales de manera aislada. Por otro lado, en el Tercer 
Plan de Acción ocurrió el «espionaje» a algunos de los miembros 
de las OSC, por lo que abandonaron los trabajos en el STT de la 
AGA, ya que solicitaron una investigación sobre esta actividad al 
interior del trabajo del seguimiento de compromisos públicos, la 
cual no fue atendida debidamente.

Plan de Acción en el gobierno de Andrés Manuel López 
Obrador (2018)
Después de dos años de ausencia y con los trabajos de apertura 
detenidos, el 5 de marzo de 2019 el INAI, la SFP y el Núcleo de 
la Sociedad Civil para el gobierno abierto (NOSC), concertaron 
la reactivación de los trabajos para el gobierno abierto en México 
(INAI, 2019). 

Luego se decidió crear una instancia rectora de los trabajos de 
gobierno abierto, denominada Comité Coordinador, a partir del 
cual se realizará una hoja de ruta basada en los acuerdos derivados 
de las consultas, foros y talleres que se llevarán a cabo en torno a 
revalorizar el gobierno abierto en México.

En ese sentido, la AGA México tiene contemplado trabajar en 
torno a la formulación conjunta del Cuarto Plan de Acción 2019-
2021, el cual tuvo como fecha tope de publicación el 31 de agosto 
de 2019 (INAI, 2019). Para tales efectos, se realizará una evalua-
ción de los compromisos adquiridos en los tres Planes de Acción 
presentados con anterioridad, para determinar si se han cumplido 
o no con los requerimientos en materia de gobierno abierto.
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El comunicado se firmó por Irma Sandoval, secretaria de la 
Función Pública; Joel Salas, comisionado y coordinador de la 
Comisión de Gobierno Abierto y Transparencia del INAI, así 
como por Juan Manuel Casanueva, director general de Social-
TIC y coordinador del NOSC. En suma, el gobierno abierto 
en México empieza a vislumbrarse en la Cuarta Transformación 
(4T). No obstante, apenas es el comienzo de lo que, en teoría, 
debería ser un repunte en nuestro país respecto a su posición 
global en materia de apertura gubernamental. En el borrador del 
Plan Nacional de Desarrollo no se contempla ningún objetivo en 
torno a promover el desarrollo del gobierno abierto, por lo que 
es cuestionable que pueda existir compromiso político en esta 
materia. En ese sentido, valdrá la pena esperar a que las OSC, 
en conjunto con la SFP y el INAI presenten el Plan de Acción 
2019-2021, que se implementen los compromisos y que se dé el 
seguimiento necesario. 

III.	 Realidades del gobierno abierto en México

En contraste con los alcances logrados en el gobierno abierto en 
México, hay serios cuestionamientos en su implementación, ya 
que pueden limitar su éxito si no se toma en cuenta su contexto, la 
brecha digital y otros problemas técnico-administrativos. Un go-
bierno abierto se sustenta en el compromiso de garantizar que to-
dos los aspectos de la forma en que el gobierno y servicios públicos 
son administrados y operados estén abiertos al eficaz escrutinio 
público y a la supervisión de la sociedad mediante la transparencia. 

Por ejemplo, el gobierno abierto debe ir acompañado de la 
progresiva expansión de espacios de diálogo, participación y deli-
beración en conjunto con la ciudadanía, y de apertura a la necesa-
ria colaboración que se requiere para encontrar mejores solucio-
nes a problemas públicos cada vez más complejos, aprovechando 
el potencial y energías disponibles en vastos sectores de la socie-
dad (Ramírez-Alujas, 2011: 125).
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El gobierno abierto también tiene problemas de implemen-
tación que deben ser considerados por los países que forman 
parte de la AGA (Campos y Corojan, 2012: 123-124). Todavía 
está extendido el temor de que cualquier gobierno se enfrente a 
problemas relacionados con la protección de su información y a 
sistemas de violación de la seguridad informática. Esto afecta no 
solo la integridad y disponibilidad de servicios, sino también la 
confianza de los ciudadanos en el sistema. La seguridad nacional 
también es considerada como uno de los límites. Con frecuen-
cia, las leyes que protegen la seguridad nacional tropiezan con 
las normas de transparencia informativa, y la protección de las 
primeras impide el estudio del impacto real.

Igualmente, un obstáculo es la brecha digital o estratificación 
digital. Aunque el número de usuarios de Internet ha ido aumen-
tando a lo largo de los últimos años en las sociedades avanzadas, 
todavía es preciso tener en cuenta la existencia de minorías que, 
por razones de edad, ámbito geográfico, nivel socioeconómico, 
educativo, lengua o cualquier otro aspecto, afrontan especiales di-
ficultades a la hora de acceder a los servicios electrónicos. 

Con todo este escenario habría que considerar como un límite 
del gobierno abierto la confianza ciudadana. Uno de los límites 
de implementación puede residir en la actitud y receptibilidad de 
los propios ciudadanos que, sin una adecuada información y for-
mación, pueden desconocer la oferta de servicios de los gobiernos 
o ser reacios a utilizarlos. 

Que el gobierno abierto sea una realidad supone dejar de 
ignorar lo que es complejo e intentar abordar tales desafíos de 
modo simultáneo e integral. Requiere la definición vigorosa de 
hojas de ruta y políticas de Estado –más allá de los gobiernos en 
turno– que le den sostenibilidad, proyección y perspectiva estra-
tégica en el tiempo. 

Para Güemes y Ramírez-Alujas (2012), el gobierno abier-
to ha llegado para quedarse, pero requiere un trabajo de cam-
bio institucional y cultural en la esfera pública cuyos efectos 
solo podrán observarse en el mediano y largo plazo si se llevan 
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a cabo las iniciativas adecuadas y los esfuerzos necesarios para 
ir pavimentando el camino que conduzca al cumplimiento de 
las promesas que le dan vida y que le han posicionado como 
eje de debate en estos primeros años del siglo XXI (Güemes y  
Ramírez-Alujas, 2012: 215).

Gobierno abierto a nivel subnacional y local
Una de las consideraciones estratégicas en el futuro del gobier-
no abierto es la continuación de sus mejores prácticas a nivel de 
las entidades federativas, para replicar su esquema, metodología y 
proceso de coadyuvancia en los gobiernos estatales y puedan estos 
fijar compromisos, permitir la participación de OSC y mejorar la 
transparencia, la colaboración y el uso intensivo de las TIC. Un 
tablero de seguimiento es una herramienta valiosa que mostrará 
a los ciudadanos el grado de cumplimiento de los compromisos 
establecidos. El gobierno abierto debe llegar a nivel estatal, y pos-
teriormente a los gobiernos municipales. El éxito del gobierno 
abierto se dará en esas instancias de gobierno que necesiten «abrir 
la caja negra» de lo que sucede en sus estructuras y procedimien-
tos administrativos.

Resulta promisorio que en 2015 arrancara la implementación 
de ejercicios estatales de gobierno abierto en 14 estados del país: 
Durango, Oaxaca, Morelos, Veracruz, Coahuila y Puebla, en un 
primer bloque; Jalisco, Tlaxcala, Hidalgo, Baja California, Chia-
pas y Tabasco, en un segundo bloque; y Zacatecas y San Luis Po-
tosí, que se integraron posteriormente. Replicando la experiencia 
federal, en estos estados se han formado secretariados técnicos, 
y ya existía un plan de acción local presentado, y están en puerta 
los demás (Salas, 2015: 9). Habrá que esperar los resultados de 
estas experiencias a nivel estatal y local, pero su implementación 
deberá incorporar sus propias realidades para que tengan éxito. 

En 2016, siete estados y ocho municipios se unieron a la se-
gunda generación de la Red México Abierto (Sánchez, 2019: 
115). Estos gobiernos muestran la iniciativa y el compromiso 
de aprender de otros gobiernos locales, así como aprovechar los 
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datos para generar conocimiento y detonar el desarrollo eco-
nómico y social (Baranque, 2016: 2). No obstante, el esfuer-
zo de la Red México Abierto no había podido implementarse 
en todas las entidades del país sino en un reducido número de  
gobiernos locales.

El IFAI, en el marco de la presidencia de México en la AGA 
a nivel internacional, trabajaba para implementar el modelo de 
gestión de gobierno abierto en los niveles estatales y municipales. 
Algunos gobiernos estatales y municipales comenzaron a incor-
porar de manera progresiva el gobierno abierto a su discurso y a 
sus políticas públicas (Sánchez, 2015: 2). Aunque los resultados 
no han sido los esperados –en parte, porque amerita de requeri-
mientos políticos, técnicos y administrativos para lograr un des-
empeño adecuado a las expectativas de los ciudadanos (Sánchez, 
2019: 123-125).

Las experiencias del gobierno abierto en gestiones subnacio-
nales en México son contrastantes, poco representativas y con re-
sultados limitados. En marzo de 2015, doce órganos garantes fir-
maron una manifestación de interés con el INAI para comenzar 
a trabajar sobre ejercicios de gobierno abierto en sus entidades. Si 
bien estos ejercicios no formaban parte de la AGA, el INAI ha-
bía sugerido replicar el modelo de trabajo nacional, tanto a nivel 
subnacional como local (Terrazas, 2015: 3). 

A escala nacional, el IFAI se había convertido en un impulsor 
del gobierno abierto a nivel subnacional, habiendo involucrado a 
los gobernadores, a las OSC y a los órganos garantes (Sánchez, 
2019: 116). En México los órganos garantes del derecho a la in-
formación tienen la atribución de promover la puesta en marcha 
de políticas y mecanismos de apertura gubernamental. A finales 
de 2015 el INAI contempló la realización de doce ejercicios, para 
lo cual dividió a las entidades federativas en dos grupos, con un 
diagnóstico previo sobre las condiciones existentes.

El primer grupo, conformado por Durango, Oaxaca, More-
los, Veracruz, Coahuila y Puebla, inició sus trabajos en marzo de 
2015. El segundo, integrado por Jalisco, Tlaxcala, Hidalgo, Baja 
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California, Chiapas y Tabasco, comenzó a activarse en junio de 
ese año. Posteriormente, se sumaron San Luis Potosí y Zacatecas, 
en tanto que Puebla decidió no participar (Bautista, 2015: 140). 
El INAI estableció tres acciones básicas para la formalización 
de los ejercicios de gobierno abierto a nivel subnacional: 1) la 
conformación de los Secretariados Técnicos Locales (STL). 2) la 
elaboración de los planes de acción local, y 3) la apertura de una 
página en la Internet (Sánchez, 2019: 116). El resultado de esta 
experiencia fue que, a noviembre de 2015, nueve estados habían 
constituido sus STL: Durango, Morelos, Veracruz, Coahuila, 
Oaxaca, Jalisco, Baja California, Tlaxcala y Zacatecas. De estos, 
solo los dos primeros (Durango y Morelos) habían cubierto las 
tres acciones básicas; los demás estaban por elaborar sus planes de 
acción, en tanto que Hidalgo, Chiapas y Tabasco apenas estaban 
conformando sus STL (Bautista, 2015: 141). Por lo cucal, de las 
experiencias de gobierno abierto a nivel subnacional, solo Jalisco 
se puede considerar como un estudio de caso exitoso.

Gobierno abierto en gestiones locales
En las experiencias de gobierno abierto en gestiones locales en 
México existen pocos casos representativos y/o con evidencias de 
que haya tenido un desempeño adecuado en los casos que han 
impulsado. En la búsqueda de evidencias de casos exitosos, por 
un lado, existe un estudio comparativo en la medición a nivel na-
cional; y por otro, dos casos focalizados con resultados que serán 
descritos (Sánchez, 2019: 118). 

Primero, un estudio serio en esta clase de experiencias fue ela-
borado en un centro de investigación adscrito a la Universidad 
Autónoma de Coahuila, quienes realizaron un estudio para medir 
la calidad del gobierno abierto en 204 municipios y delegaciones 
más poblados en México, considerando las tres variables más im-
portantes: transparencia, participación ciudadana y colaboración. 
Construyeron 25 indicadores cuyos valores suman un total de 100 
puntos. Por tanto, las calificaciones que podían obtener los mu-
nicipios iban de cero a 100 puntos (Sánchez Valdés, 2016: 1-3).
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 Derivado del análisis de los portales de Internet de los 204 
municipios y delegaciones más poblados del país, el estudio con-
cluye que un número reducido ha logrado implementar estrate-
gias de gobierno abierto y el resto –que representa la mayoría– 
requiere mucho trabajo para considerarse como una experiencia 
exitosa de gobierno abierto a nivel local. Existen gobiernos loca-
les que no han realizado acciones concretas mínimas relacionadas 
con los elementos esenciales del gobierno abierto, lo que demues-
tra que estos tienen que dedicar personal, recursos, presupuesto y 
tiempo para la implementación de un gobierno local abierto. El 
gobierno electrónico es un paso indispensable para pensar en la 
configuración de un gobierno abierto (Sánchez, 2019: 118). 

La calificación promedio de los municipios evaluados fue de 
25 puntos. Solo 15 de los municipios sobrepasaron los 50 puntos, 
mientras que 164 tuvieron 30 puntos o menos. El municipio que 
obtuvo la mejor calificación fue: Tlajoculco de Zúñiga, en Jalisco, 
con 91 puntos. En cambio, hubo cuatro municipios que obtuvie-
ron cero puntos (Apizaco, Tlaxcala; Fresnillo, Zacatecas; Hidalgo 
del Parral, Chihuahua; y Tantoyuca, Veracruz) debido a que no 
presentaron evidencias de las tres variables analizadas (Sánchez 
Valdés, 2016: 3-4). 

Segundo, en los estudios de casos de gobierno abierto en Mé-
xico, Hernández, Gandur y Najles (2014) describen dos casos 
exitosos, aunque focalizados. Muestran también que se están rea-
lizando propuestas innovadoras en materia de gobierno abierto 
a nivel local. El primero es la atención a emergencias desde tu 
móvil en el Municipio de Metepec, Estado de México. 

Enfocado en la colaboración entre las autoridades locales y la 
ciudadanía para una mejor atención, destaca la creación del Siste-
ma Metepec de Alerta Vecinal (Simav) (educacionmetepec.org.
mx/Alarma/). Este funciona como un mecanismo de emergen-
cia que busca dar respuesta inmediata a problemas que alteren la 
tranquilidad y pongan en riesgo la integridad de los ciudadanos. 
Se activa desde los teléfonos móviles para dar aviso a las autori-
dades y a las personas que el ciudadano considere.
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Es un sistema gratuito en el que puede registrarse cualquier 
vecino de la comunidad, creando redes de detección y atención 
de situaciones de riesgo para la ciudadanía (Hernández, Gan-
dur y Najles, 2014: 25). El teléfono móvil puede convertirse en 
una herramienta útil para la atención de emergencias de manera 
constante por parte de la administración local, y al mismo tiempo 
permite una relación fluida de información y colaboración en-
tre el gobierno municipal y la ciudadanía. El segundo caso es el 
Laboratorio para la Ciudad, en la Ciudad de México (Sánchez, 
2019: 121). En la búsqueda por la innovación para enfrentar los 
problemas que tiene una megalópolis como lo es la Ciudad de 
México, y gracias a la iniciativa de funcionarios capacitados, quie-
nes ya venían trabajando desde la sociedad civil, el gobierno del 
entonces Distrito Federal crea el Laboratorio para la Ciudad, un 
espacio de interacción directa entre la administración, las orga-
nizaciones sociales y la empresa privada que, basándose en los 
avances tecnológicos actuales, busca fomentar el surgimiento de 
nuevas ideas, desarrollar acciones y evaluar resultados (Hernán-
dez, Gandur y Najles, 2014: 26).

El proyecto cuenta con sesiones, conversatorios y exposicio-
nes en un espacio físico de trabajo llamado La Azotea (Sánchez, 
2019: 121-122). En dicho espacio, el Laboratorio para la Ciudad 
programa desde mesas redondas hasta parrilladas, todo en la bús-
queda por consolidarse como un espacio físico de diálogo y dis-
cusión social. También cuenta con un blog en su página web que, 
a manera de conversaciones abiertas entre expertos en distintos 
temas y los ciudadanos (sean estas acerca de proyectos avanzados 
o acerca de ideas sueltas de ciudadanos, colectivos de ciudada-
nos, OSC, instituciones académicas o del mismo gobierno) so-
bre asuntos diversos: creatividad urbana, participación ciudadana, 
tecnología, medio ambiente, comunidad, cultura, seguridad, edu-
cación, movilidad, desarrollo económico, salud, espacio público, 
etc., siempre que tengan como protagonista la Ciudad de México. 
(Hernández, Gandur y Najles, 2014: 26).A partir de estas dos 
experiencias de gobierno abierto en gestiones locales mexicanas, 
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se pueden extraer algunas inferencias relevantes en esta materia. 
La primera afirmación es que el gobierno abierto en gobiernos 
locales mexicanos no logró contar con resultados destacados al 
no cumplir cabalmente con los tres requisitos necesarios para su 
implementación exitosa. 

La segunda es que el gobierno electrónico es una condición 
necesaria del gobierno abierto. Los portales web deben contar 
con una plataforma desarrollada, con transparencia focalizada, no 
simulada, y contar con información relevante para los ciudadanos. 
De hecho, algunos de los compromisos de los planes de acción se 
convierten en gobierno electrónico, por lo que existe una relación 
inherente entre ambas estrategias de innovación administrativa.

Tercera conclusión: la importancia de la transparencia, el ac-
ceso a la información y la rendición de cuentas, en la que los 
gobiernos locales deben contar con los procesos y procedimientos 
para atender requerimientos de información que los ciudadanos 
puedan solicitar. Aunque la transparencia se encuentra en el seno 
del STL, no podría consolidarse elgobierno abierto sin un desa-
rrollo de prácticas de propaganda en las instancias locales. 

La cuarta condición para que se cumpla el gobierno abierto 
es la configuración, en el sentido de que hay tres actores indis-
pensables: los gobiernos locales, las OSC de cada localidad y el 
IFAI local como órgano garante responsable de la transparencia 
y la rendición de cuentas. En estas experiencias descritas, si los 
gobiernos locales no tienen la apertura y la voluntad política para 
sujetarse a los compromisos del gobierno abierto, las OSC locales 
y el IFAI pueden hacer poco para involucrar a los gobiernos en 
que su gestión tenga el perfil de gobierno abierto.

Por último, en este estudio resulta preocupante que existan 
gobiernos locales que tengan cero atributos. Por lo que los va-
lores en transparencia, participación ciudadana y colaboración 
significan que no se han implementado. El proceso de transición 
de gobiernos cerrados a gobiernos abiertos implica un conjunto 
de condiciones mínimas básicas: trabajar en la transparencia, la 
participación de los ciudadanos y la colaboración institucional 
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mediante las TIC. En este proceso de cambio, los gobiernos loca-
les mexicanos todavía se encuentran lejos de contar con los atri-
butos suficientes y permanentes para implementar un gobierno 
abierto local.

En síntesis, el gobierno abierto como concepto e iniciativa 
multinacional destaca por los elementos que la componen (trans-
parencia, participación, colaboración de los ciudadanos y uso de 
las TIC), por los derechos que la sustentan (libertad de prensa y 
de libre circulación de las ideas), así como por la relevancia de la 
integridad pública y el combate a la corrupción que se ven forta-
lecidos con la participación social de las OSC. Además, destaca el 
hecho de que puede ser una herramienta social para combatir la 
corrupción al interior de la administración pública.

IV.	 El gobierno abierto en México: gobierno electrónico, 
participación y colaboración limitada

En contraste, el gobierno abierto en México puede caracterizarse 
en estos tres planes de acción: gobierno electrónico, una limitada 
participación ciudadana y poca colaboración interinstitucional. 
El gobierno abierto en la etapa del PA15 estuvo limitada por las 
condiciones políticas de la «suspensión provisional» por más de 
dos años de la SFP –por la fallida creación de la CNA–, por no 
contar con un secretario designado, y los constantes rumores de 
su desaparición bloquearon la participación de la SFP en los tra-
bajos de la AGA en México, al igual que el espionaje a miembros 
de las OSC participantes en la AGA (Sánchez, 2016: 37).

El gobierno electrónico es gobierno abierto
La presidencia de México en la AGA facilitó la difusión y la 
adopción del gobierno abierto en el país (Sánchez, 2017: 271). 
Permitió colocar en un lapso de tres años el tema en la agenda 
nacional, conformar una comunidad de actores relevantes que 
impulsara el gobierno abierto en el territorio nacional, crear es-
pacios de interlocución entre autoridades, órganos garantes de 
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transparencia y sociedad civil para concertar acciones naciona-
les en la materia; visibilizar la importancia de incluir el gobierno 
abierto en la legislación de transparencia recientemente aprobada 
y promover que actores de otros poderes y niveles de gobierno se 
sumarán a la iniciativa (Salas, 2015: 7).

En el caso mexicano, se puede destacar la importancia que 
había tenido el gobierno electrónico desde la gestión presiden-
cial de Vicente Fox Quesada (2000-2006), con la Agenda de 
Buen Gobierno en el ámbito del gobierno electrónico. Luego 
pasaría por un estancamiento en su promoción durante el go-
bierno de Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012), para nueva-
mente retomar la relevancia en el gobierno de Enrique Peña 
Nieto con su Estrategia Nacional Digital de conectividad y el 
Programa para un Gobierno Cercano y Moderno (PGCM). 
Sin embargo, el gobierno electrónico no implica que se haya 
ampliado el gobierno abierto, sino solo su aplicación formal. 
Faltaría pasar del acceso de información (open data) a la acción 
abierta (open action) de los ciudadanos.

Tanto en el gobierno de Felipe Calderón Hinojosa con el 
PAA (2011-2013) –donde los compromisos fueron establecidos 
en portales de dependencias gubernamentales–, como en el PA 
2015 en la gestión de Enrique Peña Nieto –donde fue más no-
torio que todos los compromisos fueran considerados cumplidos 
con portales de gobierno electrónico–, se comprueba la impor-
tancia del gobierno electrónico en la experiencia mexicana de 
la AGA. Ello demuestra que las TIC son una herramienta de 
construcción ciudadana, y en lo global tienen un gran potencial 
como generadoras de espacios públicos, además de constituirse 
en la base de la reconstrucción de valores sociales y comunitarios 
(Sánchez, 2017: 271).

En la experiencia del gobierno abierto mexicano existen 
áreas de oportunidad que deben ser tomadas en cuenta. Hace 
falta incluir compromisos que impulsen el aprovechamiento de 
la información para potenciar su impacto social, promover la 
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colaboración ciudadana, dar seguimiento y evaluar los resultados 
de las acciones emprendidas (Sánchez, 2017: 271). 

Para ello, debe generarse información sobre temas sensibles 
en por lo menos cinco ejes temáticos: derechos humanos, corrup-
ción, medio ambiente, seguridad, justicia e igualdad (Salas, 2015: 
9). Por ejemplo, en materia de gobierno abierto y derechos huma-
nos, Ruelas afirma que pensar en un gobierno abierto es recono-
cer una forma de gobernar en que la transparencia y la rendición 
de cuentas se conviertan en un valor de las instituciones, en la que 
se garanticen los derechos humanos y en la que exista un marco 
legal para que la sociedad participe libremente en los espacios 
públicos (Ruelas, 2015: 27).

El gobierno abierto en México se ha cumplido en tres planes 
de acción con compromisos de gobierno electrónico, con portales 
electrónicos que fueron desarrollados por las dependencias gu-
bernamentales comprometidas, que fueron avalados por las OSC 
participantes, sin que ello haya permitido un mayor involucra-
miento de otros actores relevantes en los asuntos públicos. 

La participación ciudadana limitada en el gobierno abierto
Otra lección relevante fue la participación de las OSC en el mar-
co del gobierno abierto, la cual mejora la forma de evaluación 
social de los compromisos gubernamentales. La forma tradicio-
nal de evaluación mediante los informes de autoevalución, los 
informes y reportes oficiales, no constituyen auténticos meca-
nismos de evaluación. El que sean OSC las que evalúan el cum-
plimiento de los compromisos asumidos, representa un avance 
significativo para que el gobierno se convierta en un verdadero 
gobierno abierto, evaluado por los representantes de los ciudada-
nos (Sánchez, 2015: 25).

Parece promisorio que el PA15, como segundo PA en la 
AGA México, cuente con la experiencia anterior por parte de 
los participantes, una destacada participación de OSC que ga-
rantizan un enfoque ciudadano y que, con la concurrencia de la 
administración pública mexicana, el gobierno abierto tendrá que 
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resolver estos obstáculos para implementarse como una estrategia 
de mejores prácticas en la gestión pública (Sánchez, 2017: 272-
273). Cabe destacar la consolidación del papel del STT –órgano 
de toma de decisiones de la AGA en México, integrado por el 
Comité Coordinador de Sociedad Civil, el INAI y el Gobierno 
Federal– en el impulso, coordinación y cumplimiento de los com-
promisos contraídos en el marco del gobierno abierto mexicano. 
La instancia del STT permite suponer que para el siguiente PA 
pueda aplicar su experiencia y conocimiento en el marco de la 
AGA en México, para dar seguimiento a los compromisos, los 
actores participantes y los mecanismos de coordinación y evalua-
ción de los compromisos.

La colaboración fallida en el gobierno abierto
También debe crearse una estrategia nacional de gobierno abier-
to para evitar esfuerzos aislados y poca coordinación. El INAI, 
el gobierno federal y las OSC deben tomar en cuenta que ha-
brá nuevos sujetos obligados, y que bajo el Sistema Nacional de 
Transparencia conviene establecer mecanismos que permitan la 
inclusión de otros poderes y niveles de gobierno hacia la confor-
mación de un Estado Abierto (Salas, 2015: 9-10). El futuro del 
gobierno abierto dependerá de los actores involucrados y de la co-
medida participación de las OSC en el cumplimiento de los com-
promisos contraídos en el marco de la AGA (Sánchez, 2017: 273).

V.	 Conclusiones

La experiencia mexicana en la AGA muestra las metas propues-
tas y los resultados alcanzados en el reporte final presentado en 
2012, estableciendo los retos en el corto y mediano plazo para 
continuar con esta iniciativa multilateral. 

La experiencia durante los tres planes de acción del GA en 
México (2011-2012, 2013-2015 y 2016-2018) muestra avances 
relevantes en el cumplimiento de metas. El impacto de esta ex-
periencia ha hecho posible que se esté replicando en 12 entidades 
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del país y que haya comenzado en diversos gobiernos munici-
pales. Para que el gobierno abierto sea constante, perdurable y 
efectivo, debe comenzar a impactar a más gobiernos estatales y 
locales. El gobierno abierto requiere una mayor difusión de las 
prácticas y los resultados, tanto al interior como al exterior, pero 
involucrando a los académicos e investigadores de la comunidad 
científica para su análisis y estudio.

La participación de México como país fundador de la inicia-
tiva de conformación, origen y desarrollo de la AGA, muestra el 
avance de los gobiernos de Felipe Calderón y de Enrique Peña 
Nieto, con una participación activa y colaborativa con las instan-
cias creadas dentro de la iniciativa (Sánchez, 2016: 36). Destacan 
tres condiciones políticas que permitieron esta situación. Primero, 
una decidida participación del IFAI (ahora INAI) como respon-
sable de las políticas de transparencia, rendición de cuentas y pro-
tección de datos personales. Segundo, la participación de la SFP 
como la instancia gubernamental responsable del mejoramiento 
de los procesos y procedimientos gubernamentales en lo federal, 
a pesar de su suspensión provisional. Y tercero, las OSC, que han 
buscado en todo momento convertirse en mecanismos efectivos 
de participación ciudadana y con la expectativa de incidir en las 
políticas públicas del sector. 

El gobierno abierto ha generado un concepto central que está 
transitando de mejores prácticas del Poder Ejecutivo, y del Po-
der Legislativo hacia el Parlamento Abierto, y hacia la Justicia 
Abierta en el ámbito del Poder Judicial. La idea del gobierno 
abierto –transparencia, colaboración, participación ciudadana y 
TIC– puede emplearse en los tres poderes públicos, como pro-
ducto de una nueva relación del Estado con los ciudadanos. Por 
ello, no resulta difícil sostener la idea de un Estado Abierto que 
transforme su vínculo con la administración pública, la sociedad 
y sus ciudadanos.

Por último, habría que considerar la posibilidad de diseñar 
políticas generales que fomenten de una forma más amplia y 
uniforme las ideas y principios del gobierno abierto, procurando 
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involucrar al conjunto de la administración pública y a otras ins-
tancias de la sociedad civil más allá de las organizaciones que 
suelen participar en temas específicos como la transparencia, 
rendición de cuentas, medio ambiente, combate a la corrupción, 
entre otras.
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Las políticas de gobierno abierto actúan como políticas 
palanca, ya que se trata de programas con capacidad para 
impulsar el desarrollo sostenible y un impacto más rápi-

do para alcanzar el objetivo 16 de la Agenda 2030: promover 
una sociedad justa, pacífica e inclusiva, mediante la configuración 
de instituciones transparentes, responsables y que rindan cuen-
tas, desarrollar las libertades públicas, el ejercicio del derecho de 
acceso a la información y el fomento de la participación ciuda-
dana. Indirectamente, las políticas de gobierno abierto contri-
buyen también al cumplimiento de otros objetivos de desarrollo 
sostenible, como la erradicación de la pobreza, la promoción del 
crecimiento inclusivo, el pleno empleo y el trabajo decente y la 
reducción de la desigualdad. 

España forma parte de la Alianza para el Gobierno Abierto 
(AGA) desde el año 2011. En la Primera Conferencia Interna-
cional organizada por esta Alianza, celebrada en Brasil, España 
presentó su primer plan de acción, centrado en tres objetivos: 
aumentar la integridad y la transparencia pública, alcanzar una 
gestión más eficaz de los recursos públicos y mejorar los servi-
cios públicos. 

Los países que forman parte de la Alianza se comprometen 
a impulsar medidas para promover la transparencia, la partici-
pación y la rendición de cuentas. Pertenecer a la AGA significa 
asumir una serie de retos y de obligaciones, entre las que desta-
ca la elaboración de planes nacionales de acción. Se trata de un 
conjunto de medidas o proyectos a ejecutar en un período de dos 
años, orientados a extender una nueva forma de actuar de las ad-
ministraciones públicas, y a consolidar la colaboración con otras  
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administraciones públicas y con la ciudadanía, la participación, 
la transparencia y la rendición de cuentas, que constituyen los 
principios del gobierno abierto. Dichos planes son evaluados, a 
medio término y al finalizar su ejecución, por el Mecanismo de 
Revisión Independiente de la Alianza para el Gobierno Abierto. 

Desde 2011, España ha presentado tres planes de acción. 
El Primer Plan de Acción de España estaba integrado por tre-
ce compromisos, entre los que destacan la aprobación de la Ley 
de Transparencia, Acceso a la Información y Buen Gobierno, la  
Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Fi-
nanciera, y la Reforma de la Ley de Subvenciones. Asimismo, 
incluía medidas orientadas al impulso de las redes sociales, la agi-
lización de procedimientos de creación de empresas y de simpli-
ficación normativa.

El Segundo Plan (España; 2014-2016) coincidió con la 
puesta en marcha de reformas de regeneración democrática, la 
adopción de medidas penales y procesales de lucha contra la co-
rrupción, incluidas en el Código Penal, en la Ley Orgánica de 
Control de la Actividad Económico-Financiera de los Partidos 
Políticos, y en la Ley Reguladora del Ejercicio del Alto Cargo. 
Este plan estaba integrado por 10 compromisos, entre los que 
destacan la apertura del portal de transparencia y otros com-
promisos que incidieron en el desarrollo del derecho de acceso 
de los ciudadanos a la información y a los servicios. También 
abordaba medidas de rendición de cuentas, a través de un mayor 
control y transparencia de las subvenciones públicas. 

El Tercer Plan propugna una serie de medidas para conso-
lidar un modelo de gobernanza participativa en las políticas de 
gobierno abierto. 

Aprobado en junio de 2017, con una vigencia que se extiende 
hasta julio de 2019, se está desarrollando con éxito y se encuen-
tra en un avanzado estado de ejecución (España, 2017-2019). 
Contiene un conjunto de compromisos que tiene por objeto la 
educación en los valores del gobierno abierto y la sensibilización 

https://transparencia.gob.es/transparencia/transparencia_Home/index/Gobierno-abierto/planes-accion-anteriores/iiPlanAccion.html
https://transparencia.gob.es/transparencia/transparencia_Home/index/Gobierno-abierto/planes-accion-anteriores/iiPlanAccion.html
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de la sociedad civil sobre los principios de transparencia, rendi-
ción de cuentas, participación y colaboración.

I.	  Organización del gobierno abierto en España

La competencia para el diseño y ejecución de los planes de acción 
está actualmente atribuido al Ministerio de Política Territorial 
y Función Pública, dentro del cual la Dirección General de 
Gobernanza Pública asumió las competencias de impulso y coor-
dinación de las políticas de gobierno abierto, promoviendo una 
estructura nueva de gobernanza, abierta a la colaboración de la 
sociedad civil y a la coordinación interadministrativa. La crea-
ción en 2017 de la Subdirección General de Gobierno Abierto 
evidencia el compromiso con el mayor impulso de las políticas de 
gobierno abierto. Desde entonces se viene promoviendo la coo-
peración entre administraciones públicas. Este ente constituye un 
punto de contacto de la Administración General del Estado con 
organizaciones internacionales, se impulsan planes y programas 
de transparencia y se gestiona el Portal de Transparencia de la 
Administración General del Estado (AGE). 

La colaboración con otras administraciones públicas y con 
la sociedad civil ha sufrido un cambio cualitativo con el Tercer 
Plan, evolucionando hacia un modelo de gobernanza participati-
va. Tanto el diseño como la ejecución del plan se llevan a cabo a 
través de dos órganos que tienen por objeto impulsar la colabora-
ción, la transparencia, la participación y la rendición de cuentas: 

•	 La Comisión Sectorial de Gobierno Abierto, en la que 
participan los tres niveles de administración pública  
–Estado, comunidades y ciudades autónomas, y entida-
des locales–, constituye una estructura de gobernanza 
multinivel, en la que están representadas las diecisiete co-
munidades autónomas, así como las ciudades autónomas 
de Ceuta y Melilla, y las entidades locales, representadas 
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a través de la Federación Española de Municipios y 
Provincias (FEMP).

•	 El Foro de Gobierno Abierto, espacio de diálogo en el 
que están representadas, con igual número de miembros, 
la sociedad civil y las administraciones públicas. Creado 
el 15 de febrero de 2018, el Foro de Gobierno Abierto se 
constituyó con el fin de institucionalizar la colaboración y 
fortalecer el diálogo permanente entre las administracio-
nes públicas y la sociedad civil en materias relacionadas 
con el gobierno abierto.

En el ámbito internacional, el Ministerio de Política Territo-
rial mantiene una intensa actividad de cooperación que se plasma 
no solo a través de su participación en grupos de trabajo –crea-
dos específicamente sobre Gobierno Abierto, en el seno de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE)–, sino también a través de su implicación en proyectos 
de cooperación con diferentes países. Como consecuencia de su 
pertenencia a la Alianza para el Gobierno Abierto, nuestro país 
comparte retos con el resto de países integrantes de dicha Alianza 
y participa en reuniones y conferencias internacionales organiza-
das por la AGA. 

II.	 El Tercer Plan de Gobierno Abierto

El diseño y ejecución del Tercer Plan ha coincidido con una eta-
pa de inestabilidad política en nuestro país, que ha conllevado 
cambios en el sistema de equilibrios parlamentarios, cambios gu-
bernamentales, modificaciones de la planta ministerial y de las 
estructuras administrativas.

A pesar de ello, se ha podido tejer un plan sobre cinco ejes: 
colaboración, participación, transparencia, rendición de cuentas y 
sensibilización. El plan busca alcanzar tres objetivos: 
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1.	 Potenciar los mecanismos de participación y diálogo con 
la sociedad civil, procurando que las acciones de gobierno 
abierto respondan a necesidades reales de los ciudadanos.

2.	 Asegurar la cooperación interadministrativa entre los dis-
tintos niveles de administración (estatal, autonómica y lo-
cal), que propicie iniciativas conjuntas de gobierno abier-
to, acordes con la realidad del Estado Español.

3.	 Fortalecer los cimientos del gobierno abierto y sentar las 
bases que permitan la adopción de medidas más allá del 
Tercer Plan.

Compromisos del Tercer Plan: los cinco grandes ejes 

•	 Medidas de colaboración: el primer grupo de medidas 
busca fortalecer un modelo de gobernanza basado en la 
construcción dialogada de las políticas de gobierno abier-
to entre administraciones públicas, y de estas con la so-
ciedad civil. Se trata de un conjunto de iniciativas que, 
respondiendo a las demandas de la sociedad, pretenden 
articular, reforzar e institucionalizar mecanismos de co-
laboración y diálogo en torno a las políticas de gobierno 
abierto: Creación de un foro sobre gobierno abierto, im-
pulso de la Comisión Sectorial de Gobierno Abierto, pro-
moción de la Red de Entidades Locales de Transparencia 
y participación ciudadana, y apoyo a iniciativas de gobier-
no abierto en el exterior. 

•	 Medidas de Participación: en materia de participación, el 
plan contiene medidas que buscan situar a los ciudadanos 
en el centro de la acción pública otorgándoles un papel 
más activo y protagonista, mediante la puesta a su dispo-
sición de mecanismos de participación. Son las siguientes: 
espacio participativo web sobre gobierno abierto, observa-
torio de la participación: fase de diagnóstico y recomen-
daciones, presupuestos participativos y participación de 
los jóvenes en políticas públicas. 
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•	 Medidas de transparencia: el tercer grupo de medidas se 
orienta a combatir la opacidad a través de la mejora de la 
transparencia, se orienta al fortalecimiento de herramien-
tas que se ponen a disposición de los ciudadanos para faci-
litar su acceso a la información pública. El plan identifica 
cinco compromisos: mejora del portal de transparencia y 
del derecho de acceso, programa de apertura de la infor-
mación y su reutilización, y desarrollo reglamentario de la 
ley de transparencia.

•	 Medidas de rendición de cuentas: la transparencia es el 
primer estadio para la rendición de cuentas a la ciudada-
nía sobre el cumplimiento de los compromisos adquiri-
dos. Bajo este epígrafe se incluyen cuatro iniciativas que 
refuerzan la transparencia en la actuación de los poderes 
públicos y el escrutinio por los ciudadanos de su actua-
ción: impulsar los datos abiertos como instrumento para 
una justicia abierta en España, ampliar los contenidos de 
la central económico-financiera, mejora de la calidad de 
los datos inmobiliarios mediante la coordinación del ca-
tastro y del registro de la propiedad, e información sobre 
violencia de género.

•	 Medidas de formación y sensibilización: el quinto eje del 
Plan de Gobierno Abierto está integrado por tres proyec-
tos que tienen por objeto la formación y la sensibilización 
de los empleados públicos y de la sociedad en general. 

Se trata de iniciativas propuestas por la sociedad civil que pre-
tenden la difusión de los valores del gobierno abierto entre los 
empleados públicos, acciones para la concienciación de la socie-
dad sobre sus derechos de acceso a la información y de participa-
ción en la vida pública; así como también educar, desde la escuela, 
en el ejercicio de los derechos cívicos y sociales. Se trata de la 
formación de empleados públicos, la sensibilización y la forma-
ción de la sociedad civil, desde su educación, en gobierno abierto.
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•	 Formación de empleados públicos: el primero de los 
compromisos, que busca difundir una cultura basada en 
principios democráticos y reforzar actitudes de transpa-
rencia, participación y colaboración. Para llevarlo a cabo 
se partió de un análisis de necesidades formativas, iden-
tificando una serie de carencias para cuya satisfacción se 
diseñó un plan de formación específico sobre gobierno 
abierto, a ejecutar en dos años. Las acciones desarrolladas 
han incidido tanto en la selección de nuevos empleados 
públicos, incorporando en los procesos selectivos conte-
nidos relativos al gobierno abierto, como en la formación 
de otros colectivos de empleados públicos en activo: di-
rectivos, responsables de inspecciones de servicios y de 
unidades de gobierno abierto y transparencia, secretarios 
generales de delegaciones y subdelegaciones del gobier-
no, responsables de redes sociales, etc. 

•	 Sensibilización y formación de la sociedad civil: 
para sensibilizar a la sociedad civil sobre los prin-
cipios de gobierno abierto, se organizó en mayo de 
2018, en colaboración con otras administraciones pú-
blicas y con la sociedad civil, la primera Semana de 
la Administración Abierta. Ministerios, consejerías y  
ayuntamientos abrieron sus puertas a los ciudadanos 
ofreciendo una imagen de administración abierta, trans-
parente, participativa, de administraciones públicas que 
rinden cuentas y cooperan entre sí y con la ciudadanía.  
Se celebraron un total de 347 eventos, en los que partici-
paron todos los ministerios, algunas comunidades autó-
nomas, entidades locales y organizaciones de la sociedad 
civil (OGW, 2018). En 2019 se han celebrado sendos 
eventos, que se agrupan bajo la denominación «Gobierno 
Abierto en Tu Ciudad», en colaboración con la FEMP y 
con la Comisión Europea. Estos tuvieron por objeto de-
batir con la ciudadanía y con los responsables de las ad-
ministraciones comunitarias sobre mujeres, transparencia 
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y ciudadanía digital, en el primero de ellos, y sobre trans-
parencia en las instituciones comunitarias y políticas eu-
ropeas en materia de gobierno abierto, en el segundo. 

•	 Educación en Gobierno Abierto: el último compromiso 
que integra el Tercer Plan tiene por objetivo formar a los 
alumnos para el desarrollo de competencias sociales y cívi-
cas y prepararlos para el ejercicio de la ciudadanía demo-
crática, la transparencia, y para poder actuar en el ámbito 
público. Como paso previo para el desarrollo de esta inicia-
tiva se diseñó un curso masivo en línea13 sobre gobierno 
abierto, dirigido especialmente a la formación del profe-
sorado de educación primaria, secundaria y bachillerato.  
Seguidamente, se desarrolló un proyecto piloto en 40 
centros educativos de los tres niveles citados, en distintas 
comunidades autónomas en los cursos académicos 2017-
2018 y 2018-2019. Como apoyo para la formación, se 
editaron tres guías didácticas dirigidas a los alumnos y 
a los profesores. Dichas guías han sido traducidas a las 
lenguas cooficiales del Estado español, así como también 
al francés y al inglés. Para hacerlas accesibles a alumnos 
con discapacidad visual y para alumnos con discapacidad 
intelectual, se han editado sendas versiones adaptadas de 
dichas guías.

IV.	  El proyecto educativo de gobierno abierto en la escuela

Para poner en marcha el proyecto de Educación en Gobierno 
Abierto, fue necesario identificar los centros que se sumarían a la 
iniciativa durante cada uno de los cursos escolares (2017-2018 y 
2018-2019), para lo que la colaboración de las comunidades au-
tónomas españolas con los ministerios competentes en materia 
de educación y de gobierno abierto, fue decisiva (Gobierno de 

13 También conocidos como «MOOC», acrónimo en inglés para Masive  
Open Online Courses.
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España, Portal de Transparencia de la Administración General 
del Estado). Se trata de un proyecto que se ha desarrollado en 
tres fases sucesivas. Durante la primera fase tuvo lugar la forma-
ción del profesorado a través del curso masivo en línea al que se 
ha hecho referencia. La segunda fase corresponde a la implanta-
ción de la formación en los centros educativos que participaron 
en la experiencia piloto, mediante la experimentación en el aula 
de diferentes proyectos docentes, que finalizó con una maratón 
web para la presentación y el intercambio de las experiencias rea-
lizadas por los distintos ponentes durante la fase de experimen-
tación. A continuación se detalla el contenido de dichas fases.

a. Fases del proyecto

1.	 Fase de formación del profesorado
Para llevar a buen término el proyecto, se diseñó en el Instituto 
Nacional de Tecnologías Educativas y Formación del Profesorado 
(Intef ), del Ministerio de Educación y Formación Profesional, un 
curso masivo abierto en línea (MOOC) dirigido a un perfil am-
plio de personas interesadas en educación, principalmente a per-
sonal docente, y especialmente a los profesores de los centros que, 
previamente, se habían propuesto para llevar a cabo la experiencia 
piloto. El objetivo de esta actividad era capacitar a dicho personal 
docente para que adquiriera los conocimientos necesarios para 
transmitir valores de gobierno abierto y poder evaluar la interio-
rización de dichos valores por los alumnos. Se eligió este forma-
to por su flexibilidad horaria, ya que permitía compatibilizar el 
aprendizaje del profesor con el ejercicio de su función docente. 

Los contenidos del MOOC incorporaban un marco concep-
tual sobre gobierno abierto, profundizaban en las nuevas tenden-
cias de la gestión pública, iniciativas que se están desarrollando 
en países de nuestro entorno para fomentar la transparencia, la 
participación y la colaboración, y se invitaba a reflexionar sobre el 
papel de las tecnologías de la información y la comunicación ante 
los nuevos desafíos de las sociedades actuales. La participación 
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en el MOOC constituía la primera de las fases de la formación 
del profesorado. La segunda fase, de experimentación, implica-
ba el diseño y puesta en práctica de un proyecto educativo sobre 
gobierno abierto, y la realización de actividades complementarias 
vinculadas a las administraciones públicas. 

La última fase consistía en la participación en un maratón 
web para el intercambio de experiencias que, posteriormente, se 
difundirían a través del Portal de Transparencia de la Adminis-
tración General del Estado. Como incentivo para inscribirse en el 
MOOC, se había previsto otorgar a los docentes una credencial 
digital abierta como reconocimiento del aprendizaje adquirido, 
mediante la realización de las actividades previstas en dicho curso. 

Dichas actividades tenían como finalidad garantizar que 
los docentes fueran capaces de definir el gobierno abierto y sus 
principios inspiradores, conocer mecanismos de transparencia 
y de fomento de la participación y colaboración, así como po-
der identificar las implicaciones de la apertura de datos públi-
cos y reconocer las principales tendencias de gobierno abierto. 
Del MOOC en gobierno abierto se han celebrado dos edicio-
nes, desarrolladas en la plataforma del Intef, y dinamizadas por 
profesores universitarios autores de las Guías de Educación en 
Gobierno Abierto, a las que me referiré con más detalle más 
adelante. En la primera edición, que tuvo lugar durante el curso 
académico 2017-2018, participaron 1 145 personas, de las cuales 
532 eran docentes procedentes de todas las comunidades autó-
nomas españolas. De ellos, 130 realizaron todas las actividades 
previstas y lo superaron. 

En la segunda edición, durante el curso académico 2018-
2019, se inscribieron 529, de los cuales 202 eran docentes es-
pañoles y 32 superaron todas las actividades y tareas propuestas 
en el MOOC. Estos datos son acordes con la media del por-
centaje de participantes que, según los estudios nacionales e 
internacionales, completan este tipo de actividades masivas de 
formación. Los materiales del MOOC están publicados bajo la 
licencia Creative Commons BY SA y se encuentran a disposición 
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de cualquier institución que quiera utilizarlos (Intef, 2018). Me-
diante la realización de este curso masivo, se contribuye al de-
sarrollo y mejora de la competencia digital docente en todas las 
áreas del Marco Común de la Competencia Digital Docente, 
especialmente en las áreas de información y alfabetización y la 
de la comunicación y colaboración, en la creación de contenidos 
digitales y, finalmente, en el área de resolución de problemas.

En efecto, la realización de las actividades recogidas en el 
curso permitían a los docentes alcanzar la competencia de nave-
gación, búsqueda y filtrado de información, datos y contenidos 
digitales. Les capacitaba para la evaluación de información, da-
tos y contenidos digitales, para compartir información de esta 
naturaleza, para la participación ciudadana en línea, el desarrollo 
de contenidos digitales y también para adquirir competencias en 
innovación y uso de dicha tecnología de forma creativa. 

2.	 Fase de experimentación en aulas
Durante el curso 2017-2018 participaron en la experiencia 

piloto más de 20 centros de distintas comunidades autónomas. 
Se formaron más de 800 alumnos de enseñanza secundaria. Par-
ticiparon 20 centros educativos de Educación Secundaria Obli-
gatoria (ESO) del Principado de Asturias, Aragón, Comunidad 
de Madrid, Castilla y León, Región de Murcia, Comunidad Va-
lenciana, Ceuta, Melilla, y un centro de educación en el exterior, 
dependiente del Ministerio de Educación y Formación Profesio-
nal, en Lisboa (Centro Giner de los Ríos). 

En el curso 2018-2019 se extendió la experiencia a otros ni-
veles de enseñanzas, esta vez a educación primaria, bachillerato y 
a escuelas oficiales de idiomas. En dicho curso se han desarrolla-
do proyectos educativos en 21 centros de Cataluña, Principado 
de Asturias, Comunidad de Madrid, Canarias, Castilla y León, 
Región de Murcia, Comunidad Valenciana, Extremadura, Ceu-
ta, y en los dos centros educativos de España en el exterior: el 
Centro Español de Tánger (Marruecos) y Centro Español de 
Neuilly-sur-Seine (Francia).
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Paralelamente a esta segunda edición de experimentación, 
se celebró, en noviembre de 2018, organizado por la Dirección 
General de Gobernanza Pública, en colaboración con el Institu-
to Nacional de Administración Pública, un seminario-taller para 
evaluar y sistematizar las experiencias de formación en gobierno 
abierto llevadas a cabo en el curso anterior (Navarro E. y Mon-
tesino M., 2018). Estaba dirigido a personal docente implicado 
en el proyecto de educación en gobierno abierto. Fruto del debate 
llevado a cabo en dicho seminario, se identificaron los puntos 
fuertes de la experiencia y las principales áreas de mejora. 

Entre las conclusiones del mismo, se destacó que un proyecto 
educativo de esta naturaleza no debería constituir una acción ais-
lada sino que, por el contrario, debía estar vinculado al proyecto 
educativo del centro; se consideraba necesario que tal iniciativa 
estuviera impulsada por los equipos directivos, que deberían pro-
mover y fomentar la implicación de las familias, de las Asociacio-
nes de Madres y Padres de Alumnos (Ampas) y de la Comunidad 
Educativa en su conjunto. 

Durante la fase de experimentación, los docentes fueron 
acompañados y dinamizados por los responsables del MOOC. 
Se celebraron reuniones virtuales de coordinación en directo. En 
dichas reuniones de dinamización, los docentes presentaron las 
memorias de sus respectivos proyectos, que serían compartidos 
posteriormente en la maratón web celebrada el 26 de marzo de 
2019, en la que pudieron presentar las experiencias llevadas a 
cabo en la fase de experimentación. Su contenido se encuentra 
publicado en el canal YouTube (Intef, 2019).

Entre los proyectos docentes llevados a cabo14 se encuentra 
una serie de elementos comunes a muchos de ellos, entre los que 
se destacan:

1.	 Análisis crítico de los contenidos de los portales de los cen-
tros y de las plataformas y procedimientos de participación, 

14 Ver: Gobierno de España, Portal de Transparencia de la AGE, en Internet.
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y rediseño de un plan de mejora de los mismos. Dichos 
planes introducen medidas que inciden en una mayor 
transparencia del centro, incorporando información sobre 
los consejos escolares, como órganos de participación, o 
sobre la gestión económica y presupuestaria de los centros, 
en formato de datos abiertos. 

2.	 Revitalización de estructuras de participación ya exis-
tentes, dándoles un nuevo enfoque, propio del gobierno 
abierto, e incorporación de nuevos espacios, herramientas 
y procedimientos para la participación. 

3.	 Muchas de las actividades desarrolladas involucran no 
solo a alumnos y profesores de los centros, sino a otro 
personal de administración y servicios y a la comuni-
dad educativa en su conjunto. Se trata de experiencias 
centradas en la cooperación con otros centros, con los 
ayuntamientos, con asociaciones de madres y padres de 
alumnos, con asociaciones vecinales, con organizaciones 
no gubernamentales, todo ello con el fin de optimizar el 
rendimiento que ofrecen las aportaciones de estos colec-
tivos y obtener mayor valor añadido.

4.	 La implicación de las familias ha resultado muy enrique-
cedora, generando un clima favorecedor de la conviven-
cia positiva en los centros, abriéndolos a la comunidad  
que los acoge y a las familias que les confían la educación 
de sus hijos.

5.	 Durante las experiencias piloto, las familias estuvieron 
muy presentes en algunos de los proyectos, especialmente 
en los que tenían como destinatarios a los más pequeños 
(escuela y familia). 

6.	 Para lograr una adecuada comunicación a lo largo de la 
experiencia, algunas iniciativas prevén el establecimiento 
de canales de comunicación entre escuela y comunidad 
educativa, utilizando las ventajas que aportan las tecnolo-
gías de la información y las comunicaciones. 
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Junto a estos elementos comunes, podemos encontrar proyec-
tos docentes que incorporan enfoques muy creativos, originales e 
innovadores. Se destacan los siguientes: 

1.	 Aprendizaje activo a través de dinámicas basadas en juegos.
2.	 Creación de un banco común de conocimientos sobre 

conceptos relacionados con el gobierno abierto. 
3.	 Desarrollo de dinámicas de trabajo colaborativo con el 

uso de la metodología de design thinking.
4.	 Elaboración de relatogramas sobre gobierno abierto 

(Boserman C., 2018). 
5.	 Reconocimiento de la participación en el aula a través de 

los carnets de participación.
6.	 Evaluación de planes del centro a través de la implanta-

ción de procesos participativos que permiten a los alum-
nos realizar aportaciones para la mejora de su escuela. 

7.	 Elaboración de cartas de servicios para alumnos y para 
madres y padres de estos.

Las actividades en que se ha concretado muchos de estos pro-
yectos son muy variadas y creativas. Cito algunas de ellas:

1.	 Concursos de fotografía sobre gobierno abierto.
2.	 Diseño de una imagen corporativa del centro para poten-

ciar el sentimiento de pertenencia y la colaboración.
3.	 Actividades de Back to School, mediante las que parlamen-

tarios, políticos electos, o empleados públicos vuelven a 
las aulas, visitan el centro escolar y se involucran en la 
programación de este, respondiendo a las preguntas de 
los alumnos.

4.	 Elaboración de murales digitales sobre gobierno abierto.
5.	 Chococharlas: tertulias abiertas sobre gobierno abierto 

con sabor a chocolate (véase blog de Chococharlas).
6.	 Programas de radio sobre gobierno abierto (véase web  

de Ondalijares).
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b. Los materiales didácticos

Uno de los elementos imprescindibles de este proyecto son los re-
cursos educativos para alumnos y para profesores de las distintas 
etapas de educación: las guías didácticas de gobierno abierto. Las 
guías para la educación secundaria y para bachillerato se estructu-
ran en un apartado teórico, otro práctico, y un tercer apartado que 
destinado a poner a disposición de alumnos y profesores una serie 
de recursos para profundizar sobre el gobierno abierto accesible a 
través de medios electrónicos y de publicaciones. 

En lo que respecta a los contenidos teóricos de las guías, es-
tos incluyen una referencia a los principales conceptos sobre go-
bierno abierto, a su contexto y evolución, al papel de las nuevas 
tecnologías e Internet en la sociedad, y se desarrollan con detalle 
cada uno de los principios del gobierno abierto. En lo relativo a 
la transparencia y a la rendición de cuentas, se informa sobre la 
importancia de la publicidad activa y sobre el derecho de acceso a 
la información y a su ejercicio, se identifican las principales herra-
mientas para ejercer dicho derecho y el papel que se ha atribuido 
a los Consejos de Transparencia para su defensa. 

En cuanto a la participación, se presenta un abanico de posi-
bilidades de participación reales, que se ilustran con experiencias 
llevadas a cabo en distintos ámbitos de la administración local y 
regional, y se apuntan otros ámbitos donde la participación es po-
tencialmente posible. Completa estos contenidos una referencia 
al concepto de principio de colaboración, y se describen experien-
cias concretas y reales de procesos de cocreación e innovación, a 
nivel internacional, con las que se pretende familiarizar y motivar 
a los alumnos en el desarrollo de este tipo de valores. 

El contenido práctico de las guías está orientado a entrenar a 
los alumnos para la construcción de un centro escolar o instituto 
abierto. Este complejo proceso se concibe como un viaje hacia 
el gobierno abierto, en el que el alumno debe superar sucesiva-
mente diversas etapas de este apasionante viaje. La primera de 
las tres etapas se corresponde con la construcción de un centro 
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transparente. Para lograrlo se invita a los alumnos a que identifi-
quen, en primer lugar, la información que necesariamente debería 
ofrecer un centro educativo. En segundo lugar, solicitar aquella 
información que no se encuentra disponible. Una vez obtenida 
esta, los alumnos proceden a analizarla y a reutilizarla en su pro-
vecho y en el de la comunidad.

En la segunda etapa del viaje, se invita al alumnado a la cons-
trucción de un instituto participativo. En este proceso, el alumno 
procede, en primer lugar, a identificar la existencia de procedi-
mientos de participación, cuyo conocimiento no siempre es evi-
dente para el alumnado. 

A ello le sigue un análisis crítico de los mecanismos de partici-
pación existentes, la identificación de posibles nuevos espacios, y el 
diseño de nuevos procedimientos y herramientas que faciliten di-
cha participación. Esta etapa concluye con la implantación de un 
plan de mejora de los procedimientos de participación existentes, 
y/o con la implantación de nuevos procedimientos participativos. 

La última etapa de este ilusionante viaje hacia el gobier-
no abierto es la construcción de un centro escolar colaborativo, 
para lo que el alumnos debe, en un primer momento, identificar 
los posibles espacios para la colaboración. Seguidamente, deben 
identificar cuáles son los actores necesarios para la colaboración, 
tanto en el propio centro como en su entorno. Finaliza con el 
diseño y ejecución de un plan de colaboración. 

La guía de primaria, destinada a alumnos más pequeños, tiene 
una estructura diferente. Consta de un cuaderno para el profesor 
y otro para los alumnos. Tiene como protagonista a Almudena, 
una niña de 10 años, que vive en una ciudad de tamaño mediano 
de cualquier lugar de España. En la guía se presentan distintas 
historias protagonizadas por Almudena y sus compañeros de cla-
se, a través de las cuales se pretende que los alumnos se aproximen 
a los conceptos de transparencia e innovación, por medio de la 
resolución de un problema derivado de la falta de información 
en su centro. 
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En otra de las historias de la guía, la protagonista se adentra 
en la participación, liderando un proceso para la mejora de los 
parques que rodean su centro escolar. Por último, se trabaja sobre 
el principio de colaboración, a través de la involucración de los 
protagonistas en la mejora del tráfico en las inmediaciones de 
su escuela, implicando a la comunidad educativa en su solución. 
Para la asimilación de todos estos contenidos, se desarrollan dis-
tintos ejercicios y actividades lúdicas. Las tres guías se encuentran 
publicadas en el Portal de Transparencia de la AGE, en las webs 
del Ministerio de Educación y Formación Profesional y en la del 
Intef. Las guías están disponibles gratuitamente en formato elec-
trónico, en lengua castellana y en las cuatro lenguas cooficiales del 
Estado español (gallego, valenciano, catalán y euskera), así como 
también en francés e inglés. Se han elaborado sendas versiones 
accesibles para personas invidentes, y para personas con discapa-
cidad intelectual se ha editado una versión en lenguaje fácil. 

c. Las actividades de acompañamiento

Completan esta experiencia el desarrollo de una serie de activi-
dades complementarias a la educación en las aulas, que buscan 
acercar a alumnos y administraciones públicas, mediante dis-
tintos tipos de actividades, para un mejor conocimiento mutuo. 
Como ya se ha dicho, el Tercer Plan de Gobierno Abierto con-
tiene un compromiso de sensibilización de la ciudadanía sobre 
sus derechos en relación con las administraciones públicas, que 
se materializa en la organización de eventos para presentar a los 
ciudadanos una imagen de administración abierta, transparente, 
que facilita la participación y la cooperación. 

Entre ellas, destaca la celebración de la Semana de la Admi-
nistración Abierta, que responde a una iniciativa lanzada a nivel 
mundial por la Alianza para el Gobierno Abierto en mayo de 
2018. A lo largo de esa semana se celebran todo tipo de activida-
des: jornadas de puertas abierta, cursos, debates, presentación de 
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publicaciones, todo ello con un hilo conductor común: el gobier-
no abierto. 

Jornadas de puertas abiertas se han celebrado en todas las pro-
vincias españolas y han participado tanto la Administración Ge-
neral del Estado como otros niveles de administración. El público 
de muchas de estas jornadas estuvo conformado mayormente por 
escolares que estaban formando parte del proyecto de educación 
en gobierno abierto, quienes se aproximaron así a conocer los 
portales de transparencia de las administraciones públicas y el 
funcionamiento de dichas administraciones. 

En estas jornadas, pudieron dialogar con altos responsables 
administrativos y con cargos electos, pusieron cara a quienes 
prestan los servicios públicos, conocieron qué hace la Adminis-
tración por los ciudadanos y realizaron actividades prácticas de 
transparencia y de participación con motivo de su visita. 

d.La difusión y el intercambio de experiencias con emplea-
dos públicos de otros países 

En el ámbito internacional, el Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública mantiene una intensa actividad de colaboración 
que se plasma no solo a través de su participación en foros y gru-
pos de trabajo específicos sobre gobierno abierto, sino también a 
través de su implicación en proyectos de cooperación con diferen-
tes países, colaborando con la Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (Aecid). 

Para compartir la experiencia llevada a cabo en España y re-
coger diversas experiencias realizadas en otros países, se organi-
zó –en el marco del Plan Intercoonecta, de la Agencia Española 
de Cooperación Internacional para el Desarrollo (Aecid), dentro 
de la programación sobre gobernabilidad democrática– un semi-
nario sobre Educación en Gobierno Abierto en la Escuela, que 
se celebró en el centro de formación de Aecid de Cartagena de 
Indias, Colombia, del 23 al 27 de julio de 2018. En este semi-
nario participaron distintos responsables de la implementación 
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de la política de gobierno abierto y de la planificación y gestión 
educativa de Colombia, Argentina, Uruguay, Chile, Bolivia, Pa-
namá, El Salvador, Honduras, Guatemala, Venezuela, Perú,  
México y España. 

Durante dicho seminario, y bajo el hilo argumental de la 
educación en gobierno abierto, se desarrollaron ponencias, se-
guidas de debates, se organizaron mesas redondas y se trabajó 
en equipo bajo la modalidad de laboratorio de innovación. Se 
compartió documentación entre ponentes y participantes y se 
aplicaron novedosas metodologías creativas e innovadoras. Uno 
de los productos del seminario fue la creación de una red para 
la comunicación permanente y el intercambio de experiencias y 
proyectos en materia de educación de gobierno abierto. 

En el marco de la Alianza para el Gobierno Abierto (AGA), 
que se ha convertido en una iniciativa de referencia para la ma-
yoría de los países, España participa en el programa de intercam-
bio de experiencias que incluye la realización de eventos interna-
cionales y regionales, grupos de trabajo temáticos, intercambios 
bilaterales y videoconferencias, también conocidos con el neolo-
gismo de webinars.

 La Alianza tiene un programa de socios institucionales en-
tre los que se encuentran el Banco Mundial, el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), el Banco Intera-
mericano de Desarrollo y la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico (OCDE). La pertenencia a la Alianza 
permite a España la presentación y difusión de los compromisos 
del Gobierno en un entorno internacional, y el acceso a un foro 
de intercambio de experiencias y buenas prácticas entre gobier-
nos y sociedad civil, a nivel mundial. 

En este contexto se enmarca la participación en las distintas 
cumbres organizadas por la AGA, la última de las cuales se ha 
celebrado en Ottawa, entre el 27 y 31 de mayo de 2019, en la que 
se han presentado el proyecto de Educación en Gobierno Abier-
to en la Escuela y las Guías de Educación en Gobierno Abierto. 
Por otra parte, España forma parte del Grupo de Expertos en 
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Gobierno Abierto de la OCDE y ha colaborado en la elabora-
ción de la Recomendación del Consejo sobre Gobierno Abier-
to. En este contexto, participa en el Programa de Gobernanza  
MENA-OCDE, para compartir conocimiento y experiencia 
con el objetivo de difundir estándares y principios de buena go-
bernanza que respalden el proceso de reforma en curso en la 
región MENA (Middle East and North Africa, por sus siglas en 
inglés; Medio Oriente y el Norte de África).
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5.1 Plan de colaboración para el rediseño y actualización del 
Portal de Datos Abiertos de Ecuador

Marcela Mora Pichucho
Secretaría General de la Presidencia de la República. Ecuador 

La apertura de datos ha demostrado ser tendencia en los 
primeros Planes de Acción de Gobierno Abierto (PAGA) 
de los países de la región, demostrando que la transpa-

rencia es esencial para abrir gobiernos. En el caso ecuatoriano, 
los datos abiertos constituyen una de las categorías temáticas del 
primer PAGA, lo cual continúa vigente. 

En 2014, se creó el portal de información, administrado por 
la Secretaría Técnica de Planificación «Planifica Ecuador». Al  
identificar la duplicidad y diversidad de portales sectoriales, la 
institución buscó su interoperabilidad para automatizar la ali-
mentación del portal principal.

Actualmente, el Sistema Nacional de Información (SNI) 
cuenta con documentos y datos de naturaleza territorial, esta-
dística y geográfica, en su mayoría generados en marco del Plan 
Nacional de Desarrollo. Dentro del SNI se ubica el Portal de  
Datos Abiertos, creado en el año 2015 y compuesto por catálogos de  
datos y visualizadores.

En la cocreación del primer PAGA de Ecuador, de las 335 
propuestas ciudadanas recolectadas, alrededor de 30 guardaron 
relación con datos abiertos; y de ellas, el 23,3 % atañían al portal. 
En respuesta, uno de los compromisos del Plan es el «Rediseño y 
Actualización del Portal de Datos Abiertos, a cargo de Planifica 
Ecuador (responsable) y la Fundación de Ayuda por Internet, o 
Fundapi (contraparte).

Uno de los hallazgos en el diagnóstico del Portal fue la identi-
ficación de la necesidad de fortalecimiento institucional, de ges-
tión del conocimiento y la falta de datos locales. Asimismo, se 
ubicó a los principales usuarios solicitantes de información y a los 
actores clave para fomentar el uso de datos.
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Con base en lo expuesto, contar con mecanismos de traba-
jo conjunto y cooperativo para alcanzar las metas planteadas se 
vuelve primordial. Más aún considerando la actual situación de 
austeridad, sumada a los desafíos y ajustes que se han presentado 
a partir de la emergencia sanitaria por la pandemia del Covid-19. 
En ese sentido, el ejercicio de la colaboración como estrategia 
podría aportar de manera positiva y significativa al cumplimien-
to del compromiso, aprovechando las capacidades de la sociedad 
civil, la academia, el sector privado y la ciudadanía en general. 
Consecuentemente, se lograría una mayor apertura por parte de 
las instituciones públicas. 

Propuesta de intervención
La intervención tiene como objetivo central activar y fortalecer 
la acción colaborativa en el re-diseño y actualización del Portal 
de Datos Abiertos, para cumplir con la planificación mediante el 
trabajo conjunto y corresponsable de diversos actores.

Con ello se busca ofrecer una alternativa aplicable a los equi-
pos de Planifica Ecuador y Fundapi en apoyo al compromiso, me-
diante el involucramiento de más actores, la innovación del portal  
y la gestión de conocimiento. La propuesta está conformada por  
tres componentes:

Componente 1:
Involucramiento focalizado

•	 Actividad 1: Identificación de oportunidades  
de colaboración

Consiste en ubicar actividades con potencial para vincular a otros 
actores y lograr co-gestión. Es importante clasificar las activida-
des por tipos de colaboración. 

•	 Actividad 2: Construcción de un mapeo/ecosistema  
de actores
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Significa sumar actores al proceso. Para ello se genera-
rá una base de actores relacionados con las oportunidades de  
colaboración identificadas. Esto incluirá actores gubernamenta-
les y no gubernamentales, locales, nacionales e internacionales  
y de diversos sectores. 

Se ubicarán actores por sector como primera división (gobier-
no, sociedad civil, academia, sector privado y cooperación inter-
nacional), y luego se los clasificará con base en los tipos de cola-
boración establecidos en la actividad N° 1. 

Si un colaborador se repite en varias actividades, se puede 
semaforizar el nivel de involucramiento.

•	 Actividad 3: Vinculación entre actores y actividades

Implica concretar la ayuda y comprometer a los actores. Es mo-
mento de definir la ganancia conjunta, generando valor agregado 
mutuo. Es importante formalizar el compromiso de colaboración, 
para lo cual se sugiere crear un protocolo que considere: a) una 
reunión masiva de presentación; b) encuentros individuales para 
acuerdos; c) la suscripción de convenios; y d) la emisión de certi-
ficados de colaboración.

Componente 2: 
Cogestión específica

•	 Actividad 4: Habilitar y mejorar un espacio  
de interacción

Comprende la innovación del Portal para que pase de ser solo 
informativo a interactivo, dotándolo de un espacio para recibir 
aportes ciudadanos de datos, además de solicitudes. Para ello, se 
pondrán a disposición formularios de usuario, bots para preguntas 
frecuentes, simuladores estadísticos, convertidores de formatos, 
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chats en línea, entre otros. De esta forma se busca incentivar la 
generación de datos abiertos y su análisis. 

Esta construcción se puede lograr a partir del involucramiento 
focalizado de actores con experiencia específica en el desarrollo 
de plataformas colaborativas.

•	 Actividad 5: Realización de retos públicos a partir  
de colaboraciones

El compromiso plantea la realización de retos públicos (con-
cursos, hackatones, etc.) para la creación de soluciones a partir 
del uso de datos abiertos, que permita además retroalimentar el 
Portal de Datos Abiertos. Para ello, es recomendable el involu-
cramiento focalizado y aprovechar el espacio para buscar más 
oportunidades de colaboración, incluyendo la organización del 
evento y la construcción e implementación de las propuestas.

Algunas de las acciones colaborativas en los retos públicos 
son: el desarrollo metodológico y sus herramientas necesarias, 
mentorías y auspicios.

Componente 3: 
Gestión del conocimiento

•	 Actividad 6: Desarrollo de una estrategia para la ges-
tión del conocimiento 

Consiste en fomentar una cultura de uso de datos, mediante 
una estrategia de gestión del conocimiento basada en la cola-
boración y en la réplica, que mejore las capacidades con esfuer-
zos compartidos. La estrategia debería contemplar temas sobre 
gobierno abierto, datos abiertos y el uso del Portal. También 
debería cumplir las etapas de: a) captura (desarrollo de conteni-
dos y capacitaciones); b) difusión (comunicación y réplicas); y c) 
aplicación del conocimiento.
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Conforme se defina la estrategia, lo óptimo es identificar el 
nivel de especialización de las capacitaciones según el público 
objetivo, y personalizar las tutorías e insumos que podrán ser 
más útiles a cada grupo.

La intervención puede ser evaluada por su cumplimiento 
(resultados operativos de la implementación –cuantitativo–), y 
por su impacto (mejoras o cambios respecto de la problemática 
–cualitativo–).

Gestión del cambio

Sobre la gestión del cambio, el plan de colaboración permitirá:
•	 Enfrentar la falta de capacidad operativa mediante el tra-

bajo conjunto y el involucramiento de otros actores.
•	 Disminuir el impacto de la rotación de personal, a través 

de la gestión de conocimiento como alternativa para for-
mar liderazgos horizontales.

•	 Mantener el compromiso de los actores en el proceso, con 
la generación de espacios de sensibilización y negociación. 

•	 Afrontar las limitaciones presupuestarias, a partir de la 
cogestión con diversos aliados, así como de la identifica-
ción y priorización de las necesidades de colaboración.

En este punto, es importante recalcar que la gestión del cam-
bio, en el marco de la colaboración, requiere de apertura, diálogo, 
corresponsabilidad y esfuerzo conjunto. 
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5.2 Propuesta de codiseño del Plan de Transparencia para 
avanzar en la apertura del sector Justicia en Ecuador

Daniel Barragán-Terán
Universidad de Los Hemisferios. Ecuador

El gobierno abierto, como modelo de gestión pública, plan-
tea un cambio de paradigma en las formas de relacionarse 
los gobiernos con los ciudadanos, que permita la gene-

ración de valor público. En el caso de Ecuador, el ingreso a la 
Alianza por el Gobierno Abierto (AGA), así como el inicio del 
proceso de adhesión a la Iniciativa de Transparencia en Industrias 
Extractivas y la ratificación del Acuerdo de Escazú, materializan 
la voluntad política de lucha contra la corrupción a través de un 
cambio en el modelo de gestión pública hacia uno de apertura 
que permita generar condiciones habilitantes para avanzar en la 
cultura de transparencia y participación ciudadana, que prevenga 
la corrupción.

Si bien Ecuador se vincula a AGA en 2018, existen experien-
cias iniciales para implementar el gobierno abierto en las distintas 
funciones del Estado y en distintos niveles de gobierno. A pesar 
de ello, el desconocimiento del modelo, de sus implicancias, sus 
requerimientos, sus beneficios, etc., limita su desarrollo. En este 
sentido, la actual reforma a la Ley Orgánica de la Función Judi-
cial (LOFJ) –aprobada ya en primer debate en la Comisión de 
Justicia y Estructura del Estado de la Asamblea Nacional– in-
corpora el modelo de Justicia Abierta15. Sin embargo, no existe 
claridad en la Judicatura sobre las implicaciones que este modelo 
tendría en la administración de justicia. 

15 La propuesta de reforma plantea: «Art. 318.- Modelo de Justicia Abierta. El 
Consejo de la Judicatura, en coordinación con todos los órganos de la Función 
Judicial, adoptará políticas, planes, programas y proyectos de gobierno abierto con 
la finalidad de incrementar la transparencia, el acceso a la información, la rendición 
de cuentas, la participación y la colaboración ciudadana y el uso de tecnologías e 
innovación en la Función.»
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En el ámbito de la justicia, Ecuador ha implementado varios 
procesos para fortalecer su transparencia, independencia y mo-
dernización. Sin embargo, no se ha logrado un cambio cualitativo 
orientado a lograr una justicia realmente transparente e indepen-
diente que trasmita confianza institucional. Este sector presenta 
mayores retos de cara a un modelo de apertura, por varios fac-
tores. Entre ellos: a) la tradicional opacidad del sistema judicial;  
b) la disyuntiva entre la apertura de datos y la protección de in-
formación personal; y c) la limitada e inadecuada comprensión de 
leyes, mecanismos judiciales y sentencias por parte de la ciudada-
nía (Elena, 2018; Poder Judicial & Conamaj, 2019).

En este marco, la reforma de la LOFJ plantea una ventana 
de oportunidad para avanzar en el proceso de «aplicación de una 
filosofía de Estado abierto en las instituciones del sector justicia» 
(Elena, 2018: 21). En particular, el pilar de transparencia funda-
menta la apertura del sector, a través de datos e información que 
a su vez sustenten los procesos anclados a los pilares de partici-
pación y colaboración, así como también un mayor control social. 

En esta línea, el presente trabajo plantea una propuesta de 
codiseño de Plan de Transparencia que establezca la orientación 
estratégica necesaria para implementar acciones tendientes a 
mejorar la transparencia del Poder Judicial con base en los prin-
cipios del modelo de gobierno abierto, en particular su pilar de 
transparencia, tomando en consideración la apertura, la gestión 
del cambio y la innovación pública y ciudadana como base de 
la modernización de esta función del Estado en una lógica de 
justicia abierta.

Propuesta de intervención 
El abordaje metodológico de esta propuesta parte del supuesto 
de que la transparencia (información y conocimiento) es la base 
para la participación y colaboración, desde un enfoque integral de 
gobierno abierto. Su alcance, sin embargo, aborda exclusivamente 
la aplicación del pilar de transparencia en la administración de 
justicia. En este marco, el proceso establece cuatro momentos:
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1.	 Planteamiento metodológico que establezca las con-
diciones mínimas necesarias para orientar de manera 
adecuada y efectiva el proceso de codiseño del Plan de 
Transparencia, y que incluya: a) la conformación de una 
instancia de liderazgo, en la lógica de los grupos multipar-
tícipes de los procesos asociados a AGA16, incorporando 
actores del ámbito público, de la sociedad civil y la acade-
mia relacionados con la gestión de la función judicial; b) el 
intercambio de experiencias y aprendizajes que permitan 
recoger buenas prácticas de procesos similares; c) la eva-
luación de estándares de apertura; y d) la identificación de 
propuestas con base en la evaluación de estándares y del 
marco normativo, político e institucional vigente. 

2.	 Estrategia de intervención codiseñada que identifique 
los mecanismos de gestión y acceso a la información para 
viabilizar el cumplimiento del derecho de acceso a la in-
formación, mediante la apertura de datos, la rendición de 
cuentas, el fomento de la integridad pública y la preven-
ción de actos de corrupción. Los mecanismos deberán 
garantizar el acceso oportuno e inclusivo de los ciudada-
nos a información relacionada con los planes, programas, 
proyectos y procesos de manera oportuna, en formatos 
abiertos, libres de controles, conforme a los estándares in-
ternacionales y dentro de los plazos legales; por ejemplo: 
portales de información y consultas, catálogos de datos 
abiertos, mecanismos off line, mecanismos de rendición de 
cuentas, etc. Como resultado se generará una estrategia 
que será recogida en el Plan de Transparencia para avan-
zar a la apertura del sector justicia en Ecuador. La misma 
contendrá un plan de implementación y de evaluación.

3.	 Gestión del cambio como elemento fundamental para 
viabilizar la implementación del Plan de Transparencia. 

16 Un ejemplo de referencia es el grupo Núcleo de Gobierno Abierto de Ecuador 
(https://www.gobiernoabierto.ec/grupo-nucleo/).

https://www.gobiernoabierto.ec/grupo-nucleo/
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Establecimiento y formalización de políticas y normas in-
ternas, sensibilización y capacitación a funcionarios y di-
rectivos, definición de roles y responsabilidades, articula-
ción interna, externa e interinstitucional, establecimiento 
de programas de sensibilización y educación ciudadana, 
generación de alianzas con actores no gubernamentales 
(ONG y academias), entre otras17. Todas que permitan 
abordar los cambios que plantea el modelo de apertura: 
organizacionales, procesales, relacionales (Calderón & 
Lorenzo, 2010: 15-16). Con este fin se desarrollará de 
manera conjunta una estrategia de gestión del cambio que 
recoja los elementos previamente identificados y que se 
hayan valorado como claves para el éxito del Plan.

4.	 Plan de monitoreo y evaluación que establezca meca-
nismos que permitan dar seguimiento a los resultados 
de la Intervención. Así como también las acciones que se 
tornan necesarias para afianzar e institucionalizar el pro-
ceso de transparencia en el marco de la Justicia Abierta, 
como una estrategia que vaya más allá de los cambios en el 
Consejo de la Judicatura (OEA, 2014). Este plan inclui-
rá: a) la documentación y valoración de los avances en la 
implementación; b) la generación de historias o narrativas 
sobre los resultados y beneficios de la apertura judicial; y 
c) valoración de los efectos de las reformas realizadas.
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5.3 Plan de Datos Abiertos para implementar un Portal de 
Datos Abiertos en el Gobierno Regional de Apurímac

Henry Alexander Dávila Trujillo
Cuerpo de gerentes públicos de la  

Autoridad Nacional de «Servir». Perú

La Política Nacional de Modernización y el Plan de Acción 
de Gobierno Abierto en el Perú, establecen que los datos 
abiertos constituyen una nueva forma de implicar a la ciu-

dadanía en los asuntos públicos y en el ciclo de políticas públicas, 
y de incrementar la transparencia y la rendición de cuentas.

A pesar de la política de descentralización implementada en 
Perú, en diversos gobiernos regionales y locales, algunas compe-
tencias aún se encuentran centralizadas en el gobierno nacional; 
siendo por ello fundamental el aseguramiento de un nivel básico 
y aceptable de apertura de los datos que administran. 

El Gobierno Regional de Apurímac es una entidad ubicada 
en el departamento de Apurímac, uno de los 24 departamentos 
de la República del Perú. Forma parte de la región centro andina 
del sur del país. Cuenta con un portal web de acceso libre, donde 
se publica y difunde información pública. No obstante, se aprecia 
que no cuenta con una plataforma de datos abiertos que permita 
poner la información en formatos reutilizables para la ciudadanía. 

Dicha situación podría incidir en la transparencia y en la par-
ticipación ciudadana, ya que la población no podría acceder de 
forma directa a reutilizar datos de forma libre sobre su región. 

Una alternativa de solución a la situación antes descrita es 
el diseño de un Plan de Datos Abiertos que posibilite poner en 
marcha un portal de datos abiertos para el gobierno regional  
de Apurímac.
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Diseño de la intervención
Es el diseño de un Plan de Datos Abiertos para poder imple-
mentar un portal de datos abiertos y su evaluación respectiva en 
el gobierno regional de Apurímac.

Comprende tres componentes:

•	 Componente 1. Actos preparatorios: es el conjunto de ac-
tuaciones que se inician desde la decisión de implementar 
el Plan de Datos Abiertos hasta el inicio del desarrollo 
del portal.

•	 Componente 2. Desarrollo del portal de datos: es el con-
junto de acciones orientadas al desarrollo del portal de da-
tos, teniendo como objetivo el buen desempeño del portal, 
con la finalidad de que permita una grata y amigable ex-
periencia por parte de los usuarios.

•	 Componente 3. Puesta en marcha: es la fase en la cual el 
Portal de Datos Abiertos debe comenzar a funcionar. El 
objetivo de este componente es garantizar que el portal de 
datos esté listo y conforme a lo planificado. 

El Portal de Datos Abiertos
Será una plataforma digital que permita almacenar, conectar, ac-
ceder, visualizar, explorar y reutilizar datos de forma sencilla a 
los usuarios (ciudadanía). Será un espacio optimizado en idioma 
castellano para todo tipo de dispositivos (computadoras, tabletas 
y móviles), con el objetivo de facilitar el acceso a todos los usua-
rios y visitantes. Contendrá los metadatos. La cabecera deberá 
tener el nombre oficial Datos Abiertos del Gobierno Regional de 
Apurímac con el logo de la entidad. 

La página de inicio se estructura de la siguiente forma:

•	 Barra principal: desde donde se puede acceder a la in-
formación del Portal en diferentes conceptos como el 
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catálogo de datos que estaría conformado por 5 temas: 
administración, educación, transporte, salud, trabajo.

•	 Imágenes: relaciona el portal con la ciudad y su gente. 
•	 Buscador: busca trámites y/o temas.
•	 Destacados: muestra las novedades y actividades recientes.
•	 El espacio del ciudadano: donde el ciudadano de Apurímac 

puede registrarse.

Plan de implementación
Comprende las actividades siguientes:
Actividades del Componente 1, a cargo del Gerente Regional:

•	 Inicio: reunión de coordinación.
•	 Conformación de 3 comisiones a cargo de los temas: a) 

ejecución de la intervención; b) clasificación de la infor-
mación a publicar en el Portal de datos; y c) desarrollo del 
Portal de Datos.

•	 Elaboración de lineamientos para la intervención.
•	 Elaboración de un informe de resultados de  

actividades preliminares.

Actividades del Componente 2, a cargo del presidente de  
la comisión: 

•	 Incepción: elaboración del modelo del portal de datos, de 
un glosario de términos, definición del alcance del Portal, 
aseguramiento de la calidad, elaboración de la lista de inte-
raciones, pruebas, implantación, capacitación y monitoreo.

•	 Elaboración: análisis, diseño, desarrollo del portal de da-
tos, implementación, pruebas, manuales de aseguramiento 
de la calidad.

•	 Construcción: implementación, pruebas internas, docu-
mento de pase a producción, pruebas integrales: de cali-
dad y ajustes, elaboración de manuales, comprobación de 
la calidad.
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Actividades del Componente 3, a cargo del presidente de la 
comisión para la clasificación de la información a publicar en el 
Portal de Datos Abiertos:

•	 Pase a Oficina de Tecnologías de la Información: docu-
mento de pase a OTIC, pruebas de aceptación, informe 
de pruebas, manuales, captación de usuarios, pase a pro-
ducción, monitoreo aseguramiento de la calidad.

•	 Cierre: elaboración del informe final, transferencia e in-
forme de cierre.

•	 Puesta en marcha del portal previa carga de información.

Recursos
Los recursos para implementar las actividades de la intervención 
serán necesarios por un período de 4 meses y son los siguientes:

•	 Para la ejecución de las actividades del Componentes 1 y 
3: personal, oficina, equipos y otros.

•	 Para la ejecución de las actividades del Componente 2: 
•	 Software (plataforma Java).
•	 Base de Datos (motor de base de datos).
•	 Hardware (memoria).
•	 Servidores (servidor de base de datos y otros).
•	 Redes y comunicaciones: cableado para seis equipos, 

línea dedicada, publicación a Internet.
•	 Requerimientos de estaciones de trabajo: computado-

ras tanto de escritorio como portátiles.
•	 Hardware de computadoras: memoria Ram, 3 GB 

como mínimo; disco duro, 640 GB; procesador con 
velocidad de 3GHz. Al menos seis unidades. 

•	 Infraestructura, mobiliario y otros.
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Plan de evaluación
Se prevé la evaluación de los siguientes componentes:

•	 De dominio estratégico, para determinar la capacidad  
y ejecución de la política estratégica del organismo para 
articular una visión consistente con el Portal de datos.

•	 De dominio legal, para determinar que las normas que 
regulan el Portal de Datos Abiertos cumplen con las nor-
mas generales de gobierno abierto. 

•	 De dominio organizativo, para determinar la capacidad 
de implementar actividades de gestión y capacitación 
con relación a la intervención mediante el portal de da-
tos abiertos; determinar los resultados de las actividades 
de capacitación relacionadas al portal de datos abiertos; y  
determinar los resultados del área responsable de la aper-
tura de datos. 

•	 De dominio técnico, para garantizar la disponibilidad de 
los datos y el grado de interoperabilidad. 

•	 De dominio económico y social, para determinar el grado 
de utilización de la información publicada en el Portal, y 
determinar el impacto que ha tenido esta en la ciudadanía.
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5.4 Sistema de transparencia para el cumplimiento  
de la Agenda 2030 en el Estado de Sonora, México

Manuel Bernardo Venzor Castañeda
Instituto Sonorense de Administración Pública. México

Con base en los resultados reportados en el Cuarto Informe 
de Gobierno de Sonora en el año 2019, y en comparación 
con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, es necesario 

acelerar el cumplimiento de la Agenda 2030 en esta entidad fe-
derativa para alcanzar las metas correspondientes en el año 2030.

Sin embargo, la información correspondiente al avance de 
cada dependencia no está disponible. Por lo tanto, es necesario 
establecer un sistema de actualización permanente para que los 
datos respectivos puedan ser evaluados por la sociedad, y de esta 
forma generar valor público y social. 

Antecedentes 
La Asamblea General de la ONU adoptó en septiembre de 2015 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, y en ese mismo 
mes México inició los trabajos para adoptar y cumplir dicha 
agenda, que abarca las esferas económica, social y ambiental.

En diciembre de 2016 la Conferencia Nacional de Gober-
nadores de México (Conago), instaló la comisión para la im-
plementación de la Agenda, donde el gobierno del Estado de  
Sonora asumió formalmente el compromiso de implementarla. 
Sin embargo, es importante establecer que la información de cada 
dependencia, relacionada con el cumplimiento de la Agenda, por 
objetivos, metas e indicadores, no está abierta y disponible en me-
dios electrónicos de fácil acceso.

Por otra parte, existen resultados del Gobierno de Sonora 
reportados en los informes de gobierno que representan algún 
grado de avance en el cumplimiento de los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 2030.
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Los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible contienen 169 
metas, de las cuales proponemos hacer transparentes los avances 
que tiene el gobierno estatal en aquellas metas que sean coinci-
dentes con los resultados reportados por cada área de la admi-
nistración pública.

La relevancia de la intervención propuesta consiste en trans-
parentar los avances de la implementación de la Agenda 2030 
en el plano local, y medir su avance en términos de valor social.

Los avances serían publicados en un micro sitio (a desarro-
llar), alojado dentro del portal principal del Gobierno del Es-
tado de Sonora (www.sonora.gob.mx), lo cual implica el desa-
rrollo de un sistema, con una base de datos abiertos, que sería 
retroalimentada con la participación de las diferentes depen-
dencias gubernamentales que impactan la Agenda 2030.

La intervención es factible con base en la información exis-
tente, el compromiso del Gobierno del Estado con la agenda 
2030 y la tendencia demostrada de apertura gubernamental en 
la actual administración, componentes que le dan viabilidad a 
esta propuesta, toda vez que constituye una solución necesaria a 
un problema público relevante. 

Objetivo general
Avanzar en la transparencia de los resultados de gobierno que 
impactan en el cumplimiento de la Agenda 2030 en el Estado 
de Sonora, México.

Objetivos específicos:
1.	 Crear un sistema informático denominado «ODS 

Sonora», que concentre la información de las dependen-
cias del gobierno estatal relacionadas con los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible que integran la Agenda 2030.

2.	 Instalar un micrositio, denominado «Sonora 2030», alo-
jado dentro del portal oficial del Gobierno del Estado 
de Sonora (https://www.sonora.gob.mx/) para publicar 
la información y datos abiertos relacionados con los 
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avances de las dependencias en materia de cumplimien-
to de la Agenda 2030.

3.	 Identificar el grado de avance de Sonora en el cumpli-
miento de la Agenda 2030 para hacer visibles los prin-
cipales logros, así como las brechas existentes entre los 
resultados y las metas.

4.	 Contribuir a la difusión de información y datos abiertos 
para facilitar el diseño de propuestas que incrementen 
el cumplimiento de los ODS de la Agenda 2030 en el 
Estado de Sonora. 

Diseño de la intervención
Componentes:

1. Sistema de información «ODS Sonora»

Este sistema contendrá una base de datos que integre la data de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible correspondientes al ám-
bito local (nueve del total de 17), que coinciden con los progra-
mas de trabajo de las dependencias, derivados del Plan Estatal  
de Desarrollo.

Cabe precisar que algunos de los ODS tienen metas nacio-
nales, por lo tanto solo se consideran en esta intervención los 
siguientes nueve ODS, que son de impacto local, con sus res-
pectivas metas: 1) fin de la pobreza; 2) hambre cero; 3) salud 
y bienestar; 4) educación de calidad; 5) igualdad de género; 6) 
trabajo decente y crecimiento económico; 7) industria, innova-
ción e infraestructura; 8) ciudades y comunidades sostenibles; y 
9) alianzas para lograr los objetivos.

De acuerdo con el Plan Estatal de Desarrollo de Sonora 2015-
2021, del Gobierno del Estado de Sonora, encontramos una co-
rrelación temática entre los ejes del Plan Estatal, sus programas 
sectoriales y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, lo cual mues-
tra una coincidencia enunciativa de los principales temas.
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2. Micrositio «Sonora 2030» en la página web del Gobierno 
del Estado de Sonora

Consiste en una sección interactiva ordenada por cada uno de los 
9 ODS de impacto local, con sus respectivas metas, en formatos 
de datos abiertos (CSV, Excel, y PDF).

3. Transparencia de los resultados en el cumplimiento de la 
Agenda 2030

Mecanismo permanente para hacer fluir la información desde 
las dependencias hacia el micrositio, mediante el funcionamiento 
del sistema de información, con lo cual tendremos en operación 
un modelo de transparencia proactiva, cuya información posea 
los atributos de organización, clasificación, etiquetado, dispo-
nibilidad, claridad, precisión, visibilidad, publicidad, cobertura, 
exhaustividad, desagregación, oportunidad, relevancia, utilidad, 
comprensibilidad e inferibilidad.

El seguimiento y evaluación de la Agenda 2030 en Sonora a 
partir de la transparencia de los resultados de gobierno será la pri-
mera fase para una mayor apertura gubernamental que, eventual-
mente, pueda escalar a un modelo de participación y colaboración 
como fases superiores, teniendo como principio este proyecto que 
por sí mismo genera transparencia y valor social.

Por razón de espacio, el presente resumen deja sin descripción 
los siguientes apartados: 

Ejes: 
•	 Coordinación entre las dependencias.
•	 Flujo permanente de información. 

Estrategias y actividades:
•	 Estrategia 1. Desarrollo y puesta en operación del sistema 

«ODS Sonora».
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•	 Estrategia 2. Diseño y operación del micrositio  
«Sonora 2030».

•	 Estrategia 3. Promoción del micrositio en medios  
y redes sociales.

Se hace necesaria la coordinación un plan de implementación 
y un cronograma, así como un plan de evaluación de la transpa-
rencia a través del sistema y el micrositio.

Oportunidades: la actual administración estatal 2015-2021 
de Sonora ha obtenido el primer lugar en transparencia y rendi-
ción de cuentas por dos años consecutivos, con cero montos ob-
servados por la Auditoría Superior de la Federación, entre otros 
reconocimientos de organismos independientes. Por lo tanto, 
existe el clima de oportunidad para continuar avanzando en la 
transparencia, y en general en la apertura gubernamental.

El balance entre los obstáculos y las oportunidades para este 
proyecto es positivo y apunta hacia la viabilidad de la implemen-
tación, que estará acompañada por un equipo con actitud y lide-
razgo en la gestión del cambio para la apertura de la información 
sobre el cumplimiento de la Agenda 2030.
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5.5 Datos por siempre abiertos y archivados

Clelia María López 
Cuerpo de Administradores Gubernamentales. Argentina

Las páginas web de organismos públicos brindan informa-
ción gubernamental relevante para la ciudadanía, consti-
tuyendo el medio de consulta más utilizado. Sin embargo, 

por distintas decisiones sus contenidos pueden discontinuarse o 
desaparecer, no se archivan y no quedan registros ni trazabilidad 
para recuperarlos a futuro. 

Ante cambios en el mapa del Estado, organigramas, auto-
ridades, sucesivas gestiones subsumen o dividen áreas asignán-
doles distintos nombres y todo lo producido previamente deja 
de estar a disposición de la población. Muchas veces tampoco 
resulta sencilla su búsqueda arqueológica para la administración.

Lo mismo sucede con páginas web públicas y contenidos pre-
sentes temporalmente en redes sociales y cuentas institucionales. 
Al simplificarse las páginas web, con iconos amigables y enfoque 
propio de «mi Internet», se accede más a trámites como usuarios 
de servicios que a la información. 

Como explicita la Carta Iberoamericana de Gobierno Abier-
to, la apertura hace uso intensivo de tecnologías de la informa-
ción y la comunicación, especialmente plataformas digitales y 
redes sociales. Pero de poco sirve que lo que se publique esté 
disponible al público solo por un tiempo.

La dinámica de cumplimiento de acciones de transparencia 
ha relegado este aspecto, enfocándose principalmente en brindar 
los datos más recientes y actualizados. 

Si bien, desde 2016, la Ley 27275 de Acceso a la Informa-
ción Pública garantiza el efectivo ejercicio de ese derecho, así 
como promueve la participación ciudadana y la transparencia de 
la gestión pública, el administrado no sabe –en muchos casos– si 
esa información existe, si está disponible, si queda archivada ni 
dónde procurarla. 

http://biblioteca.afip.gob.ar/dcp/LEY_C_027275_2016_09_14
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Parte del diagnóstico parece indicar que falta más organiza-
ción hacia el interior de la administración, y que se requiere la 
participación previa de especialistas en archivología que, desde el 
nacimiento de la documentación, podrían disponer debidamen-
te qué conservar y dónde (con sus correspondientes metadatos), 
para hacer posible su posterior reutilización.

La propuesta de mejora ha de generar un espacio de análisis 
para estudiar y diagnosticar la situación actual y definir criterios 
de vigencia para llegar al posterior archivo de la información re-
levante, incluyendo contenidos en redes sociales que hacen visible 
la actividad gubernamental.

El Archivo General de la Nación AGN –órgano rector en 
materia de archivo– reúne, conserva y tiene disponible para su 
consulta o utilización la documentación que testimonia el ser  
y acontecer nacional. 

La gestión interna de la información y la gestión de archivos 
permiten que un gobierno pueda ser más transparente, constitu-
yen la base del derecho de acceso a la información.

La Ley 27275 creó, a su vez, la Agencia de Acceso a la Infor-
mación Pública (AAIP), órgano de control de Derecho de Acce-
so a la Información Pública con autonomía funcional. 

El Poder Ejecutivo cumple los planes anuales de apertu-
ra de datos, dando publicidad al número taxativo de temáticas 
exigidas por el marco normativo, pero aún existen oportunida-
des de mejora. En conjunto, el AGN y la AAIP pueden con-
cebir criterios orientadores y mejores prácticas para resolver los  
problemas detectados. 

Se propone que AGN y AAIP, consensuada y participativa-
mente, establezcan vigencia, mantenimiento de publicaciones, 
archivo y referencias posteriores del contenido virtual de interés 
público. De esta manera, lo que aparece en Internet contempo-
ráneamente con una gestión, continuará disponible a través de 
prácticas de archivo, con indicaciones claras de ruta de acceso, de 
manera permanente, solucionando las actuales limitaciones tem-
porales y generando efectiva transparencia. 
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Para poder reutilizar datos o evacuar consultas, hay que de-
cidir qué informar, equilibrando la sobrecarga de información, 
datos poco relevantes y una transparencia que aporte valor, vin-
culada con la necesaria rendición de cuentas. Para alcanzar un 
gobierno más abierto en el tiempo, hace falta determinar en qué 
períodos estarán disponibles los datos y en qué repositorios se 
guardarán con posterioridad. 

Se busca propender al cambio desde el consenso, elevando 
la vara de la calidad de la información que se comparte, aunque 
posteriormente pueda generar nueva normativa.

El AGN podrá pronunciarse sobre la correcta digitalización, 
ubicación y almacenamiento de información de páginas web y 
redes sociales, para hacerla accesible a futuro, incluyendo sistemas 
de clasificación, metadatos, definiendo vida de documentos pu-
blicados en línea y tiempos de guarda para posteriores consultas.

La AAIP, a su vez, analizará la pertinencia de los conteni-
dos a conservar, estudiando las situaciones de pérdida de in-
formación –hasta ahora– no considerada obligatoria por el  
Plan de Gobierno Abierto.

Luego de la decisión política de implementación se busca 
vencer ciertas resistencias al cambio y profundizar la cultura de 
apertura en el seno de las instituciones.

La Agencia y el Archivo definen qué información debe ser 
brindada de manera permanente a la ciudadanía, y elaboran pro-
puestas de mejora de los contenidos mínimos y obligatorios de 
datos abiertos. Se debe garantizar que los registros relevantes si-
gan siendo accesibles, utilizables y auténticos durante el tiempo 
necesario, sirviendo de base para la mejora de los servicios públi-
cos, el control de la corrupción y el fortalecimiento de la demo-
cracia, aprovechando el poder de las tecnologías de la información  
y la comunicación. 

La propuesta puede desarrollarse sin consultoría externa, 
cumpliendo las siguientes etapas: a) Presentación del proyecto y 
resumen ejecutivo a autoridades; b) talleres o encuestas para va-
lidar diagnóstico compartido; c) reuniones con la participación y 
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representación de políticos; d) enfoque multidisciplinario de ex-
pertos en archivología, informática, investigación; e) empleados 
encargados de dar respuesta a solicitudes de gobierno abierto; y 
f ) elaboración de buenas prácticas y conclusiones compartidas en 
la Mesa Nacional de Gobierno Abierto. 

Por último, un plan piloto con instancias de comunicación, 
monitoreo y evaluación previa a su aplicación general. 

Como efecto complementario, el proyecto puede alertar sobre 
la ausencia del Chief Information Officer (CIO, por sus siglas en 
inglés), rol responsable de cumplir con el diseño y coordinación 
de estrategias en redes sociales públicas, con una visión global. 

Seguramente habrá efectos positivos: el ciudadano obtiene 
información completa y fiable, y el sector público puede custo-
diarla y localizarla más fácilmente, cumpliendo con exigencias de 
transparencia y rendición de cuentas. Asimismo, es de esperar que 
haya impactos en la reutilización periodística y de investigación.

Todo esfuerzo de la administración en esta dirección contri-
buye a fortalecer el gobierno abierto y darle continuidad.
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Este 5° tomo de la colección Experiencias Escuela 
CLAD condensa el conocimiento acerca de un tema 
de primera importancia para la administración pública: 
el gobierno abierto (su naturaleza, componentes, 
alcances, experiencias, estrategias de implementación 
y más). Todas ideas expresadas en el marco del Curso 
Internacional: «Diseño e implementación de estrategias 
e iniciativas de Gobierno Abierto», en su primera edición, 
que se llevó a cabo durante los meses de junio y julio 
de 2020 en el campus virtual del CLAD, y contó con 
la docencia de expertos en el tema, provenientes de 
diversos países miembros del Centro.

Gobierno abierto:  
estrategias e iniciativas  
en Iberoamérica 

COLECCIÓN 
EXPERIENCIAS 

05

añ
o 

20
20

05
año 2020


	PORTADA
	ÍNDICE
	PRÓLOGO
	NOTA INTRODUCTORIA
	CAPÍTULO 1
	CAPÍTULO 2
	CAPÍTULO 3
	CAPÍTULO 4
	CAPÍTULO 5



